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DERECHO CONSTITUCIONAL  II


TEMA 1: LA CONSTRUCCIÓN Y EVOLUCIÓN DEL ESTADO AUTONÓMICO

1. Los modelos de Estado compuesto en el Derecho comparado

Introducción
· España es actualmente un estado descentralizado, lo que nos va a permitir efectuar una comparación  con otros del mismo tipo existentes en el mundo.
· La Constitución de 1978 constituye un cambio fundamental de régimen político  vigente, al suponer el paso de una dictadura a una democracia, y al mismo tiempo un proceso de descentralización política (hasta el punto que hoy es uno de los estados más descentralizados de Europa).
· El principio de autonomía viene reconocido en el art. 2 “La Constitución  se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones  que la integran y la solidaridad entre todas ellas”
· Los 2 grandes modelos de estado son: a) el estado unitario, y b) el estado compuesto o descentralizado

Estado unitario

Definición: se trata de una estructura única donde todo el poder del estado reside en una única instancia de poder, central y centralista, que es el poder estatal. Ej. Francia es el más tradicional de este tipo de organización, aunque en los últimos años ha sufrido ligeras evoluciones y variaciones.
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Origen:  está en la concentración de poder de las monarquías absolutas de los siglos XVI y XVII, pero se consolida en las revoluciones liberales de finales del siglo XVIII, siendo la francesa la más representativa de todas ellas.
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Uno de sus grandes principios es el de igualdad todos bajo la misma ley.
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Características, en resumen: a) La existencia de un solo poder central y único, b) evidentemente existen otros órganos pero todos ellos están subordinados al poder central; desempeñan funciones  de tipo administrativo o de mera representación política del poder central; y  no representan  a un sector determinado de la población, simplemente garantizan la aplicación de las órdenes estatales.
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Hoy el estado  unitario aparece ya como algo más descentralizado. Ej. en Francia desde 1982 existen las Asambleas de las Regiones y en Inglaterra, país también de corte muy centralista, existe una considerable descentralización de tipo local.

Estado descentralizado

Definición: basado en la existencia de un orden político que comprende 2 niveles  de gobierno sobre un mismo territorio y población: uno de ellos es común y el otro particular de cada una de las unidades políticas existentes en una ámbito territorial más reducido.
Se distinguen distintos modelos (el más conocido el estado federal)
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La “unión personal” es cuando las coronas de 2 reinos coinciden en una misma persona pero los estados continúan siendo diferentes y diferenciados.
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La “unión real” es cuando  las coronas de 2 reinos coinciden en una misma persona, pero no como producto de una coincidencia física y/o casual, sino de forma deliberada y racional pactada. Suele ser más permanente que la personal. Ej. el Imperio Austro-húngaro.
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Confederación de estados:

1. Unión de estado realizado mediante pacto o acuerdo internacional, que tiene intenciones de perpetuidad.

2. La unión da lugar a un poder que se ejerce directamente sobre los estados y no directamente sobre los individuos.
3. Los estados persiguen objetivos concretos, el más típico es el de la defensa.

4. El congreso es el órgano típico de este tipo, que se halla formada por representantes de los respectivos estados confederados.

5. Las decisiones las toman por unanimidad o por mayorías muy cualificadas y no resultan vinculantes para los ciudadanos si previamente no han sido ratificadas por los estados miembros.

6. Su naturaleza jurídica históricamente oscila entre una alianza de estado y un estado federal
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El Estado regional: 

1. Aparece en Italia.
2. Es un híbrido entre el estado federal y el estado centralista o unitario.

3. La Constitución italiana contiene una centralización política para combatir el fascismo.

4. El estado regional se caracteriza por establecer 2 niveles de descentralización de regiones: regiones de estatuto especial, y regiones de estatuto ordinario. Las primeras gozan de un nivel superior de poder político que las segundas.

5. Características de las regiones:
· No pueden aprobar su propio estatuto o Constitución, tienen que hacerlo con intervención del poder estatal.

· Su participación en los órganos centrales de poder no tiene una fuerza mas limitada que el estado federal.

· El nivel de competencias es también inferior y varia en cada región.

6. Este modelo está en proyecto de modificación desde hace muchos años.

7. España tiene un nivel de descentralización mayor que Italia, a pesar que se ha comparado con el sistema español actual.
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El Estado federal.

El Estado federal
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Su característica fundamental es que existen   unos estados con poder político y instituciones propias a los que se sobrepone un ente territorial común y superior que es la federación.
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Se sitúa en un nivel intermedio entre la confederación de estado independientes y el estado centralista.
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Origen- a) El estado federal nace con la Revolución Norteamericana y viene estructurado por la Constitución de 1787, que significa la existencia de unidad política entre los estados miembros (las 13 excolonias británicas). B) cada estado tiene su Constitución, su Parlamento, su gobierno y sus tribunales pero a ellos se les sobrepone la Constitución, el Parlamento, el gobierno y  un Tribunal Supremo que son comunes a todos los estado. C) La Constitución dispone que la federación decide sobre su problemas comunes (de defensa, comercio exterior, relaciones internacionales, moneda, etc) y cada estado decide de sus problemas particulares (como enseñanza, comercio interior, derecho de familia, etc.)
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Otras formas de federación: Suiza que empieza siendo una confederación y acabada la guerra de los cantones se convierte en Federación con la Constitución de 1848. Alemania resultante de la unificación. Bélgica producto de la Constitución de 1993. 
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Evolución del estado federal: no tiene mucho que ver el federalismo del siglo pasado (XIX) con la que existe actualmente. Hoy en día la colaboración entre la federación y los estados es muy fuerte, cosa que antes  no sucedía.
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Características principales:

1. Reconocimiento constitucional de una estructura federal, es decir, que el estado está integrado por entes de base territorial con competencias no sólo administrativas sino también políticas.
2. Existencia de una distribución de competencias entre la federación y los estados miembros. Este reparto puede hacerse de distintas normas: a) Lista única (ej. con las competencias de la federación, caso de EUA), b) Doble lista con las que corresponde a la federación y a los estados, c) Triple lista con las que corresponden a la federación, a los estado y las compartidas entre ambas instituciones.
3. La resolución de conflictos entre la federación y los estados está atribuida  a una instancia jurisdiccional neutral
.
4. Existencia de instancias representativas de los estados miembros que actúan políticamente sin dependencia alguna de la federación.
5. Existencia de un sistema de financiación objetivo que permita a los estados miembros tener  capacidad de gasto, no dependiendo exclusivamente de la voluntad de la federación.
6. Existencia de un sistema de relaciones entre la federación y los estados federados.
7. Existencia de una cámara de representación territorial o senado federal. Es en esta característica donde existen mayores diferencias entre los diferentes estados federales.
8. Y más propio del federalismo europeo,  la participación de los estados federados en la posición de la federación, cuando la misma afecte a las competencias de los estado federados.
2. La cuestión territorial en la formación del Estado español contemporáneo/ la evolución de la distribución del poder en España. La unidad

Hasta hace poco tiempo España  ha sido un país eminentemente centralista  y unitario con algún leve paréntesis a lo largo de su historia.
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En la Edad Media:

1. Se produce la unión de Castilla y Aragón (unión de tipo personal al principio).
2. Reinado de los Austrias y Borbones se acentúa la centralización.
3. Decreto de Nueva Planta  1776 abolía los regímenes particulares.
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Constitución de 1812: a)  de carácter centralista  y unitaria, b) establece la división territorial en provincias como eje de la estructura territorial del estado, c) pretende imitar al estado centralista francés, d) Rechaza los privilegios y los fueros especiales.
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Decretos de Javier de Burgos que desarrollan las previsiones de la Constitución de Cádiz, que consisten en la división del territorio en provincias (a imitación de los Departamentos franceses).
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Constituciones de  1845 y 1876 continúan la centralización anterior.
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Dictadura de Primo de Rivera y Dictadura franquista se mantiene la organización anterior, y la unidad es una constante.
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Franquismo: en este período la unidad  es una constante que se hace intensa.
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Ha habido ciertas excepciones de descentralización que  van unidos a respectivos intentos  de democratización, de entre los que destaca 3 momentos concretos:

1. La Constitución de 1873 – 1ª República: sólo destacable por su carácter  simbólico. Establece un sistema federal en el que se establecían 15 estados federados  los territorios de ultramar, Cuba y Puerto Rico. Fue rápidamente apagado y abortado por el ejército. No llegó a tener vigencia.

2. La experiencia de la Mancomunitat de Catalunya: tampoco tuvo gran trascendencia  política pero si simbólica.  La Dictadura de Primo Rivera  acabó con ella. Estaba formada por las Diputaciones de las 4 provincias y estuvo presidida por Prat de la Riba.

3. La Constitución republicana de 1931 – 2ª República: 

· Constituye el intento más destacado de descentralización. 

· Establece el “Estado integral” que pretendía superar la dicotomía  estado central/estado federal instituyendo diferentes niveles de autogobierno (las regiones y las provincias).

· Establece una distribución de competencias a través de una triple lista. 

· Establece  un Tribunal de Garantías Constitucionales que resolvía los conflictos entre estado y regiones. 

· Elaboración de 3 estatutos: a) el de Cataluña, “Estatut de Núria”, fue el que alcanzó más nivel de aplicación, fue aprobado por las Cortes, en 1932 quedó paralizado, b) el  del País Vasco, tuvo referéndum, las Cortes lo aprobaron el 1936, no se llegó a aplicar, c) el de Galicia, sólo tuvo tiempo de pasar el referéndum.

3. El régimen de pre-autonomías y el debate constituyente del Título VIII de la CE

Introducción

La descentralización política  fue un tema protagonista tanto en las reivindicaciones de la oposición (durante el franquismo), como en los años 60-70 en la transición y en la época constituyente. Y no sólo por parte de los partidos nacionalista, también  el PSOE, y el PC lo apoyaron por la oposición al centralismo franquista.

Después de las elecciones de 1977 el planteamiento de las autonomías siguió 2 caminos muy diferentes que luego llegaron a ser complementarios:

1. El régimen de pre-autonomías o autonomías provisionales.

2. El proceso constituyente que daría solución a la cuestión de la descentralización política.

El régimen de pre-autonomías
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Precedentes- después de la aprobación de la Ley de Reforma Política (que organizaba las elecciones y establecía las dos cámaras), se inició un proceso constituyente y Adolfo Suárez buscó formulas  para el establecimiento del régimen de autonomías provisionales en las regiones.

[image: image24.png]



Finalidad de Adolfo Suárez: controlar  y evitar que se desbocaran los numerosos movimientos de descentralización que había en aquellos momentos en España.
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En Cataluña: hubo la negociación del regreso del Presidente de la Generalitat del exilio, y se le designó Presidente de la Generalitat Provisional por un decreto de Diciembre de 1977. Era una solución arriesgada pero que sirvió para calmar los ánimos. En el País Vasco también se intentó lo mismo  pero no se consiguió, aunque se estableció también allí un autonomía provisional.

[image: image26.png]



Funcionamiento de las pre-autonomías: 1) creación de unas asambleas de parlamentarios (a partir de la elección de diputados y senadores en las elecciones generales), éstas votaban la designación de un Presidente del Gobierno de la Autonomía Provisional. 2) Se trataba de un sistema precario y provisional (no podían legislar ni tenían medios a su alcance), pero de alto valor simbólico.
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Constitución de 14 pre-autonomías que corresponden a las actuales CCAA, excepto Cantabria, la Rioja y  Madrid.
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Actualmente las pre-autonomías tienen un valor puramente histórico, pero hay que reconocerles su importante contribución  en la creación del estado autonómico  y en la descentralización política del estado, razones:

· Apuntaron cual sería el mapa autonómico definitivo, la CE no lo dice, lo deja abierto, pero las pre-autonomías lo determinaron paralelamente al proceso constituyente.

· Mostraron que el poder político autonómico se extendería a todo al territorio nacional, y no sólo a determinadas nacionalidades que tenían una mayor sensibilidad autonómica.

· Marcaron las líneas generales del sistema institucional de las CCAA.

El debate constituyente del Título VIII de la CE

La organización territorial del Estado fue uno de los temas más importantes y conflictivos que las Cortes Constituyentes tuvieron que abordar, el cual encontró respuesta en el Título VIII de la CE.
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El primer borrador de la Constitución se filtró a la prensa y fue muy criticado por la opinión pública por el tipo de descentralización planteado que era de corte federal. Provocó importantes reacciones de toda la prensa conservadora y de las instancias franquistas, lo cual obligó a la UCD a dar un giro de 180 en su orientación por miedo a las instituciones.
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Las fuerzas políticas que participaron en el proceso constituyente mantenían posiciones dispares  sobre el modelo que había de instaurar la Constitución, hecho provocó dificultades para llegar a un acuerdo.

· Partidos nacionalistas catalanes y vascos- reclamaban autonomía política fuerte.

· La izquierda (PSOE y PCE)- instauración de un sistema federal.

· La derecho (Alianza Popular)- instauración  de una descentralización administrativa para la mayoría de las regiones y una autonomía política escasa para las regiones históricas. 

· La UCD- no tenía una posición clara y definida, al ser muy pluralista
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La CE  no define (es muy abierta) el modelo de organización territorial adoptado
. 

· Razón- la disparidad de posiciones de las fuerzas políticas que llevó como única solución el consenso entre ellas.

· Art. 2 y 149 CE son revueltos y confusos: el art. 2 refleja  una larga discusión  sobre puntos y comas que da idea de la complejidad de la elaboración de la propia ley. El art. 149 sólo señala las competencias exclusivas del estado y de una forma no demasiado clara, éste es el resultado de la imposibilidad de redactar las tres listas de competencias por falta de consenso.
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Vías de acceso a la autonomía:

· Presidido por el principio dispositivo de la autonomía como derecho (STC 16/1984
 respecto al principio dispositivo sobre las vías de acceso a la autonomía).
· La Constitución de 1978:

· No dibuja un mapa autonómico remite a lo que establece los EA’s de las CCAA.
· Establece unas vías de acceso a la autonomía, y los niveles competenciales de las CCAA.
· En definitiva, las CCAA pueden decidir una serie de aspectos pero al constituirse se les aplica el régimen jurídico establecido en la CE.
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Titulares del derecho de la autonomía,  de  la iniciativa autonómica

· La CE no reconoce directamente la autonomía de cada una de las nacionalidades y regiones. Esto es una peculiaridad de la CE respecto otras constituciones  que estructuran el Estado de forma descentralizada.
· La autonomía es un derecho que puede ejercitarse o no: en la CE la autonomía era una posibilidad no una imposición. No obstante, ha habido una generalización del fenómeno autonómico, las distintas nacionalidades y regiones españolas han ejercitado ese derecho a través de la aprobación de los respectivos EA’s.
· Titularidad del derecho a la autonomía:
· La CE se refiere a un doble tipo de titular, nacionalidades y regiones.
· Intención de la doble titularidad es dejar constancia de la existencia de determinadas zonas del territorio cuya autonomía encuentra sus fundamentos  en particularidades culturales, históricas, geográficas, conciencia nacional, etc.

· La CE se limita a ofrecer una serie de criterios para determinar cuales eran esas nacionalidades y regiones provincias limítrofes con características históricas, culturales, y económicas comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica (CE 143.1). 

· Con carácter excepcional existen otros titulares a dicha iniciativa autonómica: la DT5ª autoriza a las ciudades de Ceuta y Melilla.

· Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, por motivos de interés nacional, podrán autorizar la constitución  de una CCAA cuando su ámbito territorial no supere el de una provincia y no reúna las condiciones del art. 143.1. (CE 144.a).

· Vinculación del principio de unidad y autonomía: la autonomía tiene un carácter limitado pq ésta se incardina dentro de un poder más amplio, la unidad.
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Conclusión: El “Estado de las Autonomías” es hoy un Estado descentralizado que se aproxima en su estructura a los Estados federales.

4. El proceso de creación  de las CCAA y el desarrollo del Estado autonómico

Procedimientos de acceso a la autonomía

Con carácter muy general existen 2 vías de acceso a la autonomía (la vía general 143, y la vía especial 151 y DT2ª). Cada uno  de los distintas vías de acceso a la autonomía  estaba vinculado  a la asunción de una determinada estructura institucional y de un determinado “techo competencial”.
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La vía general (o lenta, u ordinaria) (CE 143 y 146):

· Es relativamente más simple.

· No precisa voluntad de autonomía.

· Respecto el nivel competencial (inferior): inicialmente, la CA sólo podrá asumir las competencias que figuren en la lista del 148.1 CE. Transcurridos 5 años, las CCAA podrán proceder a ampliar su techo competencial dentro del  marco establecido en el art. 149. De modo que tales CCAA podrán ampliar sus competencias por 2 vías sucesivas: a) una, la transferencia o delegación  de competencias del Estado operable por la vía de la LO prevista en el art. 150.2, y b) otra, la modificación del EA al efecto de la ampliación competencial.

· Respecto a la estructura institucional: siguen el modelo institucional del art. 152 CE.

· Procedimiento de acceso a la autonomía política: i) iniciativa de Corporaciones locales
 (mayoría de 2/3); ii) elaboración del EA por una Asamblea representativa de éstos y por los parlamentarios electos en esas circunscripciones; iii) tramitación parlamentaria y adopción por LO del respectivo EA.

· La iniciativa corresponde a: “todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente y a las 2/3 partes de los municipios cuya población represente, al menos, la mayoría  del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de 6 meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales interesadas” (143.2) “La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados 5 años” (143.3).

· La Disposición Transitoria 1ª que prevé  que en los territorios dotados de órganos pre-autonómicos, la iniciativa podrá ser ejercida por los órganos colegiados superiores de estos regímenes provinciales (en vez de las diputaciones provinciales u órganos interinsulares), con  la única condición que el acuerdo sea tomado por  mayoría absoluta de los mismos. Ésta fue la vía que se aplicó en general.
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La vía especial (o rápida, o extraordinaria) (CE 151 y DT2ª):

· Es  mucho más complicada y difícil de superar.

· Precisa voluntad de autonomía: esta vía exige que la iniciativa sea aprobada además de por las Diputaciones o  los órganos interinsulares correspondientes, por las ¾ partes de los Municipios de cada unas de las provincias afectadas, y ratificación de la iniciativa mediante referéndum que deberá recibir el voto favorable de la mayoría absoluta de los electores.

· Respecto el nivel competencial (superior): la CA podrá
 asumir de entrada las competencias del 148 y 149 que no estuvieren exclusivamente reservadas al Estado.

· Respecto la estructura institucional: siguen el modelo institucional del art. 152 CE.

· Procedimiento de acceso a autonomía política: i) iniciativa cualificada de Corporaciones locales representativas de la mayoría del censo poblacional (mayoría de ¾ partes), ii)  ratificación de la iniciativa  por medio de referéndum que deberá recibir el voto favorable de la mayoría absoluta de los electores (estos es, de los inscritos en el censo y no los votantes), iii)
 elaboración del EA y tramitación parlamentaria; iv) adopción por LO y ratificación por referéndum (mayoría no absoluta de votos favorables). 

· La iniciativa corresponde a: las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, y a las ¾ partes de los Municipios de cada una de las provincias afectadas  que representen al menos la mayoría del Censo Electoral de cada una de ellas.

· La Disposición Transitoria 2ª  establece una variante de la vía especial, ésta permite el acceso por vía especial los territorios que en el pasado hubieran plebiscitado afirmativamente  proyectos de Estatuto de autonomía, y cuenten (al tiempo de promulgarse la Constitución) con regímenes provisionales de autonomía. Tal condición sólo la reúnen Cataluña, País Vasco y Galicia, aunque no las menciona. En este caso no se exige el referéndum inicial, con el argumento que la voluntad de acceder a la autonomía ha sido expresada ya históricamente de manera suficiente

· Andalucía  quiso también acceder  por esta vía especial pero el camino resultó largo y complicado debido a la oposición inicial de UCD, pese a lo cual se llevo a cabo el referéndum en el que UCD solicitó la abstención. El resultado fue positivo en todas las provincias excepto en Almería razón por la cual debería haberse incorporado  toda la Comunidad a la vía ordinaria del art. 143. Ello coincidió con la presentación de una moción de censura por parte del PSOE, por lo que la UCD optó por modificar la Ley Orgánica del Referéndum, a la que remitía el art. 151 de la CE, modificación considerada por muchos  como anticonstitucional pero que sirvió para arreglar el problema planteado.

Independientemente de estas 2 vías generales de acceso existen también:
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El artículo 144 prevé 3 cláusulas de cierre, las Cortes Generales podrán, mediante LO, por razones de interés nacionales: a) aprobar un EA para una CA uniprovincial en el caso de una provincia carente  de entidad regional histórica, b) acordar o autorizar un EA para territorios no integrados en la organización provincial (Ceuta, Melilla, y de acuerdo con algunas interpretaciones, el futuro supuesto  de la reintegración de Gibraltar a la soberanía española), c)  sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a la que se refiere el artículo 143 CE.
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Disposición Adicional prevé una vía especial para Navarra  en cuanto ésta es territorio foral. En lugar de elaborar un EA, procedió a actualizar su régimen foral mediante la aprobación  de la LO 13/82, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (LORAFNA).  Tal LO es producto de la negociación entre  la Diputación Foral de Navarra y los poderes centrales del Estado, y  fue aprobada por las Cortes Generales.  La función de LORAFNA es la misma que poseen los EA’s, y en consecuencia Navarra es considerada una CA.
Otras cláusulas constitucionales para la definición del Estado autonómico
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Las cláusulas de intervención estatal sobre el acceso a la autonomía

· El artículo 144 CE prevé 3 modalidades de contribución unilateral del legislador del Estado al cierre del mapa autonómico
. En todas se exige la apreciación por las Cortes Generales de razones de “interés nacional” que así lo aconsejen. Las 3 modalidades son:
· La posibilidad de adoptar por LO un EA para una provincia  a la que no se reconozca “entidad regional histórica”. Ej. ése fue en la práctica el caso de la CA de Madrid.
· La posibilidad de autorizar o acordar un EA a territorios no integrados en la organización provincial. Ej. las ciudades de Ceuta y Melilla.
· La posibilidad de sustituir la iniciativa (en caso de que ésta fallara) de las Corporaciones Locales descrita en el art. 143 con el fin de permitir la integración de un territorio en una CA. Ej. este procedimiento se utilizó, por un lado, para reintegrar la provincia de Almería al proceso andaluz por la vía del artículo 151 (mediante LO 13/1980), y por otro lado, para incorporar Segovia al proceso castellano-leonés por la vía del artículo 143.
· Disposiciones transitorias 1ª, 2ª, 4ª y 5ª: prevén especialidades procedimentales para la regulación de acceso a la autonomía de ciertos territorios. La DT1ª y 2ª fueron ejercitadas en la práctica, pero la DT4ª (relativa a la incorporación de Navarra a la CA del País Vasco) y la DT5ª (en relación a Ceuta y Melilla) no tuvieron realización práctica.
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Las cláusulas de intervención estatal sobre el orden competencial


El art. 150 prevé 3 modalidades  de integración normativa de “bloque de constitucionalidad” junto a la propia CE y los EA’s: a) las leyes marco (150.1), b) las leyes orgánicas de transferencia o delegación de competencias (150.2), y c) las leyes de armonización (150.3)

Cabe destacar que la utilización sucesiva de la técnica competencial de artículo 150.2 (leyes orgánicas transferencia o delegación) ha permitido otras tantas “redefiniciones” del orden competencial entre el Estado y la CA de que se trate: hasta la fecha, esta técnica ha servido, entre otros objetivos, para permitir que 2 CCAA del art. 143 (la Canaria y la Valenciana)  nacieran con unas competencias ampliadas hasta extremos análogos  a las del art. 151; y que 10 CCAA del art. 143 pudiesen (de conformidad con los Pactos Autonómicos  de Gobierno-PSOE-PP de 1992) ampliar sus competencias hasta su equiparación sustantiva con las del art. 151.
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Las cláusulas constitucionales para el reconocimiento de ciertas especialidades territoriales: los “derechos históricos” de las comunidades forales y el régimen económico fiscal especial de Canarias

· Disposición Adicional 1ª
  señala que las CCAA del País Vasco y Navarra (territorios forales con derechos históricos) presentan singularidades en su configuración jurídica, que son: a) institucional, por la existencia en cada uno de estos territorios forales de las respectivas Juntas Generales, o Parlamento Foral y de las Diputaciones Forales como órgano de gobierno, b) competencial, por la titularidad de competencias singulares, heredades de antiguos regímenes históricos, c) financiero y tributario (la más importante), por la existencia de regímenes especiales de autonomía tributaria y fiscal.
· Disposición Adicional 3ª referente al Régimen Económico Fiscal (REF) especial de Canarias consistente en el tradicional disfrute de libertades comerciales, franquicias portuarias y una imposición indirecta especial  cuya recaudación contribuye a la suficiencia financiera de las Corporaciones locales de un archipiélago alejado del territorio peninsular.
Proceso de aprobación de los estatutos de autonomía

La creación de una CCAA tiene 2 momentos o fases importantes:

1. La iniciativa de sus entes locales o representativos para iniciar el proceso.

2. La aprobación del Estatuto de Autonomía.

Existen 2 grandes procedimientos  de aprobación, en función de la vía de acceso a la autonomía.
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Procedimiento para las CCAA del art. 151 y DT2ª (CE 151.2)

1. Características: a) corresponde a Andalucía, Cataluña, País Vasco y Galicia, b) Es complejo y agravado puesto que introduce muchos elementos de pacto entre el Estado y la futura comunidad, c) el EA será una LO con muchas peculiaridades, la primera de las cuales  habrá sido su proceso de elaboración.

2. Procedimiento:
· Elaboración del proyecto de Estatuto por la Asamblea legislativa de la CCAA- El Gobierno convoca a todos los Diputados y Senadores de la comunidad para que se constituyan en Asamblea, a los efectos de elaborar el correspondiente proyecto de estatuto, mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

· Comisión Constitucional del Congreso- Una vez aprobado se remite a la Comisión Constitucional del Congreso, la cual, dentro el plazo de 2 meses, lo examinará con el concurso y asistencia de una delegación de la Asamblea que ha elaborado el proyecto para determinar de común acuerdo su formulación definitiva.

· Ratificación mediante referéndum: si se alcanza dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado estatuto.

· Ratificación de las Cortes Generales: si resulta aprobado por la mayoría de los votos de cada provincia afectada, se somete a votación de ratificación por las Cortes Generales.

· Aprobado el Estatuto será sancionado y promulgado por el rey y se convierte en ley.
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Procedimiento para las CCAA del art. 143 (CE 146)

1. Características: a) tiene una menor exigencia de consenso, es decir, intervienen menos elementos de pacto, b)  no hay intervención popular en el sentido de que no son sometidos a referéndum.
2. Procedimiento: el proyecto de Estatuto es elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos  en ellas, y será elevado a las Cortes para su tramitación como ley. El proyecto sigue  el trámite en las Cortes Generales de una LO.
Cabe recordar alguna excepción  como la del estatuto de Navarra que accedió a su autonomía a través de las Disposición Adicional I de la CE, por un pacto entre el gobierno central y la Diputación  Foral.  No recibe el nombre de estatuto, sino que se llama Ley orgánica de reintegración y amejoramiento del fuero y acoge el máximo nivel competencial.

El desarrollo del Estado autonómico
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1979-1983 Primera fase

a. Es la fase inicial hasta que todos los estatutos resulten aprobados: se crean 17 CCAA, se celebran las primeras elecciones autonómicas, el TC dicta la famosa sentencia de la LOAPA (STC 76/1983).
b. Los primeros estatutos aprobados fueron el catalán y el vasco en 1979. El “Estatut de Sau” (de Cataluña) sirvió de base y modelo para otras comunidades.
c. Las primeras elecciones autonómicas fueron también en Cataluña y el País Vasco (1980) en las que los partidos nacionalistas obtuvieron mayorías. Se crearon  los primeros Parlamentos autonómicos, y se empezaron a crear las CCAA y su administración. Sin traspasos competenciales.
d. Aprobación de leyes importantes: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (que regula la resolución de conflictos entre el Estado y las comunidades), la LOFCA (Ley Orgánica de Financiación de las CCAA).
e. El proceso de creación de los EA’s sufrió un parón de 1 año debido a la existencia de muchos problemas políticos. Ej. El gobierno central tenía la intención de que Andalucía no accediera por la vía del art. 151, razón por la que impulsó la abstención del referéndum; los acontecimientos de la dimisión de Suárez, el 23-F; acuerdos autonómicos de 1981 entre UCD y PSOE para el desarrollo del Estado de las autonomías.
f. LOAPA (Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico) pactada en los Acuerdos Autónomicos de 1981, supuso un intento gubernamental de racionalizar el proceso. Ésta resultó ser muy polémica pq introducía elementos de control para todas las comunidades. Fue impugnada ante el TC que la anuló en parte. STC 76/1983:
i. Anula una buena parte de la Ley por no ajustarse al sistema de fondo de la Constitución Española.
ii. El TC subraya el carácter constitucional de la autonomía política, que no se puede limitar por las leyes estatales. Entre la CE y el EA no se puede interferir una ley estatal.
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1983-1992 Segunda fase

1. Puesta en marcha de la dinámica transferencial  y la adquisición del rodaje del sistema (financiación, cooperación e interacción bases/desarrollo).
2. Se procede a la construcción institucional de las CCAA.
3. Acuerdo autonómico de 1992 entre el Gobierno, el PP y el PSOE que pretendía a) incrementar el techo competencial de las CCAA del art. 143, b) al tiempo que se reimpulsa el  proceso de traspasos con carácter general, y c) se procedía a dar un fuerte empuje al principio  general de colaboración y cooperación entre Estado y CCAA, mediante la institucionalización y regulación legal de las figuras hasta entonces generadas en la práctica.
4. El ingreso de España a la CEE afecta considerablemente a las CCAA, pq los sujetos titulares en la CEE son los estados miembros, no las comunidades o regiones, y además supone una cesión de competencias soberanas (del Estado o de las CCAA) por parte del estado a los órganos supranacionales. Ha habido países que han modificado sus respectivas constituciones para que los entes autonómicos puedan tener alguna participación en la Comunidad europea.
5. Se empieza a plantear las reformas de los EA’s pq ya han transcurrido 5 años exigidos para revisar  e incrementar los niveles competenciales.
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1993 – en adelante

1. Detección avanzada  a partir de 1993 (coincidente, no casualmente, con la finalización de las Legislaturas de mayoría absoluta y la apertura de un ciclo  de acuerdos parlamentarios con minorías nacionalistas) de los problemas de ajuste del Estado autonómico, éstos comprenden:
· La reforma del Senado: pensando en la subsanación del déficit de cooperación intergubernamental e integración de la diversidad en un foro participativo entr el Estado y las CCAA.
· La corresponsabilidad fiscal: pensando en la subsanación del desajuste entre descentralización del gasto y centralización de los ingresos.
· El llamado “Pacto local”: para la búsqueda de un nueva marco de autonomía local en el Estado autonómico avanzado.
1. Insatisfacción de las comunidades históricas éstas reclaman el reconocimiento del “hecho diferencial”.
TEMA 2: ESTADO AUTONÓMICO: PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y ESTATUTOS DE AUTONOMIA

1. Características generales del Estado de las Autonomías
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La CE  no define (es muy abierta) un modelo de organización territorial para el Estado
, sino que se acoge a un marco general, abierto y flexible
· Razón- a) motivos históricos (influencia del sistema republicano de) 1931, y b) la dificultad  para conseguir un consenso  en proceso constituyente, lo que obligó a aplazar la cuestión mediante  la remisión a los futuros Estatutos de Autonomía.  
· La CE  remitió la concreta determinación de la organización territorial  a decisiones posteriores de los poderes constituidos. Tal determinación se hizo básicamente durante los años posteriores al 1978 mediante los Estatutos de Autonomía (institucionalización de las distintas CCAA). 
Por consiguiente, los Estatutos de Autonomía completan la Constitución para la determinación de la estructura territorial del Estado. 

· Art. 2 y 149 CE son revueltos y confusos: el art. 2 refleja  una larga discusión  sobre puntos y comas que da idea de la complejidad de la elaboración de la propia ley. El art. 149 sólo señala las competencias exclusivas del estado y de una forma no demasiado clara, éste es el resultado de la imposibilidad de redactar las tres listas de competencias por falta de consenso
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El “Estado de las autonomías”  es una expresión utilizada por la jurisprudencia constitucional para referirse a la organización territorial del Estado español, y que sirve para remarcar que el Estado español no es un Estado federal.
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El Estado de las autonomías no encaja en ninguno de los grandes modelos de Estado: unitario  y descentralizado (confederación de Estados, Estado federal, Estado regional).
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El Estado de las autonomías y el Estado federal:

· Características del EA similares respecto el EF:
1. La dualidad de poderes que existen en España que se encuentra reconocida en la CE.
2. Existencia de la distribución competencial, reconocida en la CE.
3. Existencia de vías de participación en la formación de la voluntad de la federación, reconocidas en la CE.
4. División vertical de poderes , con un reconocimiento constitucional de la autonomía política, no sólo administrativa de las CCAA.
· Características que no tiene el EA pero si  el EF:
1. Las CCAA no pueden aprobar por sí mismas ni reformar  sus estatutos.
2. Las CCAA no tienen participación en las reformas constitucionales.
3. En definitiva, no se dan las características para poder decir “es este modelo determinado de Estado”.
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Conclusión: se trata de un Estado compuesto o descentralizado similar al Estado federal pero sin serlo completamente

2. Los principios de unidad, autonomía y solidaridad

Recogido en: CE 2 La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad  entre todas ellas.

1. Estos principios están interrelacionados entre sí.

2. No pueden limitarse recíprocamente, sino que se integran en uno sólo que es el de autonomía.

3. El principio de autonomía está integrado  a la vez por el de la unidad del Estado y el de la autonomía de las CCAA,  y por el principio de solidaridad entre ellas.

Principio de unidad 

Recogido en: ningún precepto constitucional formula este principio como tal, pero su existencia se deduce de varios y en especial del CE 139.2 que dispone  ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes  en todo el territorio nacional.

1. No equivale a uniformidad: principio histórico que ha presidido el reparto territorial del poder en España de siglos anteriores o de la época franquista y que consiste en que todas las instancias existentes dependan de un poder central.

2. Manifestado en 2 grandes vertientes: a) desde el punto de vista  exterior o externo, b) desde el punto de vista interior o interno.

Desde el punto de vista exterior significa que España se constituye en un estado único frente a la comunidad internacional, respondiendo como tal de los compromisos adquiridos, pero no prohíbe que las CCAA puedan tener oficinas en Bruselas ante la Comunidad Europea.

Desde el punto de vista interior  significa que España es una única entidad constitucional y como tal dispone de unas instituciones y órganos que representan a todo el conjunto de la población española (Cortes Generales, Gobierno, etc.).

Tal principio de unidad desde el punto de vista interior se despliegan en 3 direcciones o dicho de otra forma requiere que se den 3 condiciones:

1. Existencia de un régimen político constitucional uniforme. Éste se deriva de la aplicación de los llamados principios de integración constitucional que son tres:
a. Principio de homogeneidad política institucional de las CCAA: es decir, tanto las CCAA como el Estado tiene un régimen político-constitucional homogéneo o similar. El  Estado español es una democracia representativa a todos los niveles, y la forma de gobierno es parlamentaria en ambos.
b. Principio de igualdad en todas las CCAA:  a pesar de las diferencias iniciales, todas tienen la misma legitimidad frente al TC, todas designan un igual número de senadores (aunque de forma proporcional), y no privilegios a ciertas CCAA (CE 138.2).
c. Principio de integración constitucional o principio de igualdad de derechos y deberes de los ciudadanos: significa que  todos los ciudadanos tiene igual posición jurídica frente a los poderes públicos, y todos son igualmente titulares de los derechos y libertades reconocidos en el Título I de la CE. No significa la homogeneidad absoluta de los ciudadanos, esto seria tanto como negar la autonomía.
2. Existencia de un único espacio económico común. Este principio se manifiesta  a su vez en 3 vías diferentes:
a. Regulación constitucional unitaria de las actividades económicas: tiene diferentes manifestaciones en la CE, que son art. 33 reconocimiento del derecho de propiedad, art. 38 reconocimiento del principio de libertad de empresa, art. 128 sometimiento de la riqueza al interés general, art. 131 capacidad de planificación del estado. Todos ellos de aplicación en todo el territorio del estado. Pero hay que tener en cuenta que lo que es unitaria es la regulación, pero no la actividad.
b. Distribución competencial que permite una dirección unitaria de la economía.  Ello implica la existencia de competencias estatales que garanticen esta dirección unitaria Ej. legislación mercantil, laboral y de propiedad industrial e intelectual; materia monetaria, comercio exterior, etc.
c. Existencia del principio de unidad de mercado y libre circulación de personas y bienes por todo el territorio nacional :
· art. 139.2 Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.
· Art. 19 Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
3. Garantía de que todos los poderes del Estado funcionen armónicamente: tiene que haber una coordinación entre los poderes públicos de forma que funcionen de una forma armónica.

a. Razón- el poder del Estado central y el autonómico ejercen su jurisdicción sobre los mismos ciudadanos en el ámbito territorial.

b. Mecanismos de relación entre Estado y CCAA, que supone la propia distribución de competencias.

c. Técnicas de relación específicas: los convenios entre el Estado y las CCAA; los convenios entre las propias CCAA; las conferencias sectoriales  (formadas por el Ministro del ramo y los Consejeros de todas las CCAA); las relaciones de conflicto que sedan en el ejercicio de las competencias, se resuelven normalmente a través el Tribunal Constitucional (aunque tb puede hacerse a través del pacto y la negociación).

Principio de solidaridad

Recogido en: CE 2, 138.1 por el establecimiento de un equilibrio económico adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español.

1. Tiene una dimensión de reciprocidad entre intereses generales e intereses particulares, razones: a)  la solidaridad exige que todos los poderes públicos, centrales y autonómicos, actúen teniendo presente que son partes integrantes de una unidad, por lo que, consecuentemente tiene unos intereses únicos y comunes. B) en cuanto integrantes de ese todo, cada una de las partes debe actuar también respetando los intereses propios de los demás, que no deben contraponerse, sino que tienen que resultar complementarios.
2. El Tribunal Constitucional ha afirmado la existencia de deberes constitucionales que se imponen en las relaciones entre el Estado y CCAA, y de éstas entre sí, éstos son: deber de auxilio recíproco, deber de apoyo y lealtad constitucional.
3. Fondo de Compensación Interterritorial:  instrumento básico creado por la CE, cuya finalidad es hacer efectivo el principio de solidaridad en su dimensión básica que es la económica.
4. Tal principio tiene su representación más genuina en Alemania, donde el Tribunal Constitucional federal ha extraído de la propia estructura federal un principio llamado de “lealtad federal”, es el llamado “BUNDESTREUE”, y  lo ha usado para anular actuaciones que inicialmente estaban en su ámbito competencial pero que, por determinadas circunstancias, iban en contra de los intereses de la otra instancia.

5. Nuestro Tribunal Constitucional no tiene una formación tan elaborada de este principio. No se utiliza  para anular decisión, sino que normalmente se utiliza para obligar al estado a dar auxilio a alguna comunidad, pero nunca tanto como en el ámbito germánico.
Principio de autonomía

Recogido en: CE 2 reconoce el principio de autonomía de las diferentes regiones y nacionalidades (sin definirlas), CE 137 y siguientes establecen las vías para acceder a la autonomía.
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El principio de autonomía tiene 2 grandes vertientes o manifestaciones:
1. La autonomía como derecho: el principio dispositivo

a. La CE no reconoce directamente la autonomía de cada una de las nacionalidades y regiones. Esto es una peculiaridad de la CE respecto otras constituciones  que estructuran el Estado de forma descentralizada.
b. La autonomía es un derecho que puede ejercitarse o no: en la CE la autonomía era una posibilidad no una imposición. No obstante, ha habido una generalización del fenómeno autonómico, las distintas nacionalidades y regiones españolas han ejercitado ese derecho a través de la aprobación de los respectivos EA’s.
c. Titularidad del derecho a la autonomía: a) la CE se refiere a un doble tipo de titular, nacionalidades y regiones. B) intención de la doble titularidad es dejar constancia de la existencia de determinadas zonas del territorio cuya autonomía encuentra sus fundamentos  en particularidades culturales, históricas, geográficas, conciencia nacional, etc. . C) la CE se limita a ofrecer una serie de criterios para determinar cuales eran esas nacionalidades y regiones provincias limítrofes con características históricas, culturales, y económicas comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica (CE 143.1) D) la CE no dibujó el mapa autonómico: los límites de las distintas nacionalidades y regiones es una cuestión abierta
2. La autonomía como principio constitucional que está reconocido en el art. 137 y desarrollado en el título VIII. Está garantizado por la CE, y los estatutos de autonomía.  Diferencia entre autonomía de las nacionalidades y regiones y la autonomía local:  la primera tiene un contenido político y la segunda administrativo.
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Principio de autonomía, definición (o contenido político de la autonomía):  es la garantía constitucional de un sistema político propio de cada comunidad autónoma que genera un orden jurídico propio y diferenciado que permite la elaboración de políticas propias y la participación en las decisiones generales del Estado.  A continuación se analiza los punto contenido en esta definición:

1. La garantía constitucional de un sistema político propio:
a. Desde el primer momento ha habido  unanimidad absoluta en que las autonomías tenían un carácter político  (no administrativo), que se manifiesta en la atribución de poder legislativo, puesto que es  a través de las leyes que se pueden tener políticas propias.

b. Las instituciones autonómicas demuestran también la existencia de este sistema político propio: existe un sistema institucional formado por un parlamento (elegido por el pueblo), éste a subes designa al presidente de la comunidad, que elige su propio gobierno  (bajo cuya jurisdicción se encuentra la administración de la CCAA).

2. Ordenamiento  jurídico propio y diferenciado:  

a. Las CCAA no tienen sólo una capacidad de hacer leyes sino que crean un ordenamiento jurídico propio y unitario con las características de todos los ordenamientos.

b. Tienen la capacidad de autointegración que les permite ser los más completo posible. No hay laguna en ellos.

c. Como consecuencia las relaciones entre las fuentes del derecho autonómico y las estatales no son relaciones entre normas sino entre ordenamientos. Por lo tanto, no son aplicables los principio cronológicos, de jerarquía y de competencias sino otros principios.

3. La elaboración de políticas propias:
a. El sistema político propio les permite elaborar políticas propias en el marco de sus competencias.

b. El Tribunal Constitucional  se pronuncio al respecto en la STC 37/1987 sobre la Ley de  Reforma Agraria Andaluza (que limitaba los derechos de los latifundistas, afirmando que la comunidad estaba facultada para hacerlo frente a las alegaciones de los afectados que apelaban el principio de igualdad frente otras comunidades) “la autonomía significa precisamente la capacidad de cada nacionalidad o región para decidir cuándo y cómo ejercer sus competencias en el marco de la Constitución y el Estatuto. Y no significa que todas las comunidades observen las mismas competencias ni que tengan que ejercerlas de una manera y con un contenido que tengan que ser semejante”. Por tanto la autonomía política permite establecer diferenciaciones  entre las competencias.

4. Participación de la CCAA en las decisiones generales del Estado: mediante el Senado (que en España   no funciona como sería de desear), la colaboración, y la posibilidad de ejercer la iniciativa legislativa que tienen las CCAA entre otros.
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La autonomía como poder limitado
1. El concepto de autonomía supone limitación de poderes: pq la autonomía se incardina dentro de la unidad.
2. 2 tipos de límites:

a. Competencias exclusivas del Estado (CE 149): la CE establece las competencias que corresponden a los poderes centrales del Estado y que, en consecuencia no pueden ser asumidas por  las CCAA a través de sus Estatutos de Autonomía, y otros instrumentos normativos. Debe señalarse que la CE  no atribuye directamente competencia alguna a las CCAA, sólo establece el marco, es decir, los límites de las competencias que las CCAA pueden asumir.
b. Principios  generales que articulan la unidad del Estado y autonomía de nacionalidades y regiones: éstos limitan el ejercicio de competencias de las CCAA, pero también de los poderes centrales. Éstos son Solidaridad (CE 2, 138.1), igualdad de las CCAA (CE 138.2), igualdad de derechos y obligaciones de los ciudadanos ( CE 139.1), unidad económica (CE 139.2).
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El contenido no necesariamente homogéneo de la autonomía, motivos:

1. La CE diferenció 2 tipos de CCAA según el grado de autonomía que podían asumir en un primer momento de establecimiento del Estado de las Autonomías: tal distinción ha perdido importancia desde el punto de vista de competencias, al transcurrir  el periodo transitorio de 5 años previsto (CE 148.2),  de forma que el techo máximo de autonomías es ya el mismo para todas las CCAA.

2. La CE no establece el contenido material de la autonomía  sino que fija solamente el marco dentro del cual puede cada EA asumir competencias: ello significa que no todas las CCAA tienen porqué asumir las mismas competencias o, aún asumiéndolas, pueden hacerlo en un mismo grado. El desarrollo efectivo del Estado de las Autonomías ha confirmado el carácter no homogéneo de la asunción de competencias.
3. Existencia de “hechos diferenciales” entre CCAA: como lenguas propias, derechos históricos, estructura insular  que afectan a las competencias de las CCAA.
3. El Estatuto de autonomía como norma institucional básica de las CCAA: posición, contenido y reforma

Estatuto de Autonomía (CE 147):  es la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma.

4 tipos de Estatuto de Autonomía

· EA de las CCAA de vía lenta (CE 143)- la presentación de un proyecto por la CCAA. La aprobación definitiva del Estatuto es única y exclusivamente de las Cortes Generales. La CCAA no interviene en la aprobación de su Estatuto.

· EA de las CCAA de vía rápida (CE 151 y DT2ª)-  se trata de  una norma pactada (“Estatutos pactados”)  entre la CCAA y las Cortes Generales.

· EA de Ceuta y Melilla (ciudades autónomas)-  el Estado central otorga a las ciudades autónomas su Estatuto. Las ciudades no participan ni en la elaboración ni aprobación de su Estatuto.

· EA de Navarra- se trata de una norma pactada entre el gobierno autonómico y el gobierno central. No se pueden introducir enmiendas. Las Cortes Generales ratifican por LO el acuerdo entre los dos gobiernos.

Naturaleza o posición 
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El EA es una  norma jurídica sui generis  puesto que posee una doble dimensión: a) por un lado, es la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma (CE 147.1), ello supone  que constituye la base y fundamento del correspondiente ordenamiento jurídico autonómico del que forma parte. Y b) a la vez, el EA forma parte también del ordenamiento jurídico estatal (CE 147.1 final el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico).


Conclusión: tiene una doble naturaleza autonómica y estatal.
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Consecuencias de la doble naturaleza:

1. Los EA’s están sometidos a la CE, de la que deriva su legitimación jurídica. Por tanto, el EA no puede vulnerar  la CE y está sometido a los instrumentos  ordinarios de control de constitucionalidad (recurso y cuestión de inconstitucionalidad).
2. Los EA’s no son  una Ley orgánica como otra cualquiera, a pesar de que se aprueben mediante ley orgánica pq cualquier  ley orgánica no puede modificar los Estatutos.
3. Disponen de fuerza “pasiva” o resistencia especial, ya que sólo pueden ser reformados mediante el procedimiento específico que los mismos estatutos prevén.
a. Por consiguiente, una vez aprobado y promulgado, el Estatuto es indisponible (congelación de rango) tanto por legislador estatal como por el autonómico, de modo que es inmune a cualquier modificación realizada por ley orgánica o ordinaria. Sólo se exceptúan de esta resistencia los casos expresamente previsto por la Constitución (149.1.29, 152.1 párrafo 2º, y en su caso 157.3) o por los mismos estatutos.
4. Los EA’s en cuanto norma básica se imponen en sus respectivos ordenamientos territoriales sobre el resto de normas, tanto en los aspectos formales y organizativos como sustanciales. De modo que las leyes y demás normas y actos autonómicos deben respetar el correspondiente Estatuto que fija las grandes líneas estructurales del ordenamiento jurídico de cada Comunidad Autónoma.
5. Los EA’s forman parte del bloque de constitucionalidad
 en la medida que constituyen un complemento indispensable de la Constitución para la determinación de la distribución territorial del poder. De modo, que son, juntamente, con  la misma Constitución, parámetro de o canon para enjuiciar la constitucionalidad de la legislación estatal y autonómica. 
Contenido

Recogido en: 147.2 establece un contenido material mínimo (o núcleo duro) de los EA’s que es a) la denominación de la CA que mejor se corresponda con su identidad histórica, b) la delimitación de su territorio, c) la denominación, sede y organización de sus instituciones de autogobierno, y d) las competencias a asumir y las bases para el traspaso de las mismas. Por su parte, el art. 147.3 prescribe que cada EA sólo podrá ser reformado de acuerdo con el procedimiento previsto en su propio texto.

Objetivo EA:  servir de sustento fundamental a la creación, organización y atribución de competencias para la CA (triple dimensión o contenidos básicos).
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Creación (CE 147.2): el EA es la carta de nacimiento de la CA, las CCAA alcanzan su existencia jurídico-política mediante la aprobación de su correspondiente EA.

· La existencia de una entidad histórica, cultural o organizativa previa es la base para el ejercicio del derecho de acceso a l autonomía, pero no supone la existencia de la CA en cuanto a tal, ésta nace con su Estatuto.
· La CE exige  que  en el mismo se establezca lo siguiente: a)  su denominación, de acuerdo con lo que mejor se corresponda a su identidad histórica y b) la delimitación del territorio.
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Organización (CE 147.2):  el EA contiene lo relativo a las líneas maestras de la organización de la CA, CE 147.2 el Estatuto deberá contener “la denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias”.

· En principio existe una absoluta libertad respecto la determinación de la organización, pq  autonomía supone fundamentalmente <<autoorganización>>, aunque  la CE 152.1 impone a las CCAA de vía rápida unas mínimas exigencias, que han sido seguidas también por las CCAA de vía lenta.
· La denominación de las instituciones es libre para el legislador estatutario.
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Asunción
 de competencias (147.2 d
): el EA  contiene las competencias asumidas dentro del marco establecido en la CE  y las bases para el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas.

· El principio dispositivo de la autonomía de nacionalidades y regiones conduce, entre otras cosas, a que no se reconozcan competencias a éstas por la Constitución, de manera que deben asumirlas.

· El EA es el instrumento fundamental (aunque no único) para llevar a cabo esa asunción de competencias.
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Otros contenidos de los EA’s: todos los estatutos han superado  ese contenido mínimo  (creación, organización y atribución de competencias) incorporando preceptos sobre distintas materias de diversa naturaleza que se han considerado de especial importancia. Ej. normas relativas a símbolos,  al pluralismo lingüístico, hacienda y economía, etc. También se han incorporado  normas de naturaleza finalista o programática sobre la acción de los poderes públicos autonómicos.

Reforma

Recogido en:  147.3 “la reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica”.
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La doble naturaleza  (estatal y autonómica) de los EA’s se refleja en su procedimiento de reforma.
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La CE  a) realiza una remisión genérica a los EA’s en relación al procedimiento que debe seguirse para su reforma;  y que b) las reformas se remitan a las Cortes Generales para su aprobación mediante LO, ello es congruente con la  naturaleza de normas estatales con forma de LO.
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La iniciativa de reforma: la mayoría de EA’s reconocen tal iniciativa  tanto a órganos autonómicos (Consejo de Gobierno y Asamblea Legislativa, en general) como estatales (Cortes Generales, y en ocasiones, Gobierno de la Nación). Eso está en congruencia con la doble voluntad que reside en el Estatuto.
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EA’s aprobados por vía rápida (o extraordinaria) (CE 151): la CE 152.2 establece un requisito adicional para su reforma que la aprobación de ésta por referéndum en el correspondiente ámbito territorial. Con ello se establece cierto paralelismo  entre procedimiento de aprobación y de modificación
.
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Estatutos rígidos: todos los sistemas de reforma de EA’s  han introducido elementos que dotan a éstos de cierta rigidez, en congruencia en que los EA’s  ocupan un posición privilegiada  en los ordenamientos autonómicos.
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Contenido y alcance de las reformas estatutarias:

· El problema de la reforma de los EA’s se conecta con la ampliación de las competencias de las CCAA. Sin embargo, es posible para las CCAA ejercer competencias sin necesidad de asumir su titularidad  mediante la reforma de los Estatutos. No obstante,, el  asentamiento del sistema autonómico parece conducir a que, antes o después, una CA posea la titularidad de las competencias que ejerce.

· La reforma puede afectar a cualquier otra materia, no únicamente el aspecto competencial. Ej. las primeras reformas estatutarias  que se realizaron no afectaron a las competencias sino a aspectos institucional.
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La Asamblea de la CCAA, cuyo estatuto sea objeto de reforma, podrá retirar la propuesta en cualquier momento de su tramitación ante la cámara. En el supuesto de que la Asamblea de la CCA ejercite el derecho de retirada, se entenderá que la propuesta de reforma no ha sido aceptada por las Cortes Generales.

TEMA 3: INSTITUCIONES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1. La potestad de autogobierno de las CCAA y el sistema de gobierno de las Comunidades
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La capacidad de autoorganización de las CCAA respecto sus propias instituciones:
1. Elemento fundamental de la autonomía garantizada por la CE: 1) el art. 147.2.c prevé como contenido imprescindible de los Estatutos “la denominación, organización y sede de las instituciones auto autónomas propias”, 2) el art. 148 sitúa entre las competencias asumibles por todas  las CCAA “la  organización de sus instituciones de autogobierno”.
2. Tal capacidad de autoorganización se extiende  también a la organización territorial interna de las CCAA (CE 148.1.2, 152.3) y la financiación de su actividad (CE 156.1).

3. Los Estatutos de Autonomía han hecho uso (sin excepción de ninguna CA) de las habilitaciones constitucionales para establecer su sistema institucional.
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 La autonomía de las CCAA consiste en su capacidad de autogobierno. Ello se traduce  en dos manifestaciones concretas:

1. Consideración de las CCAA como verdaderos centros de gobierno de naturaleza estatal: las CCAA tienen instituciones de carácter representativo y ejecutivo independientes de las del Estado y con capacidad de establecer orientaciones políticas generales propias.

2. El autogobierno se traduce en la atribución a las CCAA de potestades estatales, éstas son básicamente tres: potestad de autorganizarse, potestad legislativa, potestades ejecutivas (gubernativas y administrativas).

 Homogeneidad o similitud de los sistemas institucionales de las CCAA

1. Sistemas institucionales muy similares entre sí, y directamente inspirados, en la mayoría de los casos, en las instituciones estatales.
2. Tal homogeneidad se hace particularmente evidente en los Estatutos aprobados tras los Acuerdos Autonómicos de 1981.
3. Razón de la homogeneidad: el modelo institucional del art. 152 (previsto únicamente por las CCAA de primer grado) ha sido adoptado por la totalidad de los EA’s.
4. Permite un estudio conjunto de la organización de las CCAA.
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 La CE se ocupa de la organización institucional de las CCAA con cierto detalle únicamente de las CCAA de autonomía plena o de primer grado
: 

1. Del art. 152 se deduce  de que en todos los casos se trata de una democracia representativa, por sufragio universal, con división de poderes no plena sino en el sentido de colaboración de poderes, y sistema de gobierno parlamentario con relación entre el Parlamento y el Gobierno que se manifiesta tanto en origen (designación del  Presidente del gobierno) como en su desarrollo (mociones de censura o cuestiones de confianza).

2. Así el art. 152 CE regula los órganos legislativos y ejecutivos de las CCAA de primer grado, mientras que los correspondientes órganos de las CCAA de segundo grado (o con autonomía reducida) carecen de previsión constitucional específica.

3. No obstante, el modelo institucional del art. 152 ha sido adoptado por la totalidad de los EA’s. Por ello el modelo  organizativo es prácticamente idéntico en todas ellas.
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 Modelo institucional del 152 CE adoptado por todas las CCAA

1. Elementos fundamentales: una Asamblea Legislativa, un Consejo de Gobierno encabezado por un Presidente que asume la representación  de la respectiva Comunidad, y un Tribunal Superior  de Justicia, que culmina la organización judicial en el ámbito territorial de cada Comunidad.
2. El modelo adoptado por las CCAA representa un variante del sistema parlamentario nacional y resulta similar en todas las CCAA.
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 Diferencias institucionales de las CCAA:  

· Las mayores diferencias se encuentran en la organización territorial propia.
· Razones de tales diferencias: 1) el carácter uni- o pluriprovincial que  reviste cada Comunidad, 2) el carácter insular, que determina instituciones peculiares, 3) la tradición  histórica, que ha dado lugar a la aparición de entidades locales nuevas. Ej. comarcas., 4) las peculiaridades derivadas de los regímenes forales.

2. La Asamblea legislativa

Caracterización y denominación
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El art. 152.1  establece que las CCAA se organizan partiendo de la Asamblea Legislativa que es un órgano de naturaleza política y representativa.
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Ha recibido diferentes denominaciones según los Estatutos:

· Parlamento por Andalucía, Cataluña, País Vasco, Galicia, Baleares y Canarias.
· Asamblea por Cantabria , Extremadura, Murcia y Madrid.
· Cortes por Aragón, Comunidad Valenciana, Castilla-La Mancha, Navarra, y Castilla y León. 
· Junta General por Asturias.
· Diputación General por la Rioja.
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La Asamblea será elegida  por sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del territorio.
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En su organización y funcionamiento, las Asambleas autonómicas se ajustan con bastante fidelidad a las pautas sentadas por el Reglamento del Congreso de los Diputados. Aún así, es posible señalar algunas peculiaridades relativas a la composición, estructura y funcionamiento.

2.1 Sistema electoral
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La Constitución  establece la necesidad de una base común de los sistemas electorales de las CCAA y el Estado:

· En efecto el art. 81.1 reserva a la ley orgánica (esto es, forzosamente estatal) la regulación del régimen electoral general.

· Régimen electoral general significa según el TC:  las normas electorales válidas para la generalidad de las instituciones representativas del Estado en su conjunto y en el de las entidades territoriales en que se organiza, salvo las excepciones que se hallan establecidas en la CE y los EA’s. 

· Conclusión- determinadas características del proceso electoral deberá, por su carácter general o común, ser reguladas por lea legislación estatal, mientras que las normas autonómicas podrán completar esa legislación, introduciendo peculiaridades propias.
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El sistema electoral de  cada CCAA está regulado por dos normativas, la estatal y la autonómica.

· La LOREG (Ley Orgánica de Régimen Electoral General) ha establecido una serie de elementos comunes a todos los procedimientos electorales.

· Y a partir de la promulgación de la LOREG, las CCAA han procedido a dotarse de leyes electorales que complementan los preceptos de la LOREG con normas propias (referentes a la administración electoral, fijación de circunscripciones, fórmula electoral y financiación de partidos y candidatos, entre otros aspectos).
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Las leyes electorales de las CCAA han adoptado fórmulas muy similares a las leyes estatales

· La administración electoral se basa en un sistema de Juntas electorales.
· En todas las leyes electorales se prevé un sistema de financiación pública de los candidatos.
· En todas las leyes electorales se prevé la prestación de espacios de propaganda  electoral en los medios de comunicación de titularidad pública.
· En todas las leyes electorales se ha adoptado el método d’Hondt, empleada en las elecciones al Congreso de los Diputados.
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Las leyes electorales de las CCAA también han establecido peculiaridades

1. Respecto las circunscripciones- En algunos casos se prevén circunscripciones infraprovinciales: como es el caso de Asturias, Baleares, Murcia y Canarias. (En las leyes electorales estatales las circunscripción es la provincia).
2. Respecto la barrera electoral- Algunas legislaciones electorales han reforzado la cláusula (prevista en la legislación estatal) referente a la exigencia  de un número mínimo de votos para acceder a la representación parlamentaria: como es el caso de Canarias,  la Comunidad Valenciana y Murcia. (En las leyes electorales estatales la barrera electoral  del 3%)
3. Respecto la asignación de escaños- el País Vasco cada circunscripción  (provincia o territorio histórico) tienen el mismo número de representantes en el Parlamento, independientemente de su población. (En las leyes electorales estatales la asignación de escaños se concreta en función de la población de cada circunscripción).
2.2 Composición

El número de miembros de las Asambleas oscila notablemente, entre los 35 de la Rioja, y los 135 de Cataluña. 

Sólo 2 Asambleas (las de Andalucía y Cataluña) superan el centenar de miembros.

2.3 Duración del Mandato


[image: image82.png]



La duración del mandato de los representantes es en general, según los EA’s, de 4 años.
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La posibilidad de disolución discrecional de la Asamblea por el Ejecutivo:

· En una fase inicial no admitían tal posibilidad.
· Se ha ido introduciendo mediante normas legislativas (así en el País Vasco, Cataluña y Galicia), y en forma generalizada, mediante la reforma de los Estatutos de Autonomía.
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En el supuestos de elecciones anticipadas (a diferencia del sistema estatal):

· La Asamblea nuevamente elegida deberá durar solamente hasta el término en que hubiera debido producirse el final “natural” de la Asamblea disuelta.
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Celebración  de todas elecciones autonómicas  “el cuarto domingo de mayo cada 4 años”:

· Razón de ser- para evitar una continua sucesión de elecciones autonómicas, todos los Estatutos de Autonomía (excepto los del País Vasco, Galicia, Cataluña y Andalucía) han sido reformados para que las elecciones se celebren el cuarto domingo de mayo.
· La celebración será independiente respecto de que se hubiera  o no producido una disolución anticipada de la Asamblea, y como consecuencia, unas elecciones, también anticipadas, de la misma.
2.4 El Estatuto de los Parlamentarios

Introducción- 1)  El Estatuto de los Parlamentarios está  formado por unas serie de elementos que pretenden permitir al sujeto cumplir las funciones sin ningún tipo de limitaciones. 2)  En buena medida es similar  en lo relativo a sus derechos y deberes al que tienen los miembros de las Cortes Generales, aunque  con alguna notable diferencia en lo relativo a las prerrogativas parlamentarias.
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Adquisición de la condición plena de Parlamentario

Una vez elegido  debe cumplir una serie de condiciones  para adquirir su condición plena de parlamentario: a) presentar   su acta de parlamentario electo ante la Mesa de la Cámara, b) hacer una declaración de bienes y patrimonio y de actividades, c) jurar o prometer el acatamiento a la Constitución española (ésta ha sido la condición más polémica hasta la fecha por cuestiones políticas de determinadas formaciones).
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Prerrogativas del Parlamentario

1. Inviolabilidad- 

a. No tiene un contenido distinto a la prerrogativa estatal.
b. Definición: no enjuiciado ni condenado por las opiniones  manifestadas en el ejercicio de sus funciones // irresponsabilidad absoluta por lo expresado en el ejercicio de su cargo (71.1).
2. Inmunidad- 

a. No tiene exactamente el mismo contenido que la estatal, se trata de una  especia de “inmunidad menos plena”
b. Definición: impide la detención  por la comisión de un presunto  delito en el  territorio de la Comunidad acreditando la condición de diputado, salvo en caso de flagrante delito. Y no incluye, a diferencia de la estatal,  que el parlamentario para ser procesado penalmente precisa de autorización de la Cámara, y un “suplicatorio” extendido por el Juez.
3. Los parlamentarios gozan de un fuero especial- se reserva  a determinados órganos jurisdiccionales el conocimiento de las causas contra ellos.
2.5 Procedimiento legislativo
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Diversos reglamentos parlamentarios introducen  una novedad en comparación  con el procedimiento del Congreso que consiste en la extensión de la iniciativa legislativa a entidades locales: Ayuntamientos (Andalucía, Asturias, Murcia, Castilla-La Mancha, y Madrid), Comarca (Cataluña y Murcia), etc.
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Las leyes autonómicas son sancionadas, con carácter general,  por el Presidente de la CCAA  en nombre del Rey, y publicadas en el Boletín Oficial  de la Comunidad Autónoma, así como en el Boletín Oficial del Estado.

2.6 Las funciones de las Asambleas de las CCAA
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Las funciones son  las que prototípicamente les corresponde al Parlamento como órgano sobre el que pivota la legitimidad de este subsistema de gobierno, son las siguientes:

1. Función de verificación de la existencia y mantenimiento de la confianza parlamentaria de la que surge el Ejecutivo y por la cual se mantiene: la investidura del Presidente de la Comunidad, y la eventual exigencia de responsabilidad política al Gobierno bien mediante una moción de censura  o bien como consecuencia de la pérdida de una cuestión de confianza.

2. Designación del Presidente de la CCAA y su investidura.
3. Función  de dirección política: que se traduce  en la actividad de impulso de la acción política y  de gobierno. Ésto se puede llevar a cabo mediante debates, resoluciones, mociones, proposiciones no de ley, etc.

4. Función de control de la acción de gobierno, mediante preguntas, interpolaciones, comisiones de investigación, etc.

5. Función legislativa en las materias de su competencia: como actividad más genuina de los Parlamentos (elaboración y aprobación de las leyes).

6. Función presupuestaria: aprobación de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma. Ésta como función desdoblada de la genérica función legislativa.
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A estas funciones genéricas y prototípicas cabe añadir  otras funciones específicamente asignadas por la Constitución, como es el caso  de la elección de los senadores autonómicos (69.5), y la legitimidad de las Asambleas para la interposición del recurso de inconstitucionalidad (162.1.a)

2.7 las relaciones entre la Asamblea y el Ejecutivo autonómico
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Introducción

1. Al igual que en el ámbito nacional, las relaciones entre la Asamblea y el Gobierno en las CCAA se han articulado a partir del modelo parlamentario racionalizado.

2. Hay un triple orden de relaciones:

a. Relaciones que surgen de las funciones de dirección política, que se traducen en la incorporación de mecanismo a través de los cuales puede llevarse a cabo una actividad de impulso de la acción política y de gobierno, como es el caso de las resoluciones, mociones o proposiciones de no de ley,
b. Relaciones que constituyen propiamente la función de información y control por el Parlamento de la acción de gobierno, como es el caso de las sesiones informativas, preguntas, interpolaciones, comisiones de investigación, debates generales sobre la política del Gobierno, y debates sobre el estado de la Comunidad.
c. Relaciones  que están dirigidas a las exigencia de responsabilidad política al Gobierno por le Parlamento, como es el caso de la moción de censura y cuestión de confianza.
Para completar  el cuadro de este modelo parlamentario es preciso referirse a la posibilidad de la disolución anticipada del Legislativo por el ejecutivo en algunas CCAA.

3. La “racionalización” del sistema parlamentario se refiere al  régimen consistente en definir un sistema de organización  y relación entre los poderes basado en el establecimiento de mecanismos de exigencia de responsabilidad política al Gobierno por el Parlamento.
4. La finalidad de los mecanismos racionalizadores del poder- es la introducción de una serie de cauteles, procedimiento y limitaciones (bien en la CE, bien en los EA’s) que permitan evitar la inestabilidad política que supondría dejar  la exigencia de tal responsabilidad al libro juego de los agentes y factores políticos.
5. Hay 2 procedimientos mediante los cuales puede deducirse la exigencia de responsabilidad política al Gobierno: la moción de censura y la votación de confianza.
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La moción de censura

1. La moción de censura se configura en los EA’s de manera muy similar  a la moción para el sistema estatal establecida en el art. 113 CE.
2. Se trata de una moción de censura constructiva, es decir,  la moción debe incluir necesariamente un candidato a la Presidencia.
3. El efecto jurídico y político del triunfo de la moción (para lo que se requiere la mayoría absoluta) es la investidura  automática del candidato alternativo propuesto, y en consecuencia, la formación de un nuevo Gobierno.
4. Las variaciones entre las CCAA se producen en los detalles del procedimiento y en el número mínimo de parlamentarios cuya firma exige para la presentación de la moción.
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La cuestión de confianza

1. La lógica que preside este mecanismo es de signo muy diferente a la de la moción de censura, ya que  no se trata en este caso de  que la oposición parlamentaria exija directamente la responsabilidad y trate de derribar con ello al Ejecutivo.
2. La cuestión de confianza sólo puede plantearla el Presidente a) previa deliberación del Consejo de Gobierno, b) cuando lo considere oportuno o conveniente con objeto de reforzar su posición política o comprobar si tiene o no la confianza de la Cámara.
3. Puede recaer sobre una declaración de política general o sobre su programa, aunque en algunas CCAA es posible que se plantee vinculada a un proyecto de ley.
4. El triunfo de la cuestión es por mayoría simple o bien absoluta depende de los EA’s.
5. En caso de que se pierda la votación podría decirse que a) se le ha retirado la confianza parlamentaria al Ejecutivo y, b) que se ha producido de modo indirecto una exigencia de responsabilidad política.
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La disolución de la Asamblea

1. La disolución de la Asamblea es una institución clave del sistema parlamentario de frenos y contrapesos: si la Cámara tiene derecho a censurar y con ello la posibilidad derribar el  Gobierno, éste puede, como contrapeso, decidir su disolución.
2. Finalidad disolución- solucionar, mediante el recurso al electorado, una persistente situación de inestabilidad política, cuando la oposición parlamentaria, sin querer o sin poder  derribar a un Gobierno políticamente debilitado, no  le permite gobernar.
3. En un fase inicial  Estatutos no admitían tal posibilidad.

4. Se ha ido introduciendo mediante normas legislativas (así en el País Vasco, Cataluña y Galicia), y en forma generalizado mediante la reforma de los EA’s.
5. En el supuesto de elecciones anticipadas (a diferencia del sistema estatal) las Asamblea nuevamente elegida deberá durar solamente hasta el término en que hubiera debido producirse el final “natural” de la Asamblea disuelta (esto es, “el cuarto domingo de mayor cada 4 años).
Consideraciones generales sobre los órganos ejecutivos de las CCAA y la forma de Gobierno
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Tal como resulta del modelo dispuesto por el artículo 152 de la Constitución (que aunque inicialmente previsto solo para las CCAA de la vía del 151, se ha seguido de manera generalizada), el Ejecutivo de  las CCAA está integrado por el Presidente (elegido por la Asamblea de entre sus miembros y nombrado por el Rey) y por un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas, dirigido por el Presidente.
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Destaca que el Presidente es el jefe del Ejecutivo autonómico, y éste desempeña al mismo tiempo funciones como la suprema representación de la Comunidad y la ordinaria del Estado en la CCAA. Talen funciones son realmente atípicas  en el modelo formalmente parlamentario que se adopta.

[image: image98.png]



El Consejo de Gobierno:

1. Posee en exclusivamente la función de gobierno como  órgano colegiado que ostenta y ejerce las funciones ejecutivas y administrativas
2. Está integrado por:   el Presidente (al que corresponde su dirección) y por los Consejeros.
3. El Presidente:  1) es un órgano distinto (y no es un primus inter partes) como destacan los Estatutos y las leyes de Gobierno de las distintas Comunidades. 2) sus atribuciones en orden a la función de gobierno son cualitativamente de una relevancia tal que  colocan al Presidente  en una situación de preeminencia muy acusada respecto al Consejo de Gobierno.
4. Se trata de un Gobierno de “canciller” (más que  un Ejecutivo), pq el Presidente tiene atribuciones de gran relevancia  en cuanto la función de gobierno, hecho que le sitúa en una situación de preeminencia muy acusada respecto al Consejo de Gobierno.
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Por las anteriores razones:
1. A veces se ha negado que el sistema institucional de las CCAA responda  al modelo parlamentario, entendiéndose más  bien como un sistema “semipresidencialista”.

2. Pero la doctrina  mayoritaria se ha inclinado a considerar que  se trata un modelo de régimen parlamentario, fuertemente racionalizado.

3. El Presidente
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Procedimiento de elección del Presidente de la CCAA


Es prácticamente uniforme en todas las CCAA, cuyos estatutos copian de manera más o menos cercana al fijado para la investidura del Presidente del Gobierno de la nación. El procedimiento consisten en los siguientes pasos:

1. El Presidente de la Asamblea (tras los trámites estatutariamente establecidos) propone al Pleno un candidato que debe exponer su programa de gobierno y solicitar la confianza de la Cámara a fin de ser investido como Presidente, para lo cual, tras el oportuno debate, se exige mayoría  absoluta  en primera votación y simple en la segunda.
2. En caso de no haberse conseguido  elegir un presidente, aparecen 2 soluciones diferentes según las Comunidades Autónomas:

a. Modelo generalizado- si transcurridos más de 2 meses  ningún candidato obtiene la mayoría requerida, se procede a la disolución de la Asamblea y a la convocatoria de nuevas elecciones.

i. La disolución técnica de la Asamblea  ha sido muy criticada pro la doctrina, pq  con ella puede sufrir o incluso quebrar el principio parlamentario.

b. Modelo de Andalucía y Castilla-La Mancha- se procede automáticamente a la designación como Presidente, entre los candidatos presentados, del candidato del partido que tenga más escaños, es decir,  del partido que haya obtenido mayor número de escaños  en los resultados electorales, no en las votaciones parlamentarias antecedentes.

i. Navarra inicialmente también había incorporado este modelo en la LORAFNA, pero lo ha abandonado mediante la reforma de la LO 1/2001, adoptando el modelo general.

3. Superada la votación o bien el Modelo de Andalucía y Castilla-La Mancha el Presidente de la Cámara comunicará al Rey  la elección del candidato, y entonces el Rey procederá al nombramiento del Presidente de la CCAA (CE 152), refrendado  por el Presidente del Gobierno de la nación.
a. Probablemente  hubiera sido más concorde con el principio de autogobierno atribuir este refrendo al Presidente de la Asamblea autonómica como ha argumentado un sector doctrinal.

b. El Tribunal Constitución en la sentencia STC 5/1987 declaró la inconstitucionalidad de la disposición de la Ley de Gobierno vasca que establecía tal refrendo por el Presidente del Parlamento Vasco y no por el Presidente del Gobierno, pq  los sujetos refrendantes previstos en la Constitución, según los casos, sólo son el Presidente del Gobierno, los Ministros competentes por razón de materia y el Presidente del Congreso de los Diputados.
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Las funciones del Presidente de las Comunidades Autónomas son las siguientes (CE 152.1):

1. Ostenta la suprema representación de la Comunidad Autónoma:
a. Esta representación es de tipo institucional y no de carácter político:  es decir tiene un contenido simbólico, protrocolario y jurídico, y no es el representante del pueblo de la Comunidad, pues ésta corresponde por definición a la Asamblea Legislativa.

b. Su contenido simbólico- 1) alude a la unidad del ordenamiento jurídico autonómico, situándose  desde estas perspectiva en plano funcionalmente similar, salvadas las distancias, al de un Jefe de Estado. 2) en su figura amotina la unidad del conjunto institucional autónomo. Por ello, es el órgano  en el que radica la facultad de expresar la voluntad de las Comunidad en las relaciones políticas de alto nivel que éste mantenga con el Estado, con las demás Comunidades o con otro tipo de entidades y organizaciones.

c. Su contenido protocolario-  de la condición de representante supremo deriva de que se deba dar al Presidente de la CA el tratamiento de “Excelencia” y que se asegure su precedencia en los actos sobre cualquier otra autoridad de la Comunidad, y que reciba los honores pertinentes legalmente establecidos.

d. Su contenido jurídico (el más importante)- alude al hecho  que es el supremo  representante legal de la CA como persona jurídica, lo que significa que representa la institución de autogobierno como un todo en las relaciones jurídicas en las que la Comunidad intervenga globalmente, no cuando lo hace alguno de su órganos
e. En definitiva, este particular status  lo convierte en centro de imputación, promoción y defensa  de los intereses generales de la Comunidad  en sus relaciones con otras instancias de poder.
2. El Presidente es, además, el representante ordinario del Estado en la Comunidad Autónoma:
a. Esta representación no hay que entenderla- referida al Estado-persona o Estado aparato (no a las instituciones generales del Estado), es decir, como un órgano de la Administración central, pq la  representación de las instituciones generales del Estado corresponde  al Delegado del Gobierno en la CA (CE 154).

b. Esta representación  hay que entenderla- referida al Estado-comunidad  (al Estado global), esto significa que la CA forma parte del Estado en su conjunto, y por tanto, manifiesta el principio de unidad estatal.

c. En este sentido el Presidente promulga las leyes de la CA en nombre del Rey  y ordena su publicación  en el boletín oficial de la Comunidad respectiva y, también ordena la publicación del nombramiento del Presidente del Tribunal Superior de Justicia.
3. Como Presidente del Ejecutivo autonómico es el órgano en el que radica la potestad de fijar las directrices generales de la acción de gobierno, así como el aseguramiento de su continuidad y reajuste
a. Nombra y separa libremente a las Consejeros y distribuye entre ellos las funciones ejecutivas.

b. Tiene la facultad de disolver la Cámara anticipadamente.

c. Al Presidente se le exige la responsabilidad política por su gestión y la de su gobierno.

d. Como Presidente del órgano colegiado “Consejo de Gobierno” le corresponde:
i. Convocar y dirigir sus reuniones.

ii. Asegurar la coordinación de las Consejerías.

iii. Velar por el cumplimiento de los acuerdos, etc.

Teniendo en cuenta las anteriores funciones en conjunto se confirma la superior y preeminente posición que ocupa el Presidente como órgano  ejecutivo de la CA.

4. El Consejo de Gobierno y la Administración

4.1 El Consejo de Gobierno
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Caracterización general y denominación

1. El Consejo de Gobierno, definición según CE 152.1: el órgano colegiado que ostenta y ejerce las funciones ejecutivas y administrativas en las respectivas CCAA, circunscritas, naturalmente,  en su ámbito propio en el ejercicio de las competencias asumidas por el Estatuto.
2. Su estructura puede ser variable.
3. Está compuesto, según la CE: por el Presidente y los Consejeros, que son nombrados y cesados libremente por éste. Pero está previsto en algunas leyes de Gobierno de las CCAA que pueden ser designados uno o varios Vicepresidentes.
4. Denominación- aunque la CE se refiere genéricamente al “Consejo de Gobierno” y así suele recogerse en los EA’s de muchas CCAA (ej. Andalucía), en otras recibe denominaciones diversas, como “Gobierno” (Canarias, Baleares, País Vasco), “Consejo Ejecutivo” (Cataluña), “Diputación General” (Aragón), “Diputación Foral” (Navarra), o “Junta” (Castilla y León, Extremadura, Galicia).
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Funciones del Consejo de Gobierno: las funciones más importantes que cumplen éstos órganos son:

1. El desarrollo del programa de gobierno enmarcado en el programa definido por el Presidente y bajo su dirección, mediante el despliegue de una política  que, aunque pueda apuntar más allá de los concretos límites competenciales a la hora de definir objetivos y procurar medios para su satisfacción, siempre debe realizarse sin traspasar tales límites
.

2. El ejercicio de la iniciativa legislativa en el ámbito propio de las competencias asumidas por la Comunidad.

3. La elaboración de los proyectos de presupuestos, que deben ser aprobados por el Parlamento, pero que luego serán ejecutados por el Consejo de Gobierno.

4. La potestad de dictar Decretos legislativos en aquellas  CCAA que han incorporado esa figura.

5. El ejercicio de la potestad reglamentaria, etc.
6. En definitiva, funciones bastante  similares, en su ámbito territorial, a las establecidas en el artículo 97 CE para el Gobierno de la Nación.

7. Hay que recordar que el art. 162 CE legitima también a éstos órganos  para la interposición de recursos de inconstitucionalidad, y el art. 161 para el planteamiento de conflictos de competencias ante el Tribunal Constitucional.
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Estatuto de los miembros de Gobierno

1. Los Consejeros son nombrados y cesados libremente por el Presidente.
2. El estatuto personal de los Consejeros suele estar regulados con detalle, por remisión de las normas institucionales básicas de la CA, en las leyes de Gobierno.
3. Suelen estar sometidos al mismo régimen de incompatibilidades que el Presidente.
4. El Presidente y los Consejeros tienen una aforamiento especial: a) por un lado, la exigencia de responsabilidad penal ante el Tribunal Supremo cuando se trate de hechos presuntamente constitutivos de delito cometidos fuera del ámbito de la CA. B) la exigencia de responsabilidad penal ante el Tribunal Superior de Justicia correspondiente para los hechos presuntamente delictivos cometidos dentro del ámbito de la CA. C) la exigencia de responsabilidad civil que pudiera derivar del ejercicio del cargo ante el Tribunal Superior de Justicia correspondiente.
4.2 La Administración
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La Administración autonómica  no es un poder político propiamente dicho pero tiene una gran trascendencia, y en los estados compuestos la de los entes descentralizados adquiere una gran importancia por sus competencia y por las características de este tipo de Estado.
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En los modelos federales puede haber diferentes formas de estructurar la administración:

1. En EUA- los entes que tiene la capacidad legislativa tiene también tienen la ejecutiva. Existe, pues un doble nivel administrativo.
2. En Alemania- no es que los länder no tengan capacidad legal, pero es que las importantes son las competencias ejecutivas, son más amplias que las del “bund”.
3. En España- está ocurriendo lo mismo que Alemania, y eso que partimos de un estado altamente centralizado.
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La Constitución no establece ninguna forma predeterminada de organizar la administración autonómica, aunque establece unos ciertos principios a seguir por todas las CCAA que son los siguientes:

1. CE 9.3 “La Constitución garantiza...la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.

2. CE 103 Los principios que tienen que regir las administraciones autonómicas.

a. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

b. Los órganos de las Administración del Estado son creados regidos y coordinados de acuerdo con la ley”.

c. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a  la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho s sindicación, el sistema  de incompatibilidades y las garantías para imparcialidad ene el ejercicio de sus funciones.

3. CE 106 Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, sí como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
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3 grandes sectores administrativos:

a. Administración regular- órganos dependientes de cada Departamento o Consejero. Giran entorno a la función pública.
b. Administración institucional- órganos independientes, no están dentro del organigrama institucional. Algunos entes están sometidos al Derecho privado y otros al Derecho público. Ej. El Teatro Nacional de Cataluña, éste pertenece a la Generalitat pero tiene autonomía.
c. Administración local- con doble estructuración: 1) sometimiento a la legislación del Estado, y 2) sometimiento a la legislación específica de cada CCAA.
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Autonomía local:

1. La Constitución reconoce también la autonomía de las entidades locales en que se organiza el Estado, CE 137 “El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las CCAA que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses”.
2. Se trata de una autonomía administrativa que es de naturaleza distinta de la autonomía política de las CCAA.

3. De acuerdo con el Capítulo II del Título VIII “De la Administración Local” existen 3 clases de entidades locales a las que es inherente la autonomía:
a. Los municipios (CE 140 “La Constitución garantiza la autonomía de los municipios”).

b. Las Diputaciones provinciales (CE 140.2 “El  gobierno  y la administración autónoma de las provincias estarán encomendadas a Diputacions u otras Corporaciones de carácter representativo”).

c. Los Cabildos y Consejos en los archipiélagos e islas (CE 141.4).

4. La Constitución autoriza también  la existencia de otras entidades locales, lo que ha permitido la creación de administraciones comarcales (CE 141.3 “Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia”).

5. Otras instituciones autonómicas

Muchas CCAA han creado también, en algún caso con base estatutaria, pero generalmente legal, otras instituciones auxiliares de control  que vienen a ser equivalentes funcionales en la Comunidad de otros órganos estatales que cumplen muy importantes funciones

En este supuesto podemos incluir: los Defensores del Pueblos, los Tribunales o Cámaras de Cuentas y los Consejos Consultivos de las CCAA. Por otro lado, se han creado en algunas CCAA instituciones simulares al Consejo Económico y Social.
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Los Defensores del Pueblo de las Comunidades Autónomas
a) Defensor del Pueblo estatal- CE 54 “Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales”. Función principal es la de defensa de los derechos del Título I; presenta también una Memoria anual al Parlamento; y está capacitado para presenta recurso de inconstitucionalidad.
b) Esta institución nace en Suecia  a inicios del s. XX con el nombre de “Omnbusman”.

c) Se configuran como Comisionados parlamentarios- esto es como una institución unipersonal, políticamente independiente de cualquier presión parlamentaria  o gubernamental y de carácter electiva por la asamblea.
d) Su función- consiste en la supervisión  de la Administración autonómica en garantía de la preservación y defensa de los derechos fundamentales.
e) Sus denominaciones- conforme a las respectivas sensibilidades y tradiciones históricas son muy diversas:
i. En Cataluña, Comunidad Valenciana Síndic de Greuges
ii. En Galicia el Valedor do Pobo.
iii. En el País Vasco el Ararteko.
iv. En Canarias el Diputados del Común.
v. En Aragón el Justicia de Aragón.
vi. En Andalucía el Defensor del Pueblo.
f) Han de dar cuenta de su gestión ante la Asamblea de la CA mediante la presentación de un Informe anual con independencia de los extraordinarios que procedan.
g) Los EA’s incorporan referencias muy genéricas a esta figura, prácticamente en la misma línea de los dispuesto en el artículo 54 de la CE para el Defensor del Pueblo.
h) Las legislaciones autonómicas que han regulado la institución son bastante uniformes, ya que han seguido muy de cerca  la regulación llevada a efecto por la LO del Defensor del Pueblo tanto  en lo referente a sus funciones como respecto al procedimiento de su nombramiento, estatuto personal y los poderes de investigación que les son conferidos.
i) La LO 3/1981 estableció una coordinación y cooperación entre el Defensor estatal y los Defensores autonómicos.
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Órganos  de control similares al Tribunal de Cuentas

a) Tribunal de Cuentas estatal- CE  136 “El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión  económica  del Estado, así como del sector público”.
b) Existencia amparada por:  la competencia de las CCAA sobre organización de sus instituciones de autogobierno.
c) Razón de ser de esta institución- la existencia de la autonomía financiera y presupuestaria de la Comunidad, pues, si ésta aprueba y gestiona un presupuesto propio, es enteramente lógico que pueda decidir disponer de un órgano que controle el gasto, habida cuenta de las trascendencia de esta función de control para la dirección política y económica de la CA.
d) Funciones- 1) enjuiciamiento contable que según el TC consiste en “ una actividad ordenada  a prepara la actividad jurisdiccional del Tribunal de Cuentas”. 2) funciones de carácter consultivo. 3) fiscalización del sector público, la función más típica de tales órganos.
e) Son muy pocas CCAA que adoptaron tales órganos en sus EA’s: Cataluña, Galicia, Navarra, y Comunidad Valenciana. Los demás EA’s, en cambio,  o no realizaron previsiones específicas, o remitieron directamente esta clase de control del sector público autonómico al Tribunal de Cuentas. Aún así son muchas las Comunidades que los han creado, independientemente de su previsión estatutaria.
f) Sus denominaciones-
i. Cataluña, Baleares, Comunidad Valenciana y Castilla-La Mancha Sindicatura de Cuentas.
ii. Andalucía Cámara de Cuentas.
iii. Canarias Audiencia de Cuentas.
iv. Galicia Consello de Contas.
v. Navarra Cámara de Comptos.
vi. País Vasco Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.
g) Forma- es un órgano técnico funcional y orgánicamente independiente de las Asambleas en cuya órbita se insertan como órgano auxiliar y con las que mantienen relaciones muy estrechas (en orden al nombramiento de sus miembros, presentación de informes, etc.)
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Órganos consultivos
a) Similares al Consejo de Estado en sus características y funciones.

b) Consejo de Estado- 

i. Tienen como función emitir dictámenes que pueden ser de dos clases preceptivos o facultativos, según sea o no obligatorio acudir a él en solicitud de los mismo. 

ii. Generalmente los dictámenes no son vinculantes.

iii. Son preceptivos: a) cuando se elabora un proyecto de Decreto Legislativo con rango de Ley o en Anteproyectos de Ley en relación con Tratados Internacionales, b) cuando el Gobierno  va a dictar un Reglamento Ejecutivo, c) cuando impugna ante el Tribunal Constitucional una Ley Autonómica.

c) Su función principal- es velar por la observancia de la Constitución, el Estatuto de Autónoma y el resto del ordenamiento jurídico, mediante la emisión de dictámenes.

d) Los dictámenes del órgano autonómico podrán sustituir, en su ámbito, a los que se prevén en el ordenamiento con carácter preceptivo para el Consejo de Estado.

e) Los Consejos Consultivos no responden a un mismo modelo.

f) Denominaciones:
iv. Cataluña, 2 órganos El Consell Consultiu de la Generalitat de Catalunya y la  Comissió Jurídica Assessora  de Catalunya.
v. Canarias, Baleares, Andalucía, galicia, Castilla-La Mancha y la La Rioja Consejo Consultivo.
vi. Comunidad Valenciana Consejo Jurídico Consultivo. Etc.
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Consejos Económicos y Sociales, en algunas CCAA

a) Sólo se han creado en algunas CCAA: Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, Castilla y León, Extremadura, La Rioja, Madrid, Navarra, País Vasco, Comunidad Valenciana, Murcia y Cantabria.
b) En los que están representados agentes sociales y económicos (organizaciones sindicales y empresariales), siendo en algunos casos su composición tripartida con presencia tb de la Administración autonómica.
6. El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma

[image: image114.png]



Naturaleza

Los Tribunales Superiores de Justicia (CE 152) es el órgano jurisdiccional que (sin perjuicio de  la jurisdicción que  le corresponde al Tribunal Supremo) culmina la organización judicial en el territorio de la Comunidad y ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales.

No se integra  en las instituciones de autogobierno de la Comunidad pq el Poder Judicial es único en todo el Estado.

Relación territorial del TSJ con la Comunidad derivada del lugar de su sede, y no relación orgánica con la Comunidad.

Son herederos de las antiguas Audiencias Provinciales.
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Organización y Estructura del Tribunal Superior de Justicia

· Denominación y jurisdicción (LOPJ 71): cada Tribunal Superior de Justicia tomará el nombre de la CA respectiva y extiende su jurisdicción a su ámbito territorial.
· Salas:  está integrado por las Salas de lo Civil, lo Penal,  lo Contencioso-Administrativo, y lo Social.
· Composición: un Presidente, los Presidentes de Sala y los magistrados que determine la ley para cada una de las Salas, y en su caso de las Secciones que puedan crearse dentro de ellas.
1. El Presidente: a) lo es también de la Sala de lo Civil y Penal, b) ostenta la categoría de magistrado del Tribunal Supremo mientras permanezca en el cargo, c) es nombrado por el Rey mediante Real Derecho a propuesta del Consejo General del Poder Judicial
, d) La duración del mandato  es de 5 años, e) el Presidente puede cesar por alguna de las siguientes causas 1) por expiración de su mandato, salvo que sean confirmados en el cargo por sucesivos períodos, 2) por dimisión aceptada por el Consejo General, 3) por resolución acordada en expediente disciplinario.
2. Los Presidentes de la Sala de lo Contencioso-administrativo y de lo Social: a) nombrados por Real Decreto refrendado por el Ministro de Justicia a propuesta de la Comisión Permanente del CGPJ,  mediante concurso de magistrados atendiendo a su puesto en el escalafón y tendrán preferencia quienes hubieses prestado 5 años de servicio en el orden jurisdiccional al que se aspire, b) su mandato no está sujeto a límite temporal
3. Los magistrados: serán los que determine la ley para cada una de las Salas, y en su caso, de las Secciones que dentro de ellas puedan crearse.
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Las competencias del Tribunal Superior de Justicia

Se pueden analizar las competencias en materia civil, penal, contencioso-administrativa y social.

a) Las competencias en materia civil: 1) en las CCAA con Derecho civil especial propio, la Sala de lo Civil y Penal puede conocer del recurso de casación y del extraordinario  de revisión  contra resoluciones de órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad (siempre que así se haya previsto en el EA), 2) en materia de responsabilidad civil la Sala conocerá en única instancias las demandas dirigidas  contra el Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno de la CA, y contra los miembros de la Asamblea legislativa. 3) conocerá las cuestiones de competencia entre órganos  jurisdiccionales del orden civil con sede en la CA que no tengan otro superior común.

b) Las competencias en materia penal: 1) el conocimiento de las causas penales que los EA’s le reserven, 2)  las causas penales contra jueces y magistrados  y miembros de Ministerio Fiscal pro delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la CA (siempre que ésta atribución no corresponda al TS), 3) el conocimiento de los recursos de apelación en los casos previstos en las leyes, etc.

c) Las competencias en materia contencioso-administrativa: entre otras competencias conocer en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación con por ejemplo los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las CCAA cuyo conocimiento no esté atribuido a los Juzgados de los Contencioso-Administrativo.

d) Las competencias en material social- corresponde a la Sala de lo Social del TSJ pro ejemplo el conocimiento en única instancia de los procesos sobre controversias que afecten a los intereses de los trabajadores y empresarios en ámbito superior al de un Juzgado Social y ni superior al de la CCAA.
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Las competencias del Tribunal Superior de Justicia y la regla sobre el agotamiento de las instancias procesales

a) El artículo 152.1 CE establece que el TSJ es el órgano jurisdiccional en que culmina la organización judicial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales. Esto es consecuencia lógica de la nueva organización territorial del Estado.
b) Pero el recurso de revisión y casación es competencia del Tribunal Supremo, con excepción  de cuando éstos se fundamenten en el Derecho civil foral o especial propio de la Comunidad, siempre que se hubiera asumido esta competencia en el Estatuto.
TEMA 4: FUENTES DEL DERECHO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1. El ordenamiento jurídico de las Comunidades Autónomas

El ordenamiento jurídico de las CCAA en general
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Ordenamiento jurídico, definición- conjunto sistemático de normas vigentes en un determinado territorio.
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En España hay un ordenamiento jurídico compuesto, formado por: el ordenamiento estatal cuyo centro de producción son las instituciones centrales, y los ordenamientos autonómicos cuyos centros de producción son la Asamblea Legislativa y el Gobierno respectivos.
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Las normas de los ordenamientos autonómicos y estatal son equivalentes o tienen la misma paridad jurídica, es decir,  no hay una relación de superioridad entre las normas estatales respectos las autonómicas.
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Las Comunidades Autónomas tienen un ordenamiento jurídico propio y diferenciado del ordenamiento del Estado, y por tanto, disponen de igual modo de un sistema de fuentes propio.
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Dicho ordenamiento, formado por normas y principios, se ordena según unos principios que son los que con carácter general, presiden el ordenamiento estatal, es decir, los tradicionales:

1. Principio de jerarquía normativa.

2. Principio de temporalidad.

3. Principio de competencia.

4. Principio de especialidad.
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Relación entre los ordenamientos autonómicos y estatal, mediante:

1. En primer lugar, el principio de competencia.
2. En segundo lugar, principios que permiten integrar los dos ordenamientos jurídicos (149.3 CE): a) el principio de prevalencia, y b) el principio de supletoriedad.
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Las fuentes normativas del derechos más importantes de las CCAA son: las Leyes, las normas del Gobierno con rango de ley, los Reglamentos del gobierno y el Reglamento parlamentario.
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Todas estas normas están subordinadas a la Constitución y al Estatuto de Autonomía, y en ellas se les aplican los principios del art. 9.3 de la CE relativos al ordenamiento jurídico (legalidad, jerarquía normativa, publicidad, irretroactividad, seguridad jurídica, no arbitrariedad de los poderes públicos).

Los principios constitucionales
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Las normas autonómicas están vinculadas, como cualquier otra norma de nuestro sistema jurídico, a los principios constitucionales y deben someterse a los principios generales y normas programáticas establecidas en la Constitución: 

1. Los principios que determinan la orientación de la acción normativa (principio de Estado social de Derecho, principio de igualdad, etc.).

2. Los principios que limitan la acción normativa (seguridad jurídica, publicidad, prohibición de discriminación, etc.).

3. Los principios específicos  que afectan al sector material objeto de la regulación (respeto de los derechos y libertades, reglas de organización institucional, etc.).

[image: image127.png]



(Además de esa vinculación común a toda fuente del Derecho) Según entiende generalmente nuestra doctrina, las normas autonómicas están especialmente sometidas  a determinados principios que afectan de manera singular a la organización territorial del Estado, y que se consideran límites específicos de la potestad legislativa autonómica.

1. Principio de solidaridad (CE 2, 138.1).
2. Principio de unidad (CE 2).
3. La igualdad de trato y la igualdad básica de derechos y obligaciones en todo el territorio nacional (CE 139.1, 149.1 1º).
4. La libertad de circulación y de bienes y personas y libertad de establecimiento de personas en todo el territorio nacional.
Hay que tener en cuenta que hay elementos de diversa naturaleza que también suponen un límite a la potestad como son el ámbito territorial y competencial. Del mismo modo que para el poder general del Estado constituyen también un límite el territorio nacional, y las competencias propias (para la validez y vigencia de sus normas).
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1) El legislador general del Estado está también vinculado a los principios de unidad, igualdad o solidaridad. 2) El poder general del Estado puede también vulnerar el principio de autonomía, al igual que la potestad normativa autonómica podría vulnerar el principio de unidad. 3) Ambos principios el de igualdad y el de autonomía, se manifiestan a través de los órdenes competenciales asignados a cada poder (general y territorial).
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En definitiva, todos estos poderes deben funcionar como criterios que orientan a la actividad normativa de todos los poderes públicos.

Los principios estatutarios
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Los Estatutos de Autonomía no se han limitado a asumir competencias y a establecer la organización institucional de la CA y los procedimientos de producción normativa.
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Los Estatutos de Autonomía incluyen normas programáticas y principios que deben seguir la acción de los poderes autonómicos, y que singularizan para la CA los principios de este tipo que se proclaman en la Constitución.
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La inclusión de estas normas en los estatutos resulta plenamente congruente con la CE, siempre que a través de las mismas no se pretenda la asignación de competencias a las CCAA que  le corresponden al Estado.
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Los principios estatutarios sólo vinculan positivamente al legislador autonómico, pero no lo hacen en sentido negativos- es decir, no pueden impedir actuaciones de los poderes públicos autonómicos que se orienten en otro sentido, siempre que éste sentido sea congruente con los principios constitucionales.
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Razón inclusión principios programáticos específicos en los EA’s- responde a la voluntad de atender  a las necesidades peculiares  o prioritarias  de cada CA.

2. La Ley y sus distintos tipos
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Como carácter general- la ley autonómica expresa la potestad legislativa del Parlamento y es expresión de la autonomía política.
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Será ley autonómica (como la estatal)- toda aquella que sea producida en sede parlamentaria, de acuerdo con los procedimientos establecidos al efecto (contenidos  en su mayor parte en el Reglamento parlamentario y tb el EA) y que se incorpore al ordenamiento con plena apariencia de ley. La vulneración de los límites formales o materiales establecidos en el Constitución podrá determinar la ilegitimidad, pero ello no afecta a su condición de ley.
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Limitación  de la ley autonómica a los ámbitos competenciales propia- la ley autonómica para ser legítima  sólo puede desarrollar  las materias sobre las que ha asumido competencias en su Estatuto, o aquellas que el Estado ha descentralizado mediante los mecanismos del art. 150.1 y 150.2.
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La ley autonómica presenta, en su régimen general,  los mismos caracteres de la ley estatal, por lo que tiene el mismo valor, rango y se somete al mismo régimen jurídico. Entre esos caracteres, habría que destacar:

1. Primer carácter-
a. La ley autonómica procede de un órgano de representación popular, de una Asamblea dotada de potestad legislativa, por lo que se configura como ley formal en sentido estricto.

b. La ley  autonómica se produce por medio de un procedimiento legislativo al término del cual se promulga y se integra en el ordenamiento mediante su publicación.

c. Por su condición de ley formal, la ley autonómica puede regular todas aquellas materias que, sometidas a reserva de ley por la Constitución, no lo estén a una ley específicamente estatal.

2. Segundo carácter- 
i. La ley autonómica, en cuanto ley formal, regula sus relaciones con la Administración y con el resto de las fuentes inferiores, en su ámbito, del mismo modo que la ley estatal.

ii. Es, por tanto, fuente superior dentro del ordenamiento autonómico (aunque sometida al EA).

iii. Carece de  límites específicos en su relación con el reglamento (no hay reserva de reglamento)- ya que puede regular cualquier materia (dentro del ámbito de competencias de la CA), incluso las que se refieren a cuestiones de mera organización a efectos de ejecución de las leyes estatales.

3. Tercer lugar- la ley autonómica, en cuanto ley formal, sólo puede ser controlada por el TC, y vinculada a los jueces y tribunales.

4. En definitiva- Es un ley plenamente equiparada  a la ley estatal, desde el punto de vista de su régimen jurídico, es decir, tiene le mismo carácter y rango que la ley estatal, siendo la única diferencia que ha sido elaborada por el Parlamento autonómico.
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Procedimiento legislativo consta de 3 fases:
1. Iniciativa legislativa- los legitimados son el Gobierno, el propio Parlamento, los ciudadanos tb pueden (con excepción de Castilla y León) y como peculiaridad en alguna CA, se le atribuye tb a los entes locales vieniendo ello a representar cierto paralelismo con la capacidad que tienen los Parlamentos autonómicos en las Cortes Generales.
2. Elaboración en el seno del Parlamento- Comisiones y pleno, enmiendas, discusión, tramitación, etc.
3. Integrativa de la eficacia, constituida por: 
a. La promulgación que hace el Presidente de la Comunidad en nombre del rey.
b. La publicación en el Boletín oficial autonómico y el BOE
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Peculiaridad- la ley autonómica tiene doble naturaleza
1. Tiene capacidad expansiva- puede regular todas las materias que son competencia de la CCAA.
2. Cubre las reservas de ley que establece la CE  en aquellos supuestos en que el Estado (por no tener competencia para ello) no halla regulado la materia objeto de reserva.
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Peculiaridades que diferencian la ley autonómica de la estatal
1. La ley autonómica tienen vigencia territorial en la CCAA; la ley estatal en todo el Estado.

2. La ley autonómica queda vinculada a las leyes básicas del Estado, es decir, la ley autonómica está subordinada a éstas.

3. (la diferencia más importante a efectos prácticos) La suspensión automática de las disposiciones o resoluciones autonómicas impugnadas por el Gobierno de la Nación ante el TC, pero el TC, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a 5 meses (CE 161.2).
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Tipos de ley autonómica
a. En las CCAA sólo existe un tipo de ley “la ley ordinaria” o “ley”.

b. No existe en el ámbito autonómico la categoría de LO.

c. Si existen en algunas CCAA las llamadas Leyes de desarrollo estatutario o Leyes institucionales- se  trata de leyes que desarrollan los aspectos básicos del EA. Guardando cierta similitud con Leyes orgánicas. Aunque según Dr. Aparicio no son tipos estatutarios ni constitucionales sino procedimentales. Se definen por 2 elementos:
i. Material- tienen que regular aspectos esenciales del Estatuto de Autonomía. Ej. en Cataluña las materias a regular se enumeran en la Ley 3/1982 que se sitúa entre el Estatuto y el Parlamento. En el art. 33.1 se halla el tipo de materias que tienen que ser reguladas por este tipo de ley, como son la organización territorial, el uso del catalán, la enseñanza, etc.
ii. Procedimental- Por un lado, en estas leyes la iniciativa se encomienda normalmente a una ponencia conjunta  de todos los grupos parlamentarios. Y por otro lado, tienen que se aprobadas por mayoría absoluta en una votación final sobre el conjunto de la ley.
d. Hay que  destacar también la existencia de la Ley Presupuestaria cuya característica es su contenido específico, si bien no varía la aprobación en relación a las leyes ordinarias estatal o autonómicas. Y en ella se dan los requisitos que se dan en la estatal:

i. Reserva de iniciativa al Gobierno
ii. Necesidad de estar aprobada  antes de al finalización del periodo presupuestario.
3. El decreto legislativo
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El decreto legislativo- norma con rango de ley dictada por el Gobierno (central o autonómico) en virtud de una autorización expresa de las Asamblea Legislativa denominada delegación legislativa.
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No existen Decretos-leyes en las CCAA- ni se han previsto en los EAs, ni se han incorporado por otras vías a los ordenamiento autonómicos, aunque se han intentado utilizar ocasionalmente por alguna CA. Por tanto, las únicas fuentes con valor de ley son los Decretos legislativos.
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El Decreto legislativo  se ha incorporado a los ordenamiento autonómicos: 1) a través de los EAs, 2) pero además por medio de ley autonómica o de reglamento parlamentario. Éste último mecanismo no es adecuado pq hay que tener en cuenta que ninguna fuente puede crear otra que tenga el mismo rango. Aún así, la legitimidad constitucional de este tipo de delegaciones deja de ser un problema cuando se han convertido en un mecanismo reconocido por los poderes públicos de esos ordenamientos.
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Condiciones de delegación legislativa autonómica:

a. Remisión genérica a los art. 82 a 85 CE:

a. Que la delegación del ejercicio de la potestad legislativa se realiza mediante una ley formal “ley de delegación”.
b. Que se produzca de forma expresa, de tal manera que no son válidas las delegaciones implícitas (CE 82.3
).
c. Que la delegación sea al Gobierno, quien debe ejercerla como tal, sin que sea posible subdelegarla a su vez a ningún otro órgano del Estado (CE 82.3
)
d. Que sea para una materia concreta.
e. Que establezca un plazo de tiempo determinado para ser ejercida, sin que sea válido realizarla de manera permanente o por un tiempo indeterminado (CE 82.3
).
b. Exigencias adicionales:

i.  Se prohíbe la delegación en aquellas materias que están sometidas a reserva de ley autonómica que requiera mayoría absoluta para su aprobación, o en general en todas aquellas que se sometan a un procedimiento especial para su aprobación.
ii. Limitaciones en relación con materias específicas- la determinación de la sede de las instituciones de la CA, la imposición de tributos, el régimen electoral, etc.
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Control de los Decretos legislativos:

1. Control parlamentario sigue el modelo previsto en el Reglamento del Congreso art. 152 y 153.
2. Control de constitucionalidad ante el TC.
3. Control de los tribunales ordinarios.
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Clases de delegación legislativa

· Delegación para elaborar textos articulados se efectúa mediante ley de base.
· Delegación para refundir textos legales se efectúa mediante ley ordinaria.
4. El reglamento
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Reglamento- es aquella disposición normativa de carácter general dictada por el Gobierno.
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La potestad reglamentaria recibe un tratamiento diverso en los EAs, algunos de los cuales no hacen referencia expresa a los titulares de la misma, mientras otros, por el contrario, la atribuyen a los órganos correspondientes de la CA.
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Respecto el procedimiento de elaboración de los reglamentos autonómicos:

1. La CE reserva al Estado, en el art. 149.1.18ª la competencia sobre “el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas”.

2. Dentro de esas especialidades hay que incluir, justamente, el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de cada CA.

3. Por tanto, es clara la competencia de las CCAA en el procedimiento de elaboración de sus propios reglamentos.
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Legislación y administración autonómicas
1. Las relaciones entre ley y reglamento no son plenamente asimilables en los ordenamientos autonómicos  a las que se producen en el ámbito estatal.

2. La singularidad se manifiesta en la vinculación que las potestades normativas autonómicas tienen con las atribuciones competenciales necesarias para que tales potestades puedan desarrollarse. Ello conduce, por ejemplo, a que el reglamento  pueda depender no sólo de la ley autonómica, sino también de la ley estatal.

3. Necesidad de habilitación legal en todo reglamento. El Reglamento autonómico puede estar habilitado  en una Ley autonómica, pero por el juego de la distribución competencial también puede ser que encuentre dicha habilitación en una ley estatal.

4. Límites del reglamento autonómico:
a. En las reservas de ley establecidas en la CE que deberán ser reguladas por ley autonómica en las materias de competencia de la  CA.

b. En las reservas de ley establecidas en el Estatuto, que sólo podrán se objeto de disciplina legal autonómica.

5. En el ámbito autonómico no hay reserva de reglamento, de modo que la potestad legislativa autonómica puede extenderse, en principio, sobre cualquiera  materia que sea de competencia de la CA.

6. La potestad reglamentaria autonómica sólo podrá ejercitarse para dictar reglamentos organizativos en aquellas materias en las que la CE atribuya al Estado la legislación, permitiendo a la CA asumir la competencia de ejecución.

7. La potestad reglamentaria sólo podrá desarrollarse plenamente en el ámbito de las competencias exclusivas de la CA, y en el de las competencias de desarrollo legislativo y ejecución de la legislación básica estatal. En las de mera ejecución de la legislación estatal, deberá limitarse a regular los aspectos organizativos.
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Los reglamentos ejecutivos pueden no tener habilitación en la ley, pero los reglamentos ejecutivos, que desarrollan las leyes, si deben tener una habilitación en la propia ley.
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Recordar la necesidad del dictamen del órgano consultivo para dictar reglamentos ejecutivos. El art. 23 de la LO del Consejo de Estado establece que en los casos en que la propia ley exige un dictament del Consejo de Estado se da la misma necesidad en las CCAA. Y si en ellas 

[image: image155.png]



El control de los reglamentos:

1. A diferencia de los estatales, no sólo pueden ser controlados por los tribunales ordinarios (especialmente por la Jurisdicción contencioso-administrativa), sino que pueden serlo también por el TC.
2. Control a través de:

a. Tribunales ordinarios, especialmente la Jurisdicción contencioso-administrativa (al igual que los reglamentos estatales).
b. El Tribunal Constitucional.
3. Control del Tribunal Constitucional:

a. Razón o motivo-  distintos de la reivindicación competencial o de la protección de los derechos fundamentales.
b. Basado en art. 161.2 en cuyo primer párrafo se establece que “El Gobierno podrá impugnar ante el TC las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las CCAA”, ha sido desarrollada por la LOTC en si Título V.
c. En el Título V se prevé la posibilidad que el Gobierno impugne ante el TC las disposiciones sin fuerza de ley y resoluciones de las CCAA “sea cual fuere el motivo en que se base” esa impugnación. En todo caso ese motivo no puede basarse en la ilegalidad del reglamento, ya que el TC no tiene atribuido el control de la legalidad de los reglamentos. El TC debe limitarse a analizar la constitucionalidad de la norma impugnada.
5. El reglamento parlamentario
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Reglamento parlamentario, definición-  es la norma que regula todo lo referente a la organización control y funcionamiento de la Cámara autonómica.
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Es susceptible de control de constitucionalidad (al igual que el estata). Por ello se discute en la doctrina si tiene rango o valor de ley.
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Se relaciona con las Leyes de acuerdo con el principio de competencia: el Reglamento regula el funcionamiento de la Cámara, materia en la que no pueden entrar las leyes.

6. Las relaciones entre los ordenamientos estatal y autonómico

6.1 El principio de competencia
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Es el primero y principal. Se aplicará en caso de conflicto entre una norma estatal y una autonómica.
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Se trata de un principio de solución de conflictos.
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Requiere que una norma superior determine qué competencias tiene cada uno de los entes, tal norma puede ser: la Constitución, el Estatuto de Autonomía correspondiente, o las leyes del artículo 150 (leyes marco, leyes orgánicas de transferencia y delegación y leyes orgánicas  de harmonización. Todas estas normas forman lo que se llama “bloque de constitucionalidad”.
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En realidad el principio de competencia considera la competencia de los órganos (no de las normas), es decir, si el órgano está habilitado para dictar  tal norma con cierto contenido.

6.2 el principio de supletoriedad del Derecho estatal
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Recogido en: 149.3 “En cualquier caso el derecho estatal será supletorio del derecho de las CCAA”.
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No se trata de un principio para solucionar conflictos sino para solucionar lagunas normativas.
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Finalidad principio supletoriedad- a través de la supletoriedad del Derecho estatal se pretende promover al mismo tiempo la plenitud y unidad del ordenamiento: por un lado, intentando evitar lagunas que no pudieran cubrirse mediante la integración del Derecho de la CA, y por otro lado, obligando a las CCAA a recurrir al Derecho estatal (y no a otros ordenamientos) como mecanismo de heterointegración.
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Eso no quiere decir  (en contra lo que interpretó inicialmente el TC) que cada vez que se detectara un vacío normativo en los ordenamientos autonómicos, hubiera que aplicar el Derecho estatal (relación internormativa – aplicación automática del Derecho estatal), razones: 

1. La competencia de las CCAA sobre una determinada materia implica tb la posibilidad de regular en mayor o menor medida esa materia. Por tanto, no todos los vacíos normativos son auténticas lagunas que deban ser colmadas por los agentes jurídicos.

2. Aunque incluso si los vacíos normativos de las CCAA eran lagunas, lo procedente sería recurrir a los procedimientos de autointegración antes de recurrir a la heterointegración y, por tanto, al Derecho estatal.
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La regla de supletoriedad se trata de una regla dirigida al aplicador del Derecho- es éste el que debe valorar, 1) en primer lugar, si se puede cubrir el vacío normativo mediante el Derecho autonómico, es decir, a través de las reglas de autointegración, 2) en segundo lugar, si pese a ello el operador jurídico no puede resolver el problema, tendrá que considerar si se trata de una laguna voluntaria o no, 3) sólo en tercer lugar, si se trata de una laguna no voluntaria podrá recurrir al Derecho estatal para llenarla.
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Doctrina final del Tribunal Constitucional

a. El principio de supletoriedad no confiere título competencial al Estado para dictar normas con carácter exclusivamente supletorio.

b. La  regla de supletoriedad sólo funciona en caso de laguna no voluntaria.

c. La regla de supletoriedad sólo funciona cuando el Estado dicta normas en materias que le son propias.

d. Según Dr. Aparicio, el derecho supletorio  funciones en las competencias compartidas entre Estado y CCAA, nunca cuando se trate de una competencia exclusiva de las CCAA. En caso que se dictara derecho supletorio sin competencia, entonces se entendería como un título d atribución competencial
.

A continuación la evolución que  ha dado lugar a la doctrina final del Tribunal Constitucional
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Evolución de la doctrina TC respecto el principio de supletoriedad, síntesis:

a. Interpretación inicial del TC respecto la regla:

i. La regla de supletoriedad del Derecho estatal es de aplicación automática-  es suficiente con la inexistencia, en un ámbito material concreto, de una norma de los ordenamientos autonómicos para aplicar automáticamente la norma estatal que regule ese ámbito.
ii. El TC considera la regla de supletoriedad como regla de atribución competencial- es decir  el TC extrae de la regla de supletoriedad una competencia general e ilimitada de regulación por parte del Estado que daría lugar a normas válidas en cualquier parte del territorio nacional.

iii. A partir de 1989 el Tribunal comienza a establecer nuevos planteamientos  en su interpretación de la regla de supletoriedad, pero no es hasta la nueva configuración doctrinal establecida en las SSTC 118/1996 y 61/1997,  que el TC se intenta realmente apartar de una interpretación automática de la regla de supletoriedad.

b. STC 118/1996, de 27 de junio.

i. Intenta justificar los planteamientos iniciales del TC dotándoles de carácter transitorio, razones: a)  tales planteamientos estaban condicionados por la situación embrionaria del Estado de la Autonomías (FJ 4), y b) la heterogeneidad de los ámbitos competenciales de las diversas CCAA (FJ 5).
ii. En la medida que esa heterogeneidad se va reduciendo, se tiene que ir reduciendo también la capacidad de regulación estatal, y no sólo respecto de las materias de competencia exclusiva de las CCAA sino tb en relación con las competencias compartidas (FJ 6).
iii. Se niega la regla de supletoriedad cualquier potencialidad como título habilitador de competencias y se admite que la regla de supletoriedad no es de aplicación automática
iv.  Pese a ello, no se invalidad la regulación material, que seguirá existiendo como Derecho supletorio, pudiendo integrar los ordenamientos autonómicos.
c. STC 61/1997, de 20 de marzo

i. Las CCAA tiene la responsabilidad de regular aquellas materias que son objeto de su competencia sin que les sea ya factible remitirse en todos lo ámbitos que deseen a un Derecho estatal petrificado y anacrónico. A partir de esta sentencia las CCAA deben comprender que la autonomía no es tan sólo un derecho sino tb una responsabilidad.
ii. Nueva comprensión de la supletoriedad- el ejercicio de las competencias normativas propias es una responsabilidad del legislador autonómico y  no se puede amparar en la regla de supletoriedad para no ejercerlas.
iii. Las críticas a esta última sentencia han sido abundantes.
6.3 El principio de prevalencia
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Recogido en: 149.3 determina que las normas del Estado prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las CCAA en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas.
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El principio de prevalencia es aplicable a: 1) normas  emanadas de distintos centros de producción normativa, 2)  normas que regulen la misma materia de forma compartida.
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No es igual que el principio de jerarquía, distinción principio de jerarquía y de competencia:

1. El principio de jerarquía sólo es aplicable a  normas emanadas del mismo centro de producción normativa.

2. El principio de prevalencia es aplicable a normas emanadas de distintos centros de producción normativa.
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Se trata de una regla de conflicto, es decir, para solucionar la colisión  de 2 normas de distinto origen de producción en el exclusivo momento de su aplicación.
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Desde el punto de vista positivo- en caso de colisión el aplicador deberá utilizar exclusivamente la norma estatal, y dejarà de aplicar la norma autonómica. Desde un punto de vista negativo- el aplicador jurídico no podrá usar tal principio si las normas en colisión se refieren a una competencia exclusiva.
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La aplicación de una norma u otra como solución de la colisión no implica la atribución de la competencia a uno de los 2 entes en conflicto, pq la regla de prevalencia sólo es un mecanismo para solucionar un caso concreto, y no el mecanismo para atribuir competencias que corresponde exclusivamente al TC.
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Sobre esta regla se ha debatido en determinar (Balaguer Callejón).

1. En primer lugar- si la regla se refiere a  un conflicto normativo o bien de competencias.
2. En segundo lugar-  en decidir si la regla de prevalencia debe actuar como criterio de solución provisional o debe hacerlo también como criterio de solución de fondo.
3. Solución-

i. Se trata de una regla de conflicto.
ii. Si se trata de un conflicto de competencia- la  regla de prevalencia actúa como norma de conflicto provisional, limitándose a atribuir la competencia con carácter transitorio hasta que el TC resuelva el conflicto.
iii. Si se trata de un conflicto entre normas (que no deriva de un conflicto de competencias)- .
1. La regla de prevalencia sólo determina de manera definitiva la norma aplicable cuando no interviene el conflicto de competencia.
2. Pero en realidad, esta regla en los supuestos  en que no interviene el criterio de competencia se limita a desplazar una de las normas provocando la aplicación de la otra. Pero no necesariamente soluciona el conflicto, pq es la intervención posterior del criterio de competencia la que puede  proporcionar una solución definitiva (determinando incluso la aplicación de la norma anteriormente desplazada).
TEMA 5: LAS COMPETENCIAS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1. El concepto de competencia

En estado compuesto existe una distribución de competencias entre las dos instancias de poder. Y a partir de aquí se puede ver el grado de descentralización del estado.

El adecuado estudio del régimen constitucional de distribución de competencias entre Estado y CCAA exige algunas especificaciones terminológicas.

Competencia, 2 significados:

1. Competencia, significado 1:  el conjunto de funciones  atribuidas  por el ordenamiento jurídico a los poderes públicos para que se tales funciones sobre una determinada materia. 
2. Competencia, significado 2: el poder válido y eficaz de actuación normativa o ejecutiva en un ámbito concreto de la realidad material o institucional, y que se atribuye a un ente.
Elementos básicos del concepto de competencia

1. La atribución de la competencia por el ordenamiento jurídico:
a. Los poderes públicos sólo pueden ejercer una determinada función con la condición de que previamente se les haya atribuido mediante una norma jurídica.
b. 3 tipos de normas jurídicas de atribución: 
i. La Constitución en los artículos. 148, 149, 150, 147.
ii. Los Estatutos de Autonomía.
iii. Otras normas derivadas de la Constitución o de los Estatutos de muy diversos tipos, las más importantes son: la LO de transferencia, la Lo de delegación, y la Ley Marco.
iv. Leyes competenciales.
2. El título competencial- se refiere a la calificación contenida en la norma jurídica de atribución de la competencia. El título competencial determina cuál es el sujeto titular de la competencia, la materia sobre la que recae la competencia, y el tipo de función puede ejercer el ente sobre la materia.
3. El titular de la competencia- el sujeto que tienen capacidad para disponer, de acuerdo con la norma de atribución,  el poder que la norma de atribución le confiere. Tal titular posee un conjunto  de poderes y facultades para realizar la acción que la norma de le concede. El titular puede ser el Estado, la Comunidad Autónoma, y el ejerciente de la competencia.
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La materia:

1. Definición- se incluye  el conjunto de actividades, funciones e institutos jurídicos relativos a un sector de la vida social donde se proyecta la competencia. De este modo se reparte la regulación o actuación sobre los diversos sectores de la vida social entre el Estado y la CA.
2. La lectura del art. 149.1 permite comprobar que la materia no se trata de un concepto uniforme sino variable, puede referirse a:
i. Sectores  de la realidad física o económica. Ej. bosques, carreteras, pesca.
ii. Figuras organizativas ya existentes. Ej. Colegios profesionales, fundaciones, Cámaras.
iii. Un sector de la actuación administrativa. Ej. urbanismo, asistencia social.
iv. Sectores del ordenamiento jurídico. Ej. legislación laboral, mercantil, civil.
v. Instituciones creadas por el derecho administrativo. Ej.  responsabilidad administrativa, expropiación forzosa.
3. Los problemas surgen cuando aprobada una norma o realizada una actuación concreta por un ente determinado (E o CA), se plantea un conflicto competencial y se debe de determinar a qué materia competencial pertenece la actuación jurídica que se discute.
a. Ej. ante la regulación de la calificación de espectáculos teatrales y artísticos deberá precisarse si estamos ante la materia  cultura, espectáculos o medios de comunicación social. Según  sea la respuesta la competencia será del E, de la CCAA o estaremos ante una competencia indistinta.
b. El TC ha tratado de objetivas unos criterios que permitan resolver los concretos (aunque el propia TC ha reconocido que la determinación del contenido de una materia es una tarea sumamente complicada y sujeta a análisis caso por caso).  Los criterios son los siguientes:
i. En primer lugar- debe determinarse el contenido de la materia a través del sentido literal de la norma que la contiene. Ej. si ésta habla de un espectáculo teatral, será espectáculo y nos será cultura. Si este primer esfuerza interpretativo no resuelve el problema podrá acudirse a los criterios finalistas o de especificad.
ii. En segundo lugar-

i. Criterio finalista- la norma  o acto se adscribirá a una materia en concreto atendiendo a la finalidad última  u objeto de la norma o del acto en cuestión.
ii. Criterio de especifidad- se resolverá el conflicto atendiendo al carácter más específico del título en conflicto, el cual prevalece sobre el genérico.
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La función

1. Definición- una potestad normativa o jurídica de actuación sobre una determinada materia.
2. La función puede ser: función legislativa, reglamentaria o ejecutiva. 
3. Dentro de la función legislativa el Estado puede atribuirse la competencias legislativa exclusiva o las bases sobre una materia. En concordancia con tal atribución, la competencia legislativa autonómica puede ser exclusiva o de desarrollo de las bases estatales.
4. La CE y los EA’s  no diferencian al asignar competencias funciones entre la función legislativa y reglamentaria:
a. Cuando se atribuye competencia legislativa se entiende que se atribuye toda la competencia normativa, ley más reglamento.
b. Cuando se atribuye competencia ejecutiva se entiende que la misma conlleva la competencia para dictar reglamentos organizativos.
5. También responden a un criterio funcional las normas que asignan  al Estado competencias de coordinación. Ej. art. 149.1. 13ª y 15ª.
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El territorio

1. El territorio sirve para concretar el título competencial, de manera que una misma materia puede ser de competencia estatal o autonómica en función de su incidencia sobre el territorio. Ej. la competencia para la ordenación de transportes se reparte en función de si el transporte en cuestión es intra o extra  comunitario (149.1.21ª).
2. Consideración del territorio como límite o condición de eficacia de ejercicio de las competencias autonómicas: cuando una CA dicta una norma o lleva a cabo una actuación ejecutiva, la eficacia de la misma  está en principio limitada a su propia ámbito territorial.
Ello puede provocar algún problema si tiene competencias sobre alguna materia que aparte de la comunidad propia cubre parte de otro territorio, como el es el caso del transporte y de los viajes que salen de los límites de la Comunidad. El Tribunal Constitucional ha afirmado que no hay que ser excesivamente estricto, y que hay que tener en cuenta el centro de la operación, ya que si se opera con exceso de rigor la mayoría de las competencias pertenecerían al Estado (STC 37/1981).
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Ej. 149.1.22ª establece que es competencia del Estado “La autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial”. Corresponde al Estado la materia instalaciones eléctricas, el Estado ejercerá la función ejecutiva, otorgar una autorización administrativa, y ello siempre que se  de una incidencia territorial de al actividad autorizada que desborde el territorio de una CA.
2. El sistema de distribución de competencias

2.1 Criterios generales de la distribución de competencias
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En todo Estado compuesto el sistema de distribución de competencias  entre instituciones centrales y las entidades territoriales constituye un tema de capital importancia: pq determina de forma sustancial el reparto de poder político entre los distintos entes territoriales, al asignar a cada uno de ellos los poderes funcionales que podrán ejercer sobre unas materias concretas.

[image: image182.png]



La autonomía que el art. 37 CE reconoce de forma genérica a los diversos entes territoriales para la gestión de sus respectivos intereses, tienen su concreción en la fijación de las respectivas competencias: el tipo de poder funcional (legislación exclusiva, compartida, poder reglamentario o mera ejecución),  y la cantidad y cualidad de materias que se asignen como competencias propias, determinarán de modo principal el alcance de la autonomía.

2.2 El sistema de distribución de competencias
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Los estados compuestos han adoptado distintos sistemas de distribución de competencias. Éstos son básicamente tres:

1. Sistema de lista única con cláusula residual- consiste en que la norma jurídica de atribución concede un listado de competencias al poder estatal o entes descentralizados (en nuestro caso Estado y CCAA), y las competencias no otorgadas a tal ente corresponderán al otro ente. Ej. Estados Unidos, la Constitución establece un listado de competencias para la federación y el resto es competencias de los Estados. Italia, hay una lista única pero de las competencias de las regiones, el resto son las competencias del Estado central.
2. Sistema de doble lista- consiste en que la norma jurídica de atribución  fija dos listados de competencias, uno para el poder estatal y los entes descentralizados (en nuestro caso Estado y CCAA).
3. Sistema de triple lista- consiste en que la norma jurídica de atribución fija tres listados de competencias, una para el poder estatal, la otra para los entes descentralizados y la última contiene las competencias compartidas entre ambas instituciones. Ej. Austria, Alemania, y la Constitución española de 1931.
En definitiva- los modelos de distribución de competencias se articulan básicamente sobre un sistema de lista o listas y una cláusula residual. El origen de la construcción del Estado compuesto determinará qué competencias son o no de atribución, y por tanto si corresponden las competencias residuales a la Federación o a los Estados miembros.
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 La CE 78 optó por un modelo singular: el modelo puede calificarse inicialmente como un sistema de doble lista con una cláusula residual de doble remisión y abierto al principio dispositivo que deberá ejercerse a través de los EA’s.

1. Las 2 listas  se contienen en los arts. 148 y 149 CE responden a finalidades diversas:

a. La lista del art. 149- establece las materias y funciones sobre las que el Estado tiene competencia exclusiva constitucionalmente garantizada “el Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias...”.
b. La lista del art. 148- establece las materias y funciones sobre las cuales las CCAA del art. 143 podrán asumir competencias (“Las CCAA podrán asumir competencias en las siguientes materias”). Este listado tiene un valor temporal, pues transcurridos 5 años desde la aprobación del Estatuto y mediante la reforma del mismo, podrán asumirse todas las competencias no reservadas al Estado en  el art. 149.

2. La doble lista no tiene valor de diferenciar entre competencias estatales y autonómicas, sino el de señalar un lapso temporal para acceder a un nivel de autonomía superior. Desde esta perspectiva se ha podido afirmas con acierto que el art. 148 juega el papel de una disposición transitoria.

3. La cláusula de cierre del sistema se encuentra en el art. 149.3- en el que  determina que las materias no reservadas al Estado (las  del art. 149.1), podrán asumirse por las CCAA (primera remisión) y aquéllas que no se asuman por éstas a través de sus Estatutos de Autonomía, corresponden al Estado (segunda remisión).

4. El art. 150 prevé la posibilidad de alterar el esquema de asignación competencial que acaba de describirse:  1) reduciendo el alcance de las competencias autonómicas (a través de una ley de harmonización art. 150.3), o 2) ampliando el ámbito competencial autonómico a través de una ley marco o de una de transferencia o delegación (art. 150.1 y 2). También se puede con el sistema de ejecución forzosa del art. 155.

5. Las notas que singularizan el sistema español de distribución competencial  pueden sintetizarse en las siguientes: sistema de doble lista, principio dispositivo, y doble remisión en la cláusula de cierre
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El sistema de doble lista ya no existe, sino un sistema de lista única con una cláusula de cierre:

1. La lista del art. 148 tenía valor temporal que imponía el párrafo segundo de este precepto “transcurridos 5 años  y mediante la reforma de sus Estatutos, las CCAA podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el art. 149”. Durante el período de 5 años las CCAA del art. 143 sólo podían asumir las competencia enumeradas en el art. 148.
2. Este límite temporal ya ha sido superado, y  se han producido la reforma de los EA’s del art. 143, a través de las leyes orgánicas  de 24 de marzo de 1994. Por tanto,  todas las CCAA tienen ya el único límite material del art. 149, sin que tengan de acudir al listado del art. 148 para encontrar las materias sobre las que pueden asumir sus competencias.
3. En definitiva,  ahora hay un sistema de lista única y con una cláusula de cierre:

a. La lista única es la del art. 149- establece las competencias exclusivas del Estado.

b. La cláusula de cierre del art. 149.3, en el que  determina que las materias no reservadas al Estado (las  del art. 149.1), podrán asumirse por las CCAA (primera remisión) y aquéllas que no se asuman por éstas a través de sus Estatutos de Autonomía, corresponden al Estado (segunda remisión) (según Dr. Aparicio sólo la segunda).
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El principio dispositivo:

1. Permite decidir a las CCAA  qué competencias asumir  de las  que la CE les permite.

2. El llamado principio dispositivo pone de relieve el valor de los EA’s para delimitar, por mandato constitucional, el ámbito competencial de cada CA.
a. El art. 147.2 establece que corresponde a los EA’s determinar las competencias asumidas dentro del marco establecido en la CE. No hay atribución directa desde la CE.

b. La cláusula de cierre remite en primera instancia a los EA’s para que asuman el nivel competencial que desean dentro del límite infranqueable del art. 149.1. Lo no asumido por el EA pasará a ser competencia estatal.

3. El EA se ocupa de fijar el alcance de la autonomía de la CA.

4. En definitiva,  el principio dispositivo permite  17 niveles competenciales diversos dentro del marco del art. 149.1.  Niveles competenciales que en lo relativo a las competencias de naturaleza administrativa tienden a homogeneizarse (Pactos autonómicos de 1992 y Reforma estatutaria de 1994). Pero el principio dispositivo puede ser útil para reconocer als singularidades de cada CA y el hecho diferencial de alguna de ellas.

2.3 El bloque normativo de asignación competencial
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El sistema de distribución competencial que acaba de exponerse ser articula de manera esencial sobre la Constitución y los Estatutos de Autonomía. Sin embargo, las competencias autonómicas pueden estar determinadas por otras normas que son las siguientes: leyes competenciales, leyes de bases, leyes del art. 150.
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Leyes competenciales- a las que les corresponde por remisión constitucional o estatutaria delimitar el alcance de la competencia autonómica.

1. En algunos casos la propia CE:
a. Interponen entre el art. 149.1 y el EA la necesidad de una ley estatal que predetermine el contenido del EA. Ej. art. 149.1 29ª “es competencia del Estado la seguridad pública sin  de la posibilidad de creación de policías por las CCAA en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica”.
b. Remite la delimitación competencial a una previa ley orgánica estatal. Ej. 152.1 y 157.3.
2. En algunos casos el propio EA es el que condiciona el alcance de su competencia  a una previa ley estatal. Ej. 16.1 EAC según el cual el desarrollo de lo legislativo y la ejecución del régimen de radiodifusión y Televisión se ejercerá “en los términos y casos establecidos en la ley que regula el Estatuto jurídico de la Radio y la Televisión”.
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Leyes de bases:

1. También inciden en la delimitación de competencias.
2. Este tipo de norma incide en el alcance de la competencia autonómica en la medida que al definir lo básico está condicionando el alcance la de la CA.
3. A diferencia de las leyes competenciales, las leyes básicas no tienen  como función intrínseca la delimitación competencial, sino el ejercicio por parte del Estado de su competencia normativa propia.
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Leyes del art. 150: las leyes marco 150.1; las leyes de delegación y transferencia 150.2; las leyes de harmonización 150.3.
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Este conjunto de normas, que constituye el bloque normativo que el TC debe tener en cuenta en el momento de resolver un conflicto sobre el alcance de una competencia, se han agrupado en ocasiones dentro de la expresión “bloque de constitucionalidad”. Tal expresión debería reservarse a la Constitución, EA’s, leyes del art. 150, y las leyes competenciales. Y no las leyes de bases.
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El bloque normativo de la asignación competencial no quedan afectadas por la normativa comunitaria:

1. El derecho comunitario es neutral en relación al sistema de distribución de competencias que posea cada Estado miembro.

2. La norma comunitaria no predetermina ni condiciona a qué poder interno corresponde su aplicación.

3. La primacía del derecho comunitario no incide en las reglas competenciales internas, pues en relación a esta cuestión rige el principio de autonomía institucional.

4. Según Dr. Aparicio, la pertenencia a la UE no altera la titularidad de las competencias, pero si por completo su ejercicio, pq las decisiones europeas pueden recaer en ámbitos competenciales de las CCAA. Las CCAA respecte la UE sólo puede actuar como órgano consultivo y en cambio el Estado español como actor de la UE.

3. La tipología de las competencias: exclusivas, concurrentes, compartidas y otros

El sistema de distribución competencial da lugar a una pluralidad de tipos competenciales, que pueden clasificarse en razón de diversos criterios de ordenación.

3.1 En razón del origen de la competencia

Esta clasificación se refiere de modo particular  las competencias de las CCAA, pues las competencias estatales  son en todo caso competencias propias derivadas del texto constitucional o residuales, ejercidas en razón de la cláusula del art. 149.3
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Competencias propias o estatutarias

1. Son las que las CCAA tienen atribuidas en sus EA’s en el marco de la CE y siguiendo el principio dispositivo.
2. Las CCAA son titulares de éstas. La titularidad de la competencia sólo puede modificarse a través de una reforma del EA.
3. El ejercicio de la competencia puede verse afectado  por una Ley de harmonización art. 150.3.
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Competencias extraestatutarias:  son aquellas  no asumidas estatutariamente y recibidas en virtud de una ley marco del art. 150.1 o de una LO de transferencia o delegación del art. 150.2.

3.2 En razón del tipo de función y la materia
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Competencias exclusivas

1. Definición- el titular de la competencias posee toda la materia y todas las funciones (legislativa, reglamentaria y ejecutiva) corresponde a una instancia política ya sea el Estado  o las CCAA. También puede calificarse de competencia exclusiva el supuesto en el que materia está previamente repartida por razón de interés (ej. puertos de interés general 149.1.20ª) o por razones territoriales (ej. transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una CA).
2. No hay compartición. Quien la tienen goza de potestad legislativa, reglamentaria y ejecutiva. 
3. El art. 149.1 habla de competencias exclusivas del Estado, pero el término exclusivo usado por el art. no tiene el  mismo significado del que se utiliza en la definición: 
a. El art. 149 si que contiene algunas competencias verdaderamente exclusivas en el mismo sentido de la definición (ej. art. 149.1.2º Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería derecho de asilo, 3º relaciones internacionales, 4º fuerzas armadas), pero no todas las que contiene lo son por ejemplo las competencias que atribuyen al estado la legislación de lo básico de una materia (ej. art. 149.1.18º “Bases del régimen jurídico de las administraciones públicas”).
b. Y lo mismo ocurre en los EA’s que en repetidas ocasiones utilizan el término exclusivo con un sentido confuso.
4. Clasificación de las competencias exclusivas en: 
i. C.e. completas, sin matices, sin límites. Ej. Relaciones internacionales, sistemas monetario.
ii. C.e. paralelas o separadas: cuando un sector del ordenamiento jurídico se distribuye entre la CA u y el Estado con ciertos criterios que distinguen los objetos sobre las que interviene cada instancia. Ej. las carreteras son exclusivas de las CCAA aquellas cuyo recorrido transcurres exclusivamente por el territorio de la propia CA, y las carreteras son exclusivas del Estado aquellas que atraviesen más de una CA.
5. Actualmente, las competencias  han dejado de ser las más importantes para conceder mayor importancia  a las concurrentes, en que intervienen las dos instancias Estado y CCAA.
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Competencias concurrentes  aquellas en que el Estado y CA concurren funcionalmente en la ordenación legislativa de una materia. Al Estado le corresponde a la legislación básica y a la CA el desarrollo legislativo y la ejecución.
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Competencias compartidas aquellas en que el Estado y CA comparten la ordenación de una materia, pero ejecutan funciones distintas. Al Estado le corresponde la función legislativa  y reglamentaria, y a la CA la función ejecutiva en sentido amplio, función ejecutiva más reglamentos organizativos (éstos tienen un carácter instrumental de la competencia de ejecución de la CA, servirán de instrumento para realizar dicha función).
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Competencias indistintas aquellas  en que se reconoce de forma indistinta al Estado y a la CA  la intervención sobre una misma materia. Los dos entes pueden ejercer las mismas funciones sobre una misma materia sin que exista preferencia a favor de ningunas de las dos intervenciones. Este supuestos de hecho se reconoce tan sólo  con relación a la cultura art. 149.2
.

3.4  Competencias concurrentes
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Definición- aquellas en que el Estado y CA concurren funcionalmente en la ordenación legislativa de una materia. Al Estado le corresponde a la legislación básica y a la CA el desarrollo legislativo y la ejecución. Hay dos niveles normativos uno primario y otro secundario.
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La noción de concurrencia supone  que la competencia se divide en razón del ejercicio respectivo de las funciones normativas: correspondiendo en principio al Estado la legislación básica  y a la CA la legislación de desarrollo, la potestad reglamentaria y la ejecución de la legislación básica estatal.
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El origen de la noción de competencia concurrente se encuentra en los modelos  federales en los que el reparto competencial se articula sobre el sistema de dos listas.

1. Unas materias serán competencia de la Federación, y otras de los Estados miembros, apareciendo un tercer supuesto en que los dos entes pueden concurrir indistintamente en su regulación. Este último caso se trata de la llamada competencia concurrente perfecta, pq existe una competencia en principio idéntica de la Federación y de los Estados miembros.

2. Para resolver los conflictos que pudiera derivarse de una actuación conjunto y contradictoria de la Federación y los Estados miembros existe la cláusula de prevalencia, según la cual el derecho de la Federación prevalece sobre el derecho de los Estados miembros. En caso de conflicto la ley de la Federación desplaza a la ley de los miembros pudiendo ocupar todo el campo material de regulación.

3. Este esquema de concurrencia perfecta ha evolucionado y se ha hecho más complejo, imponiéndose a la Federación determinadas condiciones para que pueda ejercer su potestad normativa.
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En la CE  hay un sistema de concurrencia imperfecta- El Estado no puede ocupar todo el campo normativo en relación a la materia, pues el  nivel normativo secundario en relación a esta materia está atribuido a la CA y garantizado constitucionalmente a la misma.


[image: image203.png]



Encierra 2 problemas de singular importancia:


1. Problema de orden técnico-  aparecen en el ordenamiento dos normas legislativas  que no se ordenan  por el principio de jerarquía sino por el de competencia. Y además  el criterio para determinar los dos ámbitos competenciales es de muy difícil concreción.

2. Problema político de primer orden-  la autonomía política de las CCAA depende en gran medida del alcance de la potestad legislativa, y por tanto, de cuál sea el grado de desarrollo de la legislación básica estatal. Cuanto menor sea la extensión de la legislación básica, mayor será la autonomía política de las CCAA.
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La separación de funciones entre las dos instancias no siempre resulta fácil, pq aunque las bases estatales  tienen que estar contenidas en una Ley, con rango legal, se admite también que el Estado en eel ejercicio de su competencia básica pueda ir  más allá de la función legislativa y  pueda dictar Reglamentos e incluso pueda llegar a algún acto ejecutivo o actos singulares. Dice el TC que ello puede ocurrir cuando dichos actos sena completamente indispensables para conseguir las finalidades establecidas por la normativas básica.
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El art. 149 CE usa diferente terminología respecto a la competencia del Estado: en unos casos habla sólo de bases (149.1. 13º, 18º, 25º), en otros  de normas básicas (149.1.27) y en otros de legislación básica (149.1.17º y 18º). 

1. Inicialmente algunos autores quisieron darle diferente interpretación pero no tuvieron éxitos.

2. Todos los términos tienen igual contenido, pese a la diferente denominación.
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El problema radica en determinar qué son las bases.  Y los criterios para determinarlo los proporciona el TC a través de su jurisprudencia.

1. El TC tenía 2 opciones para determinarlos, elegir un concepto material o una concepto formal.

i. Concepto material- considerar que lo que el Estado establezca como básico, es básico.

ii. Concepto formal- considerar que no por estar en una Ley básica tiene que tener la consideración de básico.

2. El TC ha elegido el criterio material de bases, pero con algunos elementos formales que garantizan la legalidad jurídica.

a. El criterio material permite al TC pueda controlar el ejercicio de la competencia estatal sobre las bases. Si hubiera sido adoptado un criterio formal no hubiera habido control posible.

b. La STC 69/1988  las bases tienen que estar contenidas preferentemente y con carácter  en una norma con rango de Ley, y además tienen que decir que es básica, o debe expresar qué precepto o artículos de un Reglamento son de carácter básico. Excepcionalmente, se admite que las bases estén contenidas en un Reglamento.

3. 2 notas más sobre las bases:
a. Las CCAA no tienen que esperar para ejercer una competencia cuando se les atribuya su desarrollo a que el Estado dicte la Ley de bases, pq la competencia de la CCAA  deriva de la Constitución y el EA,  y no de la Ley de bases.

b. En caso  que la norma básica estatal cambio cuando la CA la ha desarrollado, ello podría dar lugar  a que las leyes desarrolladas por las CCAA pudieran devenir inconstitucionales por ir en contra de las bases. La solución ideal será que ambos entes  negocien para solucionar el problema.

4. La modificación extraestatutaria de las competencias

4.1 Introducción
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En el artículo 150 de la Constitución establece 3 vías o instrumentos para modificar o flexibilizar la relación competencial entre Estado y CCAA. Los instrumentos son los siguientes:

1. Las leyes marco, y las leyes orgánicas de transferencia y delegación (CE 150.1, 150.2)-  permiten la descentralización de competencias estatales a favor de las CCAA, que serán siempre recuperables a voluntad del poder general del Estado (Cortes Generales). Es decir, permiten una ampliación competencial a favor de las CCAA.

2. Las leyes de armonización (150.3)- hace posible la intervención del Estado en el ejercicio de las competencias autonómicas, que siguen sometidas al régimen estatutario, siendo, por tanto, de titularidad autonómica.
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Dos notas respecto el art. 150:

1. El art. 150 expresa la preeminencia estatal respecto la relación competencial, ya que es el Estado (Cortes Generales) quienes determinan el status quo competencial.
2. El art. 150 introduce unos instrumentos en virtud de los cuales el sistema competencial permanece siempre abierto.
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De estas tres leyes, sólo la ley de armonización presenta singularidades que permiten caracterizarla como un subtipo normativo específico dentro del tipo legal. Por el contrario, la ley marco y la ley orgánica de transferencias y delegación pueden muy bien reconducirse a la ley ordinaria y a la ley orgánica, respectivamente, ya que la CE no determina especialidades procedimentales que permitan considerarlas como fuente singular. 
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Hay que destacar la existencia de las leyes competenciales (mirar epígrafe anterior).

4.2 Las leyes marco
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Recogido en: 150.1 “Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las CCAA la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas de las CCAA”.
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El instrumento normativo estaba pensado para las CCAA de 2º grado que no seguían el modelo institucional del art. 152 para las CCAA de 1º grado. Pero finalmente, tras los Acuerdos Autonómicos de 1981 se impuso una homogeneidad en todas las CCAA, es decir, el modelo del  art. 152 (previsto únicamente por las CCAA de primer grado) fue adoptado por la totalidad de los Estatutos de Autonomía. Los elementos fundamentales de tal organización son: una Asamblea Legislativa, un Consejo de Gobierno encabezado por un Presidente que asume la representación  de la respectiva Comunidad, y un Tribunal Superior  de Justicia, que culmina la organización judicial en el ámbito territorial de cada Comunidad. 


La prueba de esto es que hasta al momento no sea  ha dictado ninguna ley marco.

de poderes, y sistema de gobierno parlamentario con relación entre el Parlamento y el Gobierno que se manifiesta tanto en origen (designación del  Presidente del gobierno) como en su desarrollo (mociones de censura o cuestiones de confianza).
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Naturaleza del instrumento normativo a través del cual se produce la habilitación a las CCAA:
1. No se trata de un tipo normativo único y específico.

2. Denominación:

1. De origen italiano, aunque la las leyes marco de la Constitución española no son iguales a las italianas

2. A falta de una denominación expresa de las leyes del art. 150.1 se ha utilizado la denominación “leyes marco”, ya que el precepto se refiere al marco de los principios fijados por una ley estatal.

3. No plantea problemas la utilización de este término siempre que se entienda que con el mismo nos referimos a una condición normativa exigida a la ley de descentralización que es la necesidad de que esta ley contenga principios, directrices y bases a que debe someterse la legislación autonómica habilitada (y no nos referimos a un tipo específicos de ley).
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El tipo de facultades que se atribuyen a las CCAA:

1. Leyes marco, definición- Leyes ordinarias  que traspasan determinadas competencias normativas (facultad de dictar) sobre materias de competencia estatal a las CCAA (a una, a varias, o a todas), y tal competencia se ejercerá dentro de un marco de principios, bases y directrices fijados por la ley marco. 

2. La expresión “normas legislativas” no excluye la capacidad reglamentaria,  es decir, dictar reglamentos ejecutivos para la aplicación de la ley. Este posibilidad permite resolver una de la expresión “Sin perjuicio de la competencia de los tribunales”.

3. Las Cortes Generales les corresponde: 1) realizar la atribución mediante ley ordinaria, 2) fijar los principios, bases y directrices de la ley marco.

[image: image215.png]



Los controles sobre las leyes marco:

1. La ley marco establecerá la modalidad de control de las Cortes Generales  sobre estas normas legislativas, sin perjuicio de la competencia de los tribunales.
2. Expresión “sin perjuicio de la competencia de los tribunales”:

i. Se encuadra en el régimen de las delegaciones del art. 82.6 CE
. 

ii. Tal competencia se refiere: 1) a la del Tribunal Constitucional para el control de la constitucionalidad de las leyes, 2) a la de los tribunales ordinarios para controlar la normativa parlamentaria, o para plantear, en su caso, la cuestión de inconstitucionalidad.
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Las materias que pueden ser objeto de descentralización por esta vía.
1. Hay un grupo de competencias que no plantea problemas las competencias residuales, en virtud del art. 149.3, las competencias no asumidas por los Estatutos de Autonomía permanecen de titularidad del Estado.

2. Limitación establecida en el art. 150.2 por el que debe tratarse de competencias que por su propia naturaleza permitan una habilitación a las CCAA sin que ello afecte a la unidad de la Nación. Como es obvio la expresión contenida en el art. 150.2 no ayuda en nada a precisar cuál puede ser ese límite.
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Distinción entre leyes marco y leyes de delegación:

1. Leyes marco- mayor importancia de traspaso material; la fijación por las Cortes Generales de un marco formado por principios, bases y directrices; es una ley ordinaria, no requiere mayoría absoluta para su aprobación.
2. Leyes de delegación- menor importancia de traspaso material; no fijación de un marco; se trata de una Ley orgánica, y por tanto, requiere mayoría absoluta para su aprobación.
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En conclusión, según el Dr. Aparicio la ley marco se trata de una ley de delegación con algunas peculiaridades.

4.3 Las Leyes orgánicas de transferencia y delegación
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Recogido en: 150.2 CE “El Estado podrá transferir o delegar en las CCAA, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado”.
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Naturaleza del instrumento normativo a través del cual se produce la habilitación a las CCAA: 

1. La naturaleza es claramente de Ley orgánica de la que no le diferencia ninguna peculiaridad relevante.

2. La LO de transferencia no debe asimilarse a la aprobación de los EA’s, pq ello supondría dotar de una rigidez impropia a su contenido, impidiendo la libre disponibilidad estatal sobre el mismo, inherente a este mecanismo de descentralización.

3. No reforman o cambian el EA sólo añaden (Dr. Aparicio).

4. Es la que permite que el sistema competencial está siempre abierto (Dr. Aparicio).

5. Estas leyes orgánicas expresan un acto unilateral libremente adoptado de las Cortes Generales tanto respecto a su elaboración como a su revocación (a diferencia de los Eas que se caracterizan por una doble voluntad estatal y autonómica).

6. Garantía  de tales leyes orgánicas-  que es la exigencia de derogación expresa, derivada de su carácter de NSP y su inclusión en el bloque de constitucionalidad (tal garantía es más diluida que la rigidez estatutaria).
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El tipo de facultades normativas que se atribuyen a las CCAA
1. El tenor literal del precepto nos indica que la ley orgánica puede transferir o delegar tan sólo facultades correspondientes a materia de titularidad estatal, y por tanto, sólo aspectos parciales de la ordenación o la gestión de una materia.
2. Sin embargo, nada impide, más allá del límite de “su propia naturaleza” que la suma de las facultades alcance la totalidad de la competencia. 
3. Las materias transferibles son: 1) las competencias compartidas, éstas en toda su totalidad, 2) las competencias exclusivas.
4. La habilitación siempre será revocable por la libre voluntad del Estado. La delegación   se puede revocar por el propio Gobierno mientras que las de transferencia tienen que ser revocada por una LO aprobada por las Cortes Generales.
5. Diferencia entre transferencia y delegación:

a. La delegación- supone el traspaso del ejercicio de la competencia. Supone el traslado al Derecho público del contrato de mandato del Derecho civil.
b. La transferencia- supone el traspaso de la titularidad  y el ejercicio de la competencia.
Pero en la práctica,  no hay diferencia, pq el Estado podrá siempre revocar la habilitación.
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Los controles sobre las leyes orgánicas:

1. El Estado, en cada ley orgánica de transferencia o delegación,  puede reservarse las formas de control que cree oportunas. 
2. Teóricamente la capacidad de control es más intensa en el caso de delegación  que en el supuesto de transferencial, pero nada excluye que en las leyes orgánicas se determine un régimen de control más riguroso para la transferencia que para la delegación.
3. El art. 153.b establece que corresponderá al Gobierno de la Nación, previo dictamen del Consejo de Estado, el control del ejercicio de las funciones delegadas a que se refiere el art. 150
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Las materias que pueden ser objeto de descentralización por esta vía
3. Hay un grupo de competencias que no plantea problemas las competencias residuales, en virtud del art. 149.3, las competencias no asumidas por los Estatutos de Autonomía permanecen de titularidad del Estado.
4. Limitación establecida en el art. 150.2 por el que debe tratarse de competencias que por su propia naturaleza permitan una habilitación a las CCAA sin que ello afecte a la unidad de la Nación.
5. En todo caso, cabe decir que no hay materias que sean indelegables en su totalidad, pues todas las materias admiten la posibilidad de colaboración autonómica, siempre que la misma no afecta a la titularidad y a la responsabilidad última del Estado.
6. En la práctica legislativa se advierte una paradoja:

a. La técnica del art. 150.2 desde su configuración constitucional permite una diferenciación competencial de las CCAA, al poder atribuir facultades exclusivas del Estado a una o varias CCAA.
b. Sin embargo, en la práctica legislativa la técnica ha sido utilizada para homogeneizar el nivel competencial de las CCAA.
i. La primera utilización de estas leyes, la LOTRACA  y la LOTRAVA, permitió a Canarias y a la Comunidad Valenciana asimilarse a las Comunidades de autonomía plena.
ii. Posteriormente, la LO 9/1992 incrementó las competencias de las CCAA de autonomía diferida acercándolas a las del art. 151
iii. La excepción la constituye la LO 6/1997 de transferencia de competencias ejecutivas en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor a Cataluña- se trata de una competencia exclusiva del Estado y la atribución se realiza a una sola CA, con lo que se recurre con este tipo de ley con una intención diferenciadora.
4.4 Las leyes de armonización
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Recogido en: 150.3 “El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las CCAA, aun en el caso  de materias atribuidas  a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general.  Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad”
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La naturaleza de las leyes de armonización:
1. Las leyes de harmonización son una fuente normativa específica o tipo específico de ley prevista en el art. 150.3.
2. Se define por ser una mezcla entre ley ordinaria y LO.

3. A continuación se nombrarán y se explicarán  los rasgos que singularizan las leyes de harmonización de las demás leyes de las Cortes Generales.
4. Precedente en la Constitución de 1931.
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Su condición rigurosamente excepcional, en cuanto mecanismo de cierre del sistema.

1. Las leyes vienen a establecer principios que armonicen  disposiciones normativas de las CCAA. No privan a las CCAA de sus competencias, sino que modulan su ejercicio, sometiéndolas a unos principios o directrices comunes.
2. Estas leyes constituyen un mecanismo que permite llegar a unos objetivos distintos de las dos anteriores, ya que al armonizar reduce el ejercicio de competencias de las CCAA.
3. El TC afirma que al suponer una modificación en detrimento de las CCAA debe ser utilizado sólo en carácter extraordinario: El TC dijo que  dicha ley pone en peligro la autonomía política de las CCAA y que este mecanismos constituye un medio extraordinario a utilizar sólo en caso de que por otras vías no se pueda conseguir el objetivo propuesto.
4. El carácter excepcional no afecta de un modo absoluto al ámbito material sobre el que recae este tipo de ley, el ámbito material son las competencias exclusivas de las CCAA y también las compartidas. Se resuelve así en el ámbito jurisdiccional  la polémica sobre si las leyes de armonización deben limitarse a las competencias exclusivas de las CCAA,  por el contrario pueden extenderse a todas las materias que sean de competencia autonómica.
5. Diferencia entre legislación básica estatal y la ley de harmonización:

i. En la normación básica el poder general del Estado encuentra siempre un límite en las competencias autonómicas. Ello se explica pq la normativa básica incide directa la materia y sólo indirectamente sobre las potestades a normativas autonómicas.
ii. Ley de armonización- ausencia del límite en las competencias autonómicas.  La ley de harmonización puede incidir directamente sobre las potestades o funciones normativas de las CCA, sobre el desarrollo legislativo de la legislación básica.
6. En ningún caso una ley de harmonización puede ser una ley interpretativa (Dr. Aparicio).
7. Como mecanismos sólo se ha intentado utilizar en una ocasión, la LOAPA y fue impugnada ante el TC que afirmó que no está previsto en la CE que puedan coincidir en una misma ley el carácter de orgánica y el de armonizadora, caracteres que fueron suprimidos de la ley impugnada quedando simplemente como Ley del Proceso Autonómico
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Su afectación a determinados objetivos 

1. La ley de armonización requiera un presupuestos habilitante para ser producida: que así lo exija el interés general, es decir,  una heterogeneidad en las disposiciones normativas de las CCAA que pongan en peligro el interés general. 
2. El TC podrá controlar si se ha hecho o no  un uso adecuado del instrumento normativo, ya que el interés general, pese a ser  un concepto jurídico indeterminado, no otorga una plena discrecionalidad a las Cortes Generales respecto a la existencia  misma del presupuesto habilitante.
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La estructura normativa de este tipo de ley también es peculiar.
1. En primer lugar- pq estas leyes tienen como destinatarios a los poderes públicos de las CCAA. Sin embargo, esto no quiere decir que sólo desplieguen su eficacia sobre los poderes normativos de las CCAA, pues ésta puede extenderse a los aplicadores del Derecho, como elemento de interpretación  y de aplicación de las normas autonómicas.
2. En segundo lugar- son leyes de principios, es decir, reglas que determinan la acción normativas, normas sobre la producción jurídica (NSP). Los principios carecerán de eficacia cuando no exista normativa autonómica que armonizar. 
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La rigidez procedimental establecida en la Constitución, y el valor que a la misma hay que otorgar, en cuanto exigencia de un superior consenso para su producción.

1. La CE exige un procedimiento especial de aprobación- Como requisito previo a la aprobación de la ley las dos Cámaras Congreso y Senado tienen que aprobar por mayoría absoluta la apreciación de dicha necesidad de armonización. Y aparte de ello tienen que intervenir la Comisión General de las CCAA del Senado.
2. La mayoría reforzada- indica la exigencia de un consenso parlamentario que supera al resto de las fuentes de nuestro ordenamiento, excluida la reforma constitucional.
TEMA 6: LOS CONFLICTOS ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1. La resolución de los conflictos entre el Estado y las Comunidades Autónomas
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En todo estado compuesto donde existe una distribución territorial del poder hay controversias sobre al delimitación de las competencias de las diferentes instancias de poder. 
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Conflictos de competencias, en sentido amplio- es cuando existe una contradicción entre una norma o acto de la federación o poder central y otra norma o acto del estado miembro o entidad descentralizada. En España, existe conflicto de competencias  cuando el Estado o una CA considera que la otra instancia ha invadido competencias que le son propia, o cuando esta discrepancia se da entre CCAA entre sí.
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Tales enfrentamientos se han resuelto de manera distinta a lo largo de la historia (Negociaciones bilaterales, Asamblea representativa de las dos instancias, Recursos a órganos neutros no judiciales).


Actualmente se opta  por la reconducción de los conflictos ante una instancia jurisdiccional para que dicte una solución imparcial fundamentada en derecho, y normalmente en países con justicia constitucional se atribuye a ésta  la resolución de este tipo de conflictos pq afecta a la estructura del Estado.
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Conflictos de competencias en España, peculiaridades:

1. Elevado número  de conflictos planteados, aunque últimamente va decreciendo: El federalismo alemán presenta una media de 1 conflicto al año, mientras que en España se producen unos 30 o 40 al año.  Los años de más conflictividad fueron  entre 1985-1989, con cifras cercanas centenar. 
2. Fases de los conflictos de competencias:
· Los primeros años- los conflictos se establecieron entre las CCAA de Cataluña  y el Pais Vasco frente el Gobierno central.
· Más tarde-  los conflictos se han diversificado, aunque el número de controversias judiciales de Cataluña es todavía superior al resto. Por otro lado, el gobierno vasco no plantea conflictos ante el TC des del 1989 en un tipo de posición de boicot.
3. Razones del elevado número de conflictos:
· Las dificultades técnicas de la distribución de competencias, especialmente en la primera época de aplicación.
· La diversa concepción de la autonomía.
· La escasez de mecanismos de colaboración y de integración de las voluntades autonómicas en las decisiones generales del Estado.
· Por estas razones,  la disminución de conflictos a partir de 1990 puede atribuirse a la experiencia en la interpretación de las normas competenciales, a la doctrina del TC, a la creación de órganos de colaboración, y una myor voluntad de negociación entre las partes.
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La conflictividad entre Estado y CCAA ha sido una elemento esencial definidor del Estado de las Autonomías, hasta el punto que haya podido hablarse de un Estado jurisprudencial de las Autonomías.
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Conflicto de competencias, en sentido amplio en España- el enfrentamiento  ante el TC entre una  CA y las instituciones centrales sobre las competencias respectivas que les corresponden. Distintos mecanismos en que se plantea  ante el TC.

1. El conflicto competencias en sentido estricto que puede ser positivo o negativo

2. El conflicto negativo de competencias.
3. El recurso de inconstitucionalidad.
4. El procedimiento especial del art. 161.2
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Además  de los conflictos planteados ante el CT, las diferencias de opinión entre las administraciones del Estado y las CCAA se puede  llevar a cabo por la jurisdicción contencioso administrativa.
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Existe otro mecanismos mitad jurisdiccional mitad negocial introducido por la ley 1/2000, consiste en que determinados supuestos el TC no conocerá la controversia hasta transcurridos 9 meses  para las partes negocien.
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Hay que señalar, que en España, al igual que Alemania, existe la llamada ejecución forzosa del art. 155 que consiste en  una solución política para casos de extrema gravedad en el incumplimiento de los deberes legales de las CCAA.
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Los criterios o parámetros para resolver los conflictos de competencias ante el TC  deben ser las normas que atribuyen tales competencias que son: la Constitución, los EA’s, las leyes competencias, las leyes del art. 150. Tal parámetro es denominado por el TC como bloque de la constitucionalidad.

2. El conflicto de competencias: clases y procedimiento

Recogido: CE 161.1.c, LOTC Título IV (en que se incluye tb los conflictos de atribuciones entre órganos constitucionales del Estado)

CE 161.1.c- la Constitución ha previsto que el TC resuelva los conflictos de competencia que surgen entre el Estado y las CCAA o de éstas entre sí.

La LOTC- en desarrollo a este precepto constitucional, regula en los arts 60 y ss los conflictos de competencia, distinguiendo  entre conflictos positivos  o negativos de competencia.

2.1 Los conflictos positivos de competencia

Recogido en: LOTC arts 62 y ss.

Definición- son aquellos que se suscitan entre el Estado y  las CCAA cuando ambos consideran que determinada disposición o resolución invade competencias que les corresponden.
Finalidad- Distribución de competencias entre el Estado y las CCAA, y entre éstas.
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Objeto

El objeto del conflicto consiste en la reivindicación de la titularidad de las competencias, los demandantes en un conflicto de competencias intentan que el TC declare su titularidad para dictar disposiciones o efectuar los actos  cuya titularidad  se han atribuido el Estado o las CCAA. Así constituye objeto de un conflicto de competencias:  las resoluciones, disposiciones y actos de  las CCAA y el Estado.
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Legitimación


La legitimación  para interponer el conflicto de competencias corresponde a:

1. El Gobierno del Estado, en el caso de que considere que la competencia es suya frente a aquella Comunidad Autónoma que la haya ejercitado mediante el dictado de alguna disposición o norma.
2. Los órganos colegiados de gobierno de las CCAA, en el caso  de que sea el Estado el que supuestamente ha invadido las competencias.
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Procedimiento
El procedimiento previsto para resolver los conflictos positivos de competencia no es 
uniforme ya que Estado y CCAA no se encuentran legalmente en una posición idéntica. El Estado está en una posición dominante, lo cual viene justificado por la función general que se atribuye al Estado del equilibrio del sistema.
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Cuando quien suscita el conflicto es el Gobierno de la Nación, éste puede actuar de 2 formas:

a) Interponiendo directamente el conflicto ante el TC.

b) Requeriendo antes a la Comunidad Autónoma para que derogue o anule la disposición o actos que considera causantes del conflicto (LOTC 62). El requerimiento es facultativo o voluntario

Cuando quien suscita el conflicto es  una Comunidad Autónoma: ésta debe necesariamente requerir al Estado o a la otra CA para que proceda en la forma indicada (LOTC 63.1). El requerimiento es preceptivo o obligatorio.

Así el requerimiento previo pretende abrir una vía de entendimiento que evite el conflicto propiamente dicho.

El plazo para plantear el conflicto directamente o para requerir es de 2 meses a partir de la publicación o comunicación de acto o disposición viciados de incompetencia. Cuando ha existido requerimiento previo y éste no ha dado el resultado esperado, el conflicto de competencia puede formalizarse ante el TC en el plazo de 1 mes a contar desde el rechazo del requerimiento.
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El Gobierno tiene la facultad exclusiva de suspensión automática  (CE 161.2): si el 
Gobierno invoca el art. 161.2 de la CE, el acto o resolución supuestamente viciado ha de ser automáticamente suspendido por un plazo no superior a los 5 meses. Transcurrido dicho período, el TC, sino ha resuelto el conflicto, puede decretar el levantamiento o la continuación de la suspensión.



Las CCAA pueden solicitar la suspensión de la disposición o acto argumentando que producirá efectos imposibles o de difícil reparación, y el TC resolverá dictando o no la suspensión.
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Admisión a trámite:

La LOTC, frente a lo que prevé en otros procedimiento, no establece expresamente la posibilidad de inadmitir conflictos positivos de competencias cuando éstos no cumplan los requisitos legalmente establecido. A pesar de ese silencio, ha habido casos  en los que  no se ha admitido a trámite conflictos de competencia por incumplir manifiestamente los citados requisitos.
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Formalización del conflicto, y comparecencia de las partes afectadas (el Gobierno de la Nación y/o el órgano u órganos ejecutivos de  las CCAA).
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Presentación  de alegaciones  que estimen convenientes.
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El TC dicta sentencia.

2.2 Los conflictos negativos de competencia

Recogido: LOTC arts. 68 y ss.

Definición- son aquellos que se refieren a situaciones en las que el Estado o alguna CA no se consideran competentes para dictar resoluciones o disposiciones, que consideran competencia de otra CA o, en su caso, del Estado.

Finalidad- Distribución de competencias entre el Estado y las CCAA, y entre éstas.

Hay 2 tipos de conflictos negativos de competencia:

1. Cuando una  persona (jurídica o física) formula una petición a un órgano de la Administración  estatal o de una CA, y éste decline su competencia para resolver dicha petición, por entender que la competencia corresponde a una CA o al Estado.

2. Cuando el Gobierno requiere a una CCAA para que ejercite las atribuciones propias de la competencia que la Comunidad atribuya su Estatuto o una ley orgánica de delegación o transferencia. 

[image: image249.png]



Objeto


Cuando el particular  formula la petición- el objeto los constituye la pretensión deducida por el particular, respecto del que inhiben ambas Administraciones.

Cuando es el Gobierno el que requiere a la CA- el objeto lo constituye la  pretensión de que la CA ejercite  las atribuciones que le corresponden.
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Legitimación


La legitimación corresponde a:

1. En el primer caso una persona (física o jurídica) legitimada.

2. En el segundo caso, el Gobierno del Estado.
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Procedimiento

1. En el primer caso:
a. Se inicia el procedimiento por un escrito al que deberá acompañar la documentación acreditativa de haber agotado los trámites a que se refiere el art. 68, por los que tanto la Administración central como la autonómica se consideren incompetentes para resolver  acerca de la petición del particular.
b. El plazo  es un mes (a contar desde la resolución expresa del Estado o CCAA o desde que se deba entender la negativa por silencio administrativo).
c. El TC admitirá a trámite el conflicto si cumple los requisitos formales.
d. El TC oye el recurrente, las Administraciones afectadas y cualquier otra parte que  considere procedente.
e. El TC dicta sentencia determinando a qué ente le corresponde la competencia controvertida.
2. En el segundo caso: 
a. El Estado, a través del Gobierno, requiere al órgano ejecutivo de una CA para que ésta ejercite una competencia que le corresponde.
b. Si este requerimiento es desatendido, en el plazo de  1 mes, el Gobierno puede plantear el conflicto ante el TC, que sigue un procedimiento similar al anterior.
2.3 Contenido y efectos de la sentencia
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Contenido
1. La sentencia declarará la titularidad de la competencia controvertida, y en consecuencia a quién corresponde su ejercicio de acuerdo con lo dispuesto  por el bloque de constitucionalidad.

2. La STC podrá anular la disposición, resolución o acto que dio lugar al conflicto si estuviere viciado de incompetencia (LOTC 66).

3. Por tanto, en cada caso el TC ha de modular los efectos que la decisión haya de tener sobre las situaciones creadas a partir del acto o disposición anulado.

4. Como consecuencia de la mora del TC en dictar sentencia, en ocasiones provoca que la norma objeto del conflicto ya haya  agotado sus efectos. En tales casos el TC se pronuncia únicamente sobre  la titularidad hecho que permite delimitar las competencias en el futuro, pero ni se anula la norma ni sus consecuencias prácticas. Ej. Preceptos de las leyes de presupuestos.
5. En ocasiones, se encuentran sentencias interpretativas sobretodo en el caso de recursos de inconstitucionalidad: su fundamento se encuentra en el hecho que la justicia constitucional debe anular una ley que sea contraria con la Constitución; El TC acuden a la técnica de mantener la validez de la ley, con la condición que el precepto impugnado  no reciba una interpretación determinada, o sea interpretada sólo en un sentido. Ésta técnica presenta serios problemas, teóricos y prácticos.
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Efectos

1. Vincula a todos los poderes públicos: en la media que la STC tiene efectos de cosa juzgada y su fallo es el resultado de un control abstracto de normas, su decisión se impone a todos los poderes públicos.
2. Produce efectos erga omnes:  Las sentencias “que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho tiene efectos frente a todos” (CE 164.1), y en consecuencia vincula a todos los Poderes Públicos.
3. Produce efectos de cosa juzgada
a. No cabe recurso alguno contra las sentencias del TC (CE 164.1)
b. La sentencia desestimadora pronunciada por el TC agota la vía y no puede volver a plantearse  nuevamente un procedimiento de inconstitucionalidad sobre el mismo tema y por el mismo motivo. Cuestión distinta es si la pretensión se fundare en un precepto constitucional distinto o se tratare de un supuesto normativo parecido, aunque no idéntico. O si la desestimación de un recurso hubiese sido producida por razones de forma (LOTC 29.2).
c. Se producen los efectos de cosa juzgada desde el día siguiente a su publicación (“las sentencias del  TC se publicarán en el BOE” CE 164.1
4. Las disposiciones inconstitucionales son declaradas nulas
a. Lo que significa la inmediata y definitiva expulsión del Ordenamiento de los preceptos afectados. 
b. Los efectos de declaración de nulidad son ex tunc, la norma jurídica no es (no ha sido nunca) una norma válida.
c. Sin embargo, aunque una norma sea declara inconstitucional, no es posible revisar procesos terminados en virtud de sentencia firme, como consecuencia del reconocimiento de los efectos de cosa juzgada, exigidos por el principio de seguridad jurídica “la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada” (CE 161.1.a). Existe una única excepción: el caso de las sentencias que hayan impuesto  una sanción de carácter penal o administrativo,  se produciría o se vería reducida ésta como consecuencia de la nulidad del precepto sancionador (LOTC 40.1).
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El conflicto de competencias puede finalizar por otras vías distintas a la sentencia

1. Por desaparición del objeto del conflicto- a veces no resulta necesaria la intervención del TC si ambas partes están de acuerdo con la desaparición del conflicto. Aunque el TC tendrá la última palabra en resolver la titularidad.

2. Por desestimación de quien lo ha promovido-  si el promotor del conflicto se considera satisfecho extraprocesalmente por la otra parte. Aunque  ello no vincula al TC que podría continuar con el proceso.

3. Por allanamiento de la demanda de la Administración recurrida-  puede ser  que un acto de una Administración, por la clarificación a través de otras sentencias, se da cuenta que se halla fuera de sus competencias y entonces allana la demanda.

3. El recurso de inconstitucionalidad (o recurso de inconstitucionalidad competencial según la doctrina)
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Recogido en: 67 LOTC “si la competencia controvertida hubiera sido atribuida por una Ley, el conflicto de competencias se tramitará desde su inicio o, en su caso, desde que en defensa de la competencia ejercida se invocare la existencia de la norma legal habilitante, en la forma prevista para el recurso de inconstitucionalidad.”
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Recurso de inconstitucionalidad del art. 161 CE y recurso de inconstitucionalidad del art. 67 LOTC
1. Respecto el del art. 161 CE:

a. Su finalidad-  es la defensa objetiva de la Constitución, su supremacía sobre cualquier otro tipo de norma.
b. De acuerdo con la lógica anterior hay determinados órganos legitimados: el Presidente del Gobierno, 50 Diputados, 50 Senadores, el Defensor del Pueblo y las asambleas legislativas de las CCAA cuando se trata de cuestiones relacionadas con su competencia.
2. Respecto el del art. 67 LOTC:

a. Su finalidad-  es resolver los conflictos de competencias, determinar quien es el titular de la competencia.
3. El del art. 67 LOTC responde a una lógica distinta o tienen una finalidad distinta respecto de el de l’art. 161.
4. Por consiguiente el planteamiento de la LOTC de que se seguirá el procedimiento de recurso de inconstitucionalidad  para resolver los conflictos de competencias que tengan  rango de ley ha planteado problemas interpretativos pq los  dos procedimientos están pensados 
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Diferencias  y peculiaridades del recurso del art. 67 LOTC del  recurso del art. 161

1. Objeto del recurso- norma con rango de ley
, estatal o autonómica, que provoque o se le impute un conflicto de competencias.
2. Puede ser que se plantee desde el primer momento, o bien puede ser que se plantee por un conflicto de competencias y que luego se descubra que la vulneración procede de una ley  y se siga el trámite del recurso de inconstitucionalidad.
3. El parámetro para resolver el conflicto  es la Constitución y el bloque de constitucionalidad.
4. El recurso de inconstitucionalidad del art. 161 tiene una legitimación más amplia.
5. Respecto al contenido de la sentencia-  debido a que se trata de un conflicto de competencia, no sólo se pronuncia sobre la validez de la ley, sino que también declara la titularidad de la competencia.
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Diferencias procesales del recurso del art. 67 LOTC respecto el conflicto de competencias

1. No hay exigencia de requerimiento previo.
2. El plazo es de 3 meses desde la entrada en vigor de la Ley.
3. En materia de suspensión el Estado puede alegar también el art. 161.2 de la Constitución que producirá la suspensión automática, pero la CA no puede pedir la suspensión de la ley estatal.
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Este procedimiento es muy frecuente en las competencias concurrentes (ley básica del Estado y Ley de desarrollo de las CCAA):

1. El TC puede declarar la inconstitucionalidad de cualquiera de las dos.

2. Si la ley básica estatal es correcta, entonces actúa como parámetro de constitucionalidad de la ley autonómica, la cual cosa significa  que si ésta se opone a la ley estatal será declarada inconstitucional.

4. La impugnación del art. 161.2
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Recogido en:  titulo V LOTC, 161.2 CE “El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses”.
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Definición- procedimiento distinto a los anteriores que permite la impugnación de disposiciones sin fuerza de ley, y las resoluciones emanadas de cualquier órgano de la CA,  y produce la suspensión  de la disposición o resolución al menos durante 5 meses hasta que el TC no se pronuncie.

[image: image262.png]



Este procedimiento suscita inicialmente perplejidad y desconfianza, razones: 1) al tratarse de un procedimiento autónomo, y 2) la amplitud  de la misma causa de impugnación “sea cual sea el motivo en que se base” LOTC 77. 
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Sin embargo, la doctrina del TC lo ha ido configurando  como la vía que tiene el Gobierno para impugnar normas autonómicas inferiores a la Ley, por motivos diferentes a la distribución de competencias, y especialmente si son contrarias a los principios constitucionales, como por ejemplo la unidad de mercado o la libertad.
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En este procedimiento, el Gobierno central no suscita ninguna disputa competencial ni solicita la titularidad, ni imputa a la CA de ejercer funciones que no le corresponden, sino que plantea la contradicción de la norma autonómica con preceptos constitucionales que no distribuyen competencias a pesar que sean próximos al orden competencial.
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Requisito principal es el carácter constitucional de la cuestión, porque en caso contrario correspondería a la jurisdicción ordinaria.

5. La ejecución forzosa
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Recogido en: 155 1. “Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas”.
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Definición- es un procedimiento para resolver las diferencias que pueden surgir entre el Estado y CCAA cuando se vea afectada el interés generales. Entonces la Constitución concede al Gobierno la posibilidad de adoptar las medidas necesarias para obligar a una CA al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones.
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Se trata de un procedimiento especial que nuestra Constitución ha copiada de la Constitución alemana de 1949 que en su art. 37  habla de la llamada “coacción federal”.
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Nunca ha sido utilizada,  debería producirse una muy grave crisis política para que llegara a ser aplicada.
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Requisitos para la imposición de la ejecución forzosa:

1. La CA no cumpliese las obligaciones que la CE u otras leyes le impongan, o actuasen en forma que atentasen gravemente el interés general de España.

2. El Presidente de la CA correspondiente  desatendiese el requerimiento del Gobierno de la Nación,

3. El Gobierno necesitará para su intervención la aprobación de la mayoría absoluta del Senado (en uno de los pocos casos en que éste cumple una función de Cámara territorial). El Senado tendrá que decidir  las medidas a adoptar por el Gobierno central para reconducir la situación.
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Pese a los intentos de desdramatizar esta figura, para evidente que se trata de una ultima ratio, que supone un efectivo incumplimiento por parte de una CA de sus obligaciones, y la puesta en peligro de intereses suprautonómicos
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Las medidas del Gobierno respecto la ejecución forzosa:

1. Las medidas no llegan al extremo, previsto por ejemplo en la Constitución republicana de 1931 de hacer desaparecer temporalmente la estructura autonómica.
2. El Gobierno procederá a la sustitución de los entes autonómicos para el cumplimiento de las actividades en cuestión.
3. El Gobierno podrá obligar a la autoridad autonómica a llevar a cabo una determinada conducta, pero no podrá suprimir la autoridad.
4. Estas medidas tendrán que ser adecuadas y proporcionadas a la gravedad de la situación.
5. El Gobierno central podrá cursar instrucciones a todas alas autoridades de la CA afectada.
6. Siguen vigentes lo sistemas de control constitucional, de modo que la  CA podrá impugnar, vía conflicto de competencias, las medidas jurídicas adoptadas por el Gobierno central.

7. En definitiva, se trata de un mecanismo de sustitución de la autoridad de la CA, y no de suspensión de la autonomía de la CA.

[image: image273.png]



No debe confundirse con los estados de excepción, alarma y de sitio.
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Su uso supondría, el desencaje del sistema autonómico.

TEMA 7: LA COLABORACIÓN ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

0. Introducción

· En todos los Estados compuestos existe una amplia red de relaciones entre las   entidades políticas que las integran (CCAA, estados miembros, cantones, Länder), por un lado, i entre éstas i las instituciones centrales por el otro.

· En las últimas décadas, los cambios socioeconómicos han desarrollado estas relaciones entre el Estado i las CCAA. 

· La Constitución y los EA’s no prevén tales relaciones, sino que la mayoría de las formas de colaboración se encuentran  en la legislación ordinaria o hay ausencia de previsión.
· Respecto a las relaciones de colaboración  existen 2 tipos distintos de relaciones:
1. Las relaciones de colaboración en sentido estricto y sus diversas técnicas.

2. La participación de los entes territoriales, de las CCAA, en las decisiones generales del Estado.

a) Designación de senadores por parte de las CCAA.

b) Presentación de proposiciones de ley ante las Cortes Generales.

c) Posibilidad de participación en las decisiones ante la Unión Europea.

1. Las relaciones de colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas: clases y régimen jurídico

La colaboración entre CCAA y CCAA y Estado constituye una necesidad elemental derivada de las propias tareas de ambos poderes, el central i autonómico.  Además, la colaboración  es la experiencia propia de todos los estados compuestos, pq la inexistencia de relaciones jerárquicas entre las dos instancias exige doble colaboración, la cual se lleva a cabo en cada país mediante técnicas muy diversas.

Se puede hablar de 3 sentidos o acepciones diferentes de colaboración:
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Colaboración, en sentido amplio- aquella que se da de forma implícita y habitual cuando ambas instituciones ejercen competencias  que implican  una actuación de las dos sobre una misma materia, como sucede en las competencias concurrentes (el Estado elabora la ley de bases y las CCA  la ley de desarrollo), o en las competencias compartidas (el Estado aprueba la ley y las CCAA la ejecutan).
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Colaboración como principio de lealtad de actuación- obligación general que tiene, tanto el Estado como la CA, de no perjudicar a la otra parte en el ejercicio de sus competencias
· Es un principio inherente al estado autonómico o descentralizado.
· Fue diseñado por el Tribunal Constitucional Federal alemán con el nombre de “lealtad federal” (“Bundestreue”).
· El principio se halla recogido en la Ley 30/1992 de Régimen Jurídica de las Administraciones Públicas y del Régimen Administrativo Común, modificada por la Ley 9/1999, que regula las relaciones entre el Estado y las CCAA.
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Colaboración, en sentido estricto- 
1. Definición- es el establecimiento de relaciones y contactos de forma expresa entre el Estado y la CA o entre CCAA entre sí. 
2. Como consecuencia de la ausencia de tradición descentralizadora en España, la Constitución no prevé ampliamente tal colaboración sólo en art. 145.2 los convenios entre las CCAA; los EA’s tampoco la prevé, excepto alguna institución particular  como es la Junta de Seguridad de Cataluña.
3. Las relaciones de colaboración adoptan formas muy diversas y a veces difíciles de homogeneizar. En general, pero pueden distinguir-se 3 grandes clases de mecanismos de colaboración: el auxilio mutuo, la coordinación y la cooperación.
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El auxilio mutuo-
1. La más básica cuando una instancia de poder  desarrolla ciertas actividades o mantiene una actitud determinada para que la otra pueda ejercer con eficacia sus competencias. Su elemento principal es la información, habitualmente el Estado o las CCAA necesitan, para la ejecución de sus competencias, la información que tiene la otra instancia. 
2. También se da este tipo de colaboración, cuando una de las instancias pone a disposición de la otra medios técnicos o materiales que faciliten  el ejerció de su competencia. Ej. En uso común de las instalaciones de control de calidad.
3. También, cuando una de las partes reconoce (mediante un convenio) como propios los efectos de los actos realizados por la otra instancia. Se trata de evitar duplicidades innecesarias en las funciones de control y de inspección que han de llevar a cabo el Estado i una comunidad en virtud de competencias diferentes. Ej. Cuando hay que hacer controles sanitarios de alimentos de cara a la exportación, si la CA los ha efectuado a efectos internos y  el Estado los reconoce como propios.
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La coordinación
1. Consiste en la participación del Estado  y CCAA en un procedimiento común para conseguir una orientación parecida en el ejercicio de las competencias que corresponden a cada una de las partes.
2. Esta coordinación puede ser: obligatoria o voluntaria.
· C.  obligatoria- 
· Cuando la Constitución o el EA atribuye al Estado la función de coordinar.
· Ej.  Art. 149.1.16 “coordinación general de la Sanidad”.
· Eso no significa  que el Estado pueda adoptar directrices en la materia sino únicamente  establecer vías para conseguir acuerdos entre los titulares de la competencia, que después  ejecutaran por su cuenta.
· C. voluntaria- 
· Cuando las CCAA aceptan participar en instancias o procedimientos comunes para el intercambio de opiniones y experiencias.
· Ej.  El objeto más frecuente de esta coordinación es la conferencia sectorial o ministerial, integrada por el ministro del Gobierno central y los consejeros de los gobiernos autonómicos.
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La cooperación
1. Se trata de la relación que implica una vinculación más estrecha por representar un co-ejercicio o ejercicio mancomunado de una competencia
2. Esta cooperación puede ser a su vez: obligatoria y voluntaria.
· C. obligatoria- 
· Cuando la Constitución o el Estatuto la impongan. Ej. Caso paradigmático es la Junta de Seguridad del art. 13 del EA de Cataluña. Está integrada por igual número de miembros del poder central y de la Generalita y decide cuestiones como dotaciones, remuneraciones y estructura de la policía de la Generalitat. Se trata de una competencia muy específica en la que el Gobierno catalán precisa del acuerdo de la Junta.
· C. voluntaria- 
· Cuando las dos partes acuerdan, por medio de un convenio, cooperar en el ejercicio de una determinada competencia. 
· Cuando se desee, cada una de las partes puede recuperar el ejercicio separado de su competencia, esto sin perjuicio de la responsabilidad es económicas que la interrupción de la colaboración pueda comportar.
· Ej. Zonas limítrofes entre CCAA. 
2. Los instrumentos de colaboración: convenios, conferencia sectoriales,  procedimientos y órganos conjuntos

Una vez vistos los tres mecanismos de colaboración, a continuación se explica las diferentes técnicas o mecanismos para establecer relaciones de uno a otro tipo.  Las técnicas son las siguientes:
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Convenios entre el Estado y la CA o entre CCAA entre sí:
1. Son los instrumentos más habituales  de colaboración.

2. Pueden ser: bilaterales, multilaterales, bilaterales con reiteración (son bilaterales pero luego se repiten con otras CCAA).

3. Normalmente están referidos a ámbitos sociales  pq pretenden,  mayormente establecer subvenciones  (Hospitales, Universidades, Tercera Edad, etc.)

4. Paradójicamente, pesa a que mueven grandes cantidades de dinero, no están previstos en la CE. Su regulación de halla en la Ley 90/1992 cuyo art. 6 dice “se pueden celebrar convenios entre el Estado y las CCAA en el ámbito de sus competencias…”.
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Órganos mixtos con representantes de ambos entes:
1. Los más importantes son las llamadas “Conferencias sectoriales” formadas por el Ministro de un ramo y los Consejeros de la materia de todas las CCAA (lo que viene a continuación es de las conferencias sectoriales).

2. Su finalidad es el debate y la adopción de acuerdos sobre las grandes líneas de actuación en aquella materia. 

3. Se hallan regulados en la Ley 90/1992 (art. 5).

4. A pesar de su mayor importancia hay que decir que no están bien reguladas: 

· Dependen mucho del talante centralista o descentralizador de  Ministro que el quien tiene que convocarlas.

· Carecen de Reglamento interno y su régimen jurídico es fragmentario.

· De todas formas hay algunas que funcionan bien, y al menos, los problemas se discuten en persona y no a través de los instrumentos de comunicación

5. En Alemania y Austria funcionan a la perfección.
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Procedimientos mixtos o participados:
1. Significa la participación de una instancia en la actuación de la otra.

2. Ej. Cuando el Estado establece en una materia en que tenga competencia, la creación de un órgano dejando sentado que éste deberá ser oído antes de tomar una decisión.
3. No son vinculantes, pero de alguna forma es la participación de una instancia en las actividades de la obra, siendo muchas las leyes que establecen estos organismos (medio ambiente por ejemplo).

3. Las relaciones entre las Comunidades Autónomas: los convenios
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Recogidos en: 145.2.

[image: image285.png]



Básicamente se trata de los convenios horizontales por contraposición   a los verticales que son los firmados entre el Estado y una CA.
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Pese a su poca importancia la Constitución los contiene en el art. 145.2
 que diferencia dos  tipos diferentes.
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Clases de convenios entre CCAA según el art. 145.2:
1. Los convenios de gestión y prestación de servicios:
a) Los EA’s establecerán los supuestos, requisitos y términos  en que cada CA podrá celebrarlos.  Hay EA’s que establecen que para celebrarlos el gobierno deberá solicitar autorización del Parlamento autonómico, pero tiene un margen importante de autonomía al respecto.

b) La CE dice que dichos convenios deben ser comunicados a las Cortes Generales. Los efectos de dicha comunicación se hallan también contenidos en los EA’s,  y por lo que a la normativa estatal se refiere, hay que acudir al art. 166 del Reglamento del Congreso de los Diputados.

2. Los llamados “acuerdos de cooperación entre CCAA”:
a) Precisan de la autorización  de las Cortes Generales, lo que hace que resulten extremadamente rígidos y que las CCAA hayan adoptado formas para-constitucionales para llevarlos a cabo.

b) Para conocer el régimen jurídica de esta autorización hay que poner  en relación el art. 145.2 con el art. 74.2
 de la Constitución que explica el procedimiento de concesión de la autorización:

a. Las Cortes Generales tienen que conceder esta autorización “para tomar esta decisión tienen que ser aprobada por las dos Cámaras”.
b. La peculiaridad radica en que tal  art establece que se tiene que empezar el proceso por el Senado. 

c. En caso de no haber acuerdo entre ambas Cámaras, habrá que constituir una comisión mixta (poco frecuente) compuesta por igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un texto  que será votado  por ambas Cámaras

d. Si finalmente no hay acuerdo será la opinión de las Cortes que se impondrá, pero tendrá que ser por mayoría absoluta.

c) Se celebran muy pocos convenios de este tipo a causa de su rigidez.

4. La participación  de las Comunidades Autónomas en las instituciones del Estado:  iniciativa legislativa y Senado

4.1 Introducción
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En todos los estados compuestos  hay formes de integración de sus entidades autónomas en las instituciones o las decisiones centrales. Tales formas de integración  intentan recoger  la voluntad de los órganos generales  y la  opinión de los entes políticos territoriales.
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Las formas concretas de integración  dependen de la constitución de cada país..
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En el Derecho español hay 2 tipos de participación  de las CCAA a las instituciones centrales:

1. La posibilidad de  los parlamentos autonómicos de presentar Proposiciones de ley (iniciativa legislativa del  parlamento autonómico).
2. La participación de las CCAA en el Senado.
4.2 Presentación de Proposiciones de ley ante las Cortes Generales
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Recogido en:  87.2 “Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa”.
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Existen dos procedimientos:

1. El que se produce en el seno del Parlamento Autonómico: éste, normalmente  por el procedimiento legislativo ordinario,  aprueba por mayoría absoluta la proposición. La proposición es presentada a las Cortes Generales. La peculiaridad del procedimiento consiste en que la Asamblea Autónoma tendrá que designar 3 representantes  o delegados para defender la proposición ante el pleno del Congreso. En cuanto al resto del procedimiento los trámites son los mismo que para cualquier  otra proposición de ley.
2. Que un Parlamento autonómico solicite  al Gobierno central la presentación de un determinado proyecto de ley. En este caso no se trata de una iniciativa  legislativa estricto estricta de las CCAA sino del Gobierno central.
4.3 La participación de las CCAA en el Senado
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La Constitución en el art. 68 establece  que el Senado es una Cámara territorial o de representación territorial. Sin embargo, su composición y sus funciones  conferidas por la CE han evitado que cumpla tal representación.
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La composición del Senado es dual:

1. Los senadores de designación autonómica (59.5):
· Una parte de los senadores es designada por los parlamentos de las CCAA
· Art. 59.5 “Las CCAA designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de su  respectivo territorio”.
· Con la aplicación de la fórmula anterior hay un poco más de 50 senadores.
· Cada EA regula como la forma de la elección de los miembros y su regulación (uno terminan su mandato con la legislatura nacional y otras con la legislatura autonómica).
· Las condiciones para ser senador autonómico las fija la correspondiente CA.
2. Los senadores de elección directa (59.2, 3 y 4):
· Otra parte de los senadores son elegidos de acuerdo un sistema electoral mayoritario corregido con circunscripción electoral provincial.
· Esta parte reproduce a grandes rasgos la representación de los partidos políticos en el Congreso de los Diputados.
· Hay aproximadamente 207 senadores.
Por tanto, los senadores autonómicos son minoría, y de hecho no actúan  como representantes de las CCAA sino integrados en grupos partidistas.
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Las funciones del Senado: 

1. El Senado coincide con el Congreso 1) en las funciones legislativas generales, a pesar que en posición subordinada y  limitada, 2) y por otro lado tiene  formas de control parlamentario menos importantes que el Congreso. 

2. Funciones del Senado que significan un a cierta representación  de las CCAA, pero no son suficientes para inclinar la actuación de la Cámara en sentido autonómico.
a. Necesidad de autorización por mayoría absoluta  la intervención estatal del art. 155.
b. Función compartida con el Congreso respecto las autorizaciones de los convenios de cooperación entre CCAA.
c. Función compartida con el Congreso respecto de la aprobación de la Ley del Fondo de Compensación Inter-territorial (158).
d. Función con el Congreso respecto de la aprobación de cualquier ley de harmonización (150.3)
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Esta indefinición del Senado entre cámara autonómica o cámara general: 

1. Responde a la presencia en la CE de una doble filosofía:  la que entiende el Senado como cámara conservador de un Estado unitario, y la que aspira a convertir el Senado  en una cámara autonómica, en la línea de los primeros senados del federalismo.

2. La última redacción de la CE y la práctica de todos estos años ha impuesto claramente un tipo de Senado conocido como “Cámara de segunda lectura”, sin ninguna conexión especial con los problemas autonómicos.
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La inoperancia del Senado como representación de las CCAA ha hecho avanzar la idea de que es necesario reformar el Senado:

1. Reforma de Reglamento del Senado en 1994, mediante la cual se creó una Comisión General de las Comunidades Autónomas.
2. Comisión General de las CCAA:

a. Tiene doble número de miembros que las otras comisiones.
b. Con facultades amplias de pronunciamiento sobre las decisiones del Estado que puedan afectar a las CCAA, pero solamente con carácter consultivo.
c. Se permite la asistencia en ella de los presidentes y consejeros autonómicos,  y hasta que ellos mismos pidan la reunión de la  comisión
3. Aún así la reforma del Reglamento no ha significado un giro importante del Senado. Por esta razón las propuestas de reforma constitucional cada vez van adquiriendo  más calado.
5. La participación autonómica en las instituciones europeas
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En principio la distribución competencial  no debería afectar a la fase de aplicación del Derecho comunitario, sino que ejerce la competencia aquel que la tiene, independientemente que lo que haya de ejecutar sea una norma de derecho comunitario o no (las CCAA continúan siendo titulares de sus competencias).
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Las CCAA  no tienen posibilidad de intervención en la creación del Derecho comunitario, a pesar de que se trate de normas que hacen referencia a competencias propias (como puede ser por ej. la agricultura), pq los sujetos ante la Unión Europea son los Estados centrales.
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En España esta participación es menor de la que puede darse, por ejemplo en estados federales como Bélgica, Austria o Alemania, se han llegado a reformas las respectivas Constituciones para que puedan participar a fondo en las instituciones europeas.
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Las CCAA pueden participar en las instituciones europeas mediante la adscripción en la Comisión de Regiones, pero ésta no tiene incidencia   en la toma de decisiones de la UE ni en la ejecución de las mismas (Dr. Aparicio).

TEMA 8: LA FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

1. El principio de autonomía financiera: suficiencia, autonomía de gasto y autonomía de ingreso
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Una de las características del estado federal es que tiene un sistema de financiamiento que permite a los “länder” saber, con criterios objetivos, con que medios financieros cuentan. De otra forma no hay autonomía política posible. Difícilmente puede existir autonomía política sin autonomía financiera.
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De hecho hay muchos modelos de sistema de financiamiento: 

1. Prácticamente uno para cada estado federal. 

2. Acostumbra a ser mixtos, donde se combinan la atribución de unos recursos a cada una de las partes.

3. También acostumbra a establecerse una participación de las instancias descentralizadas en los ingresos  que tienen las instancias centrales que normalmente es la  que tiene la mayor parte de los recursos.

4. En todos ellos se establecen mecanismos que garanticen la solidaridad entre todas las partes del territorio, garantizando un cierto crecimiento igualitario y la no existencia de grandes desequilibrios entre “länder”.
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Respecto el sistema de financiación de la Constitución española, caracteres:

1. Recogido en:  CE 156, 157 y 158 establecen los principios que rigen el sistema de financiación, los recursos con que pueden contar las CCAA, y se prevén determinados fondos para garantizar la solidaridad. Y en el art. 157.3 se efectúa una remisión a una LO por la que se regirá el ejercicio de las competencias financieras de las CCAA, desde la conjugación de los principios  de autonomía, coordinación y solidaridad.
2. Establece unos principios y normas de carácter muy general.

3. Es muy abierta.

4. Se puede decir que se trata de una materia desconstitucionalizada, remitiendo su regulación a la LO, lo cual no significa tampoco que la CE no diga nada al respecto en los arts. 156, 157, 158. 

5. En el Estado español existen 2 sistemas de financiación diferentes en las CCAA

1. El sistema general- que se rige por la LOFCA, de 1980, que cubre todas las CCAA, excepto el País Vasco y Navarra.
6. El régimen foral- que es el sistema de concierto  y convenio, que pese a tener nombres distintos el régimen es el mismo. Son los mismos principios. Se trata de nombres históricos.
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La Ley Orgánica de Financiación de las CCAA:
1. Compresiblemente  esta LO fue una de las primeras en ser adoptadas por el legislador postconstitucional, la LOFCA 8/1980, de 22 de septiempore.
2. La LOFCA  ha articulado un sistema de financiación para las CCAA de régimen común, que son todas las CCAA menos las de régimen foral (País Vasco y Navarra, que cuentan con recursos propios) (DAd1ª) y más relativamente Canarias, que cuenta con un Régimen Económico Fiscal especial (REF), estatutarizado a partir de la Disposición Adicional 3ª.
3. La LOFCA ha sido modificada por la LO3/1996, y también recientemente ha recibido una decisiva reforma por la LO 7/2001 de 27 de Diciembre:

a. La LO 7/2001 introduce el nuevo Acuerdo de Financiación Autonómica, alcanzado en Julio del 2001 en el Consejo de Política Fiscal y Financiera de las CCAA.
b. Tal ley en respuesta al actual desarrollo y reparto competencial del Estado autonómico.
c. El nuevo sistema de la  LO 7/2001 se completa con: 1) la L 21/2001 de Medidas Fiscales y Administrativas del nuevo sistema de financiación de las CCAA de Régimen Común y las Ciudades con EA, y 2) las Leyes de Cesión de Tributos que adaptan los contenidos de los EA al nuevo régimen de financiación (L 17/2002 para Cataluña).
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Los ingresos de las CCAA podrán provenir de varias fuentes, según el art. 157 CE:

1. Sus propios tributos (impuestos, tasas y contribuciones especiales);

2. Los tributos estatales cedidos a las CCAA (impuestas, tasas y contribuciones especiales de titularidad estatal, pero cuya gestión, recaudación y liquidación han sido cedidas a las CCAA, de acuerdo con específicas leyes de cesión de tributos, en cada caso necesarias).
3. Participación en los ingresos procedentes de tributos del Estado (la denominada PIE) y otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
4. Ingresos debidos a su propio patrimonio y rendimientos del Derecho privado.
5. Ingresos procedentes de Fondos de Solidaridad Interterritorial (art. 158.2 CE, a completar con otras asignaciones de nivelación de servicios esenciales e instrumentos de acción regional).
6. El producto propio del endeudamiento y operaciones de crédito.
La LOFCA ha encuadrado normativamente la concreción relativa de cada uno de estos capítulos.

Respecto al PIE se ha visto modificado con el nuevo sistema propugnado una acentuación del principio de corresponsabilidad fiscal entre el Estado y las CCAA.

Lo anterior sólo es aplicable a las CCAA de régimen común.
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Los principios constitucionales en relación al sistema de financiación, válidos para todas las CCAA son los siguientes:

1. La CE reconoce el principio de autonomía financiera a las CCAA en los siguientes términos (155): “Las CCAA gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias, de acuerdo con los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españoles”. Estos dos principios coordinación  y solidaridad actúan como límite al principio de autonomía financiera.

2. Este principio de autonomía financiera podemos decir que incluye 3 elementos distintos:
a. Suficiencias financiera- se garantiza con la existencia de unos mecanismos de calculo objetivo de las necesidades de las CCAA y con la previsión de unos recursos para hacerles frente.

b. Autonomía de gasto- es bastante notable. Pueden gestionar de la forma que consideren conveniente una buena parte de los ingresos que reciben.

c. Autonomía de ingreso- en este caso las capacidades de las CCAA son muchos más limitadas, sobre todo en el Régimen General, si bien han evolucionado favorablemente con las llamada “corresponsabilidad fiscal”, es decir, que exista una capacidad para decidir sobre una parte de sus ingresos. En el Régimen foral  si que hay una gran autonomía de ingresos y pueden establecer sus impuestos

3. La autonomía financiera se somete a los principios de coordinación con la Hacienda estatal- existe  un organismo muy importante para dicha coordinación, creado por la LOFCA, que es el Consejo de Política Fiscal y Financiera, en el que están representados el Estado y las CCAA.

2. El principio de solidaridad
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Es el principio inspirador de todo el sistema- Todas las normas constitucionales que presiden el sistema de financiación autonómica están presididas por el principio de solidaridad. 
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Recogido en: CE 2, 138, 156 y 158.
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Por ejemplo en el art. 158 la CE establece dos previsiones específicas para hacerlo efectivo:

1. La creación de un fondo de compensación territorial y, 
2. La asignación de unos recursos a aquellas CCA que tengan un nivel de servicio inferior al resto.
[image: image311.png]



Instrumentos para hacer efectivo el principio de solidaridad:

1. Fondo de Compensación Interterritorial (FCI) (CE 158, L 29/1990):
a. Finalidad- asegurar la previsión anual de un montante presupuestario destinado a gastos de inversión pública  en regiones menos favorecidas. 
b. La inversión asciende a un 30% de inversión pública total de cada ejercicio presupuestario.
c. Pueden beneficiarse del FCI las CCAA cuyo PIB (producto interior bruto) resulte inferior al 75% de la media comunitaria europea. Tal parámetro coincide  con el de la eligibilidad para los fondos estructurales europeos.
d. En cuanto sus criterios objetivos de reparto son: la población, la tasa de desempleo, la superficie, el saldo migratorio, la dispersión obligacional y, como criterio corrector, la insularidad.
2. Conjunto de Incentivos Regionales establecidos por la L45/1985 y por el Real Decreto 966/1990.
3. A partir del acceso a España a la CE y a la UE del FEDER (Fondo Europeo de Desarrollo Regional),  Fondo Social Europeo y FEOGA (Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola), y el Fondo de Cohesión  (destinado a gastos de inversión en proyectos de medio ambiente y redes transeuropeas, de los que pueden beneficiarse las CCAA y entes subestatales en países cuya renta media sea inferior 90% de la renta media comunitaria.
4. Fondo de Nivelación para la Prestación de Servicios Mínimos, desde 1997 ha empezado a articularse presupuestariamente.
3. El régimen general
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Recogido en: arts. CE y la LOFCA.
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La característica esencial del régimen común  es que el mecanismo transferencial es el principal ingreso de las CCAA. En consecuencia hay un mayor peso relativo de unitariedad hacendística y el valor financiero de la solidaridad frente al de la autonomía.
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Antes de la modificación reciente de la LOFCA por la LO 7/2001:

1. La fuente de ingresos más importante era la relativa a la participación en ingresos del Estado (PIE), era un 80% de la financiación de la CA, mientras que los ingresos por tributos cedidos o propios y por las tasas establecidas por las Haciendas autonómicas representaban a penas el 15%.
2. La LOFCA aseguraba, en principio, la titularidad estatal de los principales recursos tributarios (especialmente del IRPF y del IVA), mientras que definía como “cedibles” los tributos de menor potencial recaudatorio. Estos resultaba totalmente comprensible en una primera fase inaugural del Estado de las Autonomía, para garantizar desde el Estado la imperativa y necesaria solidaridad entre las distintas CCAA.
3. La LOFCA consideraba tributos del Estado:  el IRPF, el impuesto de sociedades,  el IVA, los monopolis fiscales (tabacos loterías).
4. La LOFCA consideraba tributos cedibles a las CCAA: los de patrimonio, sucesiones y donaciones, actos jurídicos documentados, transmisiones patrimoniales, algunos impuestos especiales (hidrocarburos, alcoholes), y tasas y demás exacciones (imposiciones) sobre el juego.
5. Además la autonomía financiera de las CCAA aparecía ampliada por la potestad de establecer por ley sus propios tributos sobre espacios tributarios (“hechos imponibles”)  no ocupados por el Estado, así como recargos sobre figuras estatales, incluso las no cedidas.
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La reforma de la LOFCA por la LO 7/2001 y Acuerdo de Financiación Autonómica de julio de 2001:

1. Finalidad reforma y acuerdo- dar respuesta a las nuevas necesidades a las que debe enfrentarse el sistema autonómico. Ello se hace efectivo  a través de una ampliación del principio de corresponsabilidad fiscal, con dos tipos de actuaciones:
a. La cesión a las CCAA de nuevos tributos estatales.
b. La atribución a las CCAA de nuevas competencias normativas en los tributos cuyas cesiones sena efectivas.
2. Respecto la cesión a las CCAA de nuevos tributos estatales (LOFCA 11): la nueva LOFCA mantiene la antigua lista de tributos susceptibles de ser cedidos, añadiendo un tramo del IRPF (cuyo límites  es del 33%), cesión parcial de l’IVA (cuyo límite del 35%), cesión parcial de algunos impuestos especiales de fabricación  (cuyo límite del 40%), la cesión total (100%) del impuesto sobre electricidad, cesión total de determinados medios del transporte, cesión toal sobre ventas minoristas de determinados hidrocarburos.
a. De este modo, la Ley pretende ofrecer una cesta de tributos a las Haciendas autonómicas  con la que logre una financiación más acorde con al realidad económica y con el peso político adquirido por la CCAA.
3. Respecto la  atribución a las CCAA de nuevas competencias normativas en los tributos  (LOFCA 19):
a. Por un lado, las líneas generales de la atribución de competencias normativas sobre elementos esenciales de los tributos, y los principios generales a los que deberán someterse las CCAA en el ejercicio de las competencias que se les atribuyan. Esta delimitación deberá ser precisada y concretada para cada caso por la correspondiente Ley reguladora de la cesión de tributos
b. Por otro lado, mantiene el esquema hasta ahora vigente de delegación a las CCAA de competencias en materia de gestión liquidación recaudación, inspección y revisión de los tributos cedidos.
4. En definitiva, el nuevo sistema de financiación se caracteriza por un significativo aumento de la capacidad fiscal de las CCAA. Por ello el antiguo capítulo de participación el PIE se integra ahora en el llamado “Fondo de suficiencia”, previsto como mecanismo de cierre del nuevo sistema, para cubrir las diferencias entre las necesidades de gastos reales de cada CA y su capacidad fiscal.
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Para completar el sistema de financiación autonómica se prevé el Fondo de Compensación Interterritorial (LOFCA 16, 158.2), cuya finalidad será la corrección de desequilibrios económicos territoriales, para hacer efectivo el principio de solidaridad interterritorial y la prohibición de privilegios.
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La aprobación del nuevo modelo de financiación autonómica ha sido objeto de un prolongado  e intenso debate político por parte de las CCAA y el Estado, especialmente en relación con las asignaciones de nivelación que se vincularon a la prestación de dos servicios públicos esenciales (educación y sanidad).
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La nueva Ley prevé la Junta Arbitral  que es en materia de tributos cedidos un sistema de arbitraje para la resolución de conflictos entre CCAA y Estado  .

4. Regímenes de concierto y convenio
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Recogido en: Disposición Adicional 1ª relativa a los derechos históricos de los territorios forales.
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Las CCAA del País Vasco y Navarra encarnan una notable excepción respecto el régimen general o común de financiación autonómica.
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Ambas CCAA disfrutan de un sistema históricamente afirmado de autonomía hacendística y tributaria, lo que en la práctica se traduce en una mayor autonomía en el gasto. 
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Aún así, en lo relativo al endeutamiento se encuentran vinculadas como las demás, por los mecanismos de coordinación estatal.
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En cuanto su participación en el sostenimiento de las cargas del Estado, ésta se efectúa de acuerdo con el mecanismo de Cupo derivado del Concierto en el caso del País Vasco o del Convenio en el caso de Navarra, con una cuantificación quinquenalmente revisable. En ambos casos se trata de una aportación fija, convenida a través de una negociación bilateral con el Estado.

El Régimen Económico Fiscal canario (REF)
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Recogido en: Disposición Adicional 3ª reconoce la existencia de un REF especial para Canarias.
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El REF sólo podrá ser modificador previo parecer (preceptivo, no vinculante) del Parlamento canario.
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Se concreta materialmente en la libertad comercial de importación y exportación tradicional exención de aranceles (puertos francos) y monopolios fiscales, franquicia sobre el consumo y una imposición indirecta sustancialmente menor a la del resto del Estado.
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� Aquí existe  una gran diferencia entre Estados Unidos, cuya acción jurisdiccional viene desarrollada por los tribunales básicos, y Europa en donde viene desarrollada por los Tribunales Constitucionales.


� El constituyente en lugar de adoptar uno de los modelos tradicionales de forma territorial descentralizada del Estado (Estado federal o regional)  ha optado por evitar la definición de la forma de Estado, dejando abierto un proceso complejo desde el punto de vista jurídico y político de concreción de la organización territorial.


� Este principio dispositivo responde  a la propia diversidad  de territorios que pueden acceder a la autonomía y enumera algunas materias que abarca: a) la denominación de las CCAA, b)Vía de acceso a la autonomía, c) Las competencias a asumir por cada CCAA (relacionadas con las vías de acceso), d) las propias instituciones de las CCAA.


� Diputaciones, Órganos Interinsulares y municipios.


� no “tendrá que”,  pq como recordamos que  preside el principio dispositivo.


� A partir de aquí procedimiento de elaboración del Estatuto de Autonomía.


� Ya que en el momento de aprobarse la Constitución nadie tenía  una idea exacta de cuál fuera a ser el número ni composición de las mismas.


� señala  que “la Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales” y que “su actualización deberá tener lugar, en el marco de la Constitución y  los Estatutos de Autonomía”:


� El constituyente en lugar de adoptar uno de los modelos tradicionales de forma territorial descentralizada del Estado (Estado federal o regional)  ha optado por evitar la definición de la forma de Estado, dejando abierto un proceso complejo desde el punto de vista jurídico y político de concreción de la organización territorial.


� Recordemos que el principio de unidad y solidaridad forman parte del principio de autonomía.


� Canon o parámetro para enjuiciar la constitucionalidad de las leyes estatales o autonómicas. Esta constituido por: la Constitución española, Estatutos de Autonomía y otras normas de distribución competencial extraestatutaria.


� Acción y efecto de asumir.


� Las competencias asumidas  dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso  de los servicios correspondientes a las mismas.


� Puesto que son sólo los Estatutos que han seguido el art. 151 de la CE los que han sido aprobados con la intervención directa del electorado.


� aquéllas que pudieron asumir  desde el primer momento el nivel competencial más alto (CE 151)


� así lo ha venido subrayando el TC, al destacar que la legitimidad del establecimiento de una política propia y específica sobre una determinada materia es indiscutible, a condición de que se haga con subordinación en sus actuaciones al esquema concreto de cada competencia –STC 25/1982-.


� De entre magistrados que tenga una antigüedad mínima de 10 años de servicio en la categoría y lleven 20 años de pertenencia a la carrera judicial.


� No podrá entenderse concedida de modo implícito.


� Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.


� No podrá entenderse concedida...por un tiempo indeterminado.


� La validez de una norma deriva 1) que tenga título competencial y 2) que para su creación se haya seguido el procedimiento legislativo adecuado.


� Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las CCAA, el Estado considerará el servicio de la cultura entre las CCAA, de acuerdo con ellas.


� Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada caso fórmulas adicionales de control.


� Estatutos de Autonomía.


Leyes orgánicas.


Leyes ordinarias.


Decretos leyes.


Decretos legislativos.


Tratados internacionales.


Reglamentos parlamentarios.


Normas equivalentes a las anteriores de las CCAA.


� 2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes Generales.


� 2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94.1, 145.2 y 158.2, se adoptarán por mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por mayoría absoluta.





